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RESUMEN 

 El desplazamiento forzado es una de las tragedias humanitarias más crueles y 

nefastas que ha dejado el conflicto político social armado en nuestro país  que fractura 

la biografía de quienes lo padecen. Una de las garantías constitucionales  de 

reparación a las víctimas proferida por la ley 387 de 1997, es el retorno, este se 

enmarca en tres condiciones básicas para su desarrollo: voluntariedad, seguridad y 

dignidad. 

Rastrear el retorno en el proceso de formulación de la política pública de víctimas de 

desplazamiento forzado en la ciudad de Cali en su carta de navegación como es el  

plan integral único (PIU)  y  además obtener una lectura de algunos de los actores que 

estuvieron inmersos en la discusión de los planes y proyectos de la política pública   y 

de algunos académicos especialistas en el desplazamiento forzado, hace de este 

trabajo de investigación una fuente documental de la experiencia de este primer 

proceso construido para la atención de las víctimas de deslazamiento forzado de la 

ciudad de Cali, que fue obtenido no por un proceso de discusión entre la sociedad civil 

y el gobierno local en la ciudad, sino por la presión de la corte constitucional ante el 

ministerio del interior y de justicia (MIJ) principalmente por el auto 052 de 2008 y el 

decreto 314 de 2009 lo que constituye una  penosa muestra en términos de 

gobernabilidad local respecto a la tragedia humanitaria que tiene aproximadamente  

más de tres millones de víctimas en el país desde 1990, según lo develan las fuentes 

oficiales. 

Poder acercar al lector al proceso de construcción de la política pública desde la 

mirada de algunas de las víctimas de desplazamiento forzado, algunos sectores de la 

academia y  ciertos funcionarios públicos es parte fundamental de este trabajo de 

investigación que pone sobre el telón todo el clima de discusión alrededor de esta 

puesta organizativa y que reveló una fractura en la unidad de las organizaciones de 

víctimas de desplazamiento forzado y una premura institucional por validar ante la 

corte constitucional un documento ilegítimo que no representaba los intereses de la 

población víctima de deslazamiento forzado en la ciudad de Cali. 
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INTRODUCCIÓN 

Ay! yo me fui porque me tocó  
¡Ay ! pero allí dejé mi corazón  

Dejé la vajilla y el televisor  
Dejé mi casita, mi terruño, mi asadón  
Cambie mis paisajes, mi brisa serena  

por fríos semáforos y sucias aceras  
Cambie árboles de frutas  

por pedir limosna en la ruta  
¡Ay! yo me fui porque me tocó  
¡Ay ! pero allí dejé mi corazón  
Dejé mis muertos sin enterar  

por el río bajaba la subienda criminal  
Soy viajero de ausencias  
cargo a cuestas mi moral  

llenito de miedo y de soledad  
Pero si sigo vivo por algo ha de ser  

Pa'lante pa'lante  
errante diamante  

Un héroe ambulante,  
para santo aspirante  

Que el velo se levante  
La verdad escalofriante  

y sus miserias se destapen  
La justicia haga parte  

de esta historia espeluznante  
Que la fe radiante  

vuelva a acompañarte  
Valentía tan gigante  

y una fuerza tan brillante  
Tú pa'lante, tú aguante,  

errante diamante  
La verdad escalofriante  

y sus miserias se destapen  
La justicia haga parte  

de esta historia espeluznante  
Que la fe radiante  

vuelva a acompañarte  
Valentía tan gigante  

y una fuerza tan brillante  
Tú pa'lante, tú aguante,  

errante diamante  
Tú pa'lante, tú aguante  
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errante diamante  
Pa'lante1 

 

 La dramática escena compuesta en la canción del grupo musical Aterciopelados, 

es un prisma que devela en una rima, en una metáfora, la situación de millones de 

víctimas en Colombia, 12 de cada 100 personas durante los últimos 25 años (1985-

2010), han sido arrebatadas de los suyos2, de su territorio, en el que se inscriben los 

hilos que teje la comunidad en el tiempo, hilos que están llenos de memoria colectiva 

en un espacio circunscrito, habitado de prácticas socialmente construidas que les 

representa su biografía; una historia que ha sido construida con los otros3.   

 Desde la perspectiva del profesor Carlos Gomez Cárdenas4 la dinámica 

perversa de territorialización / desterritorialización que viven miles de colombianos, se 

ve alimentada a diario no sólo por los dispositivos espaciales de reconquista de la 

política de seguridad del Estado, sino por el constante accionar de los grupos armados 

irregulares, y por las ya viejas disputas asociadas a intereses económicos legales e 

ilegales. 

                                                           
1
  Canción titulada: Errante diamante del grupo Aterciopelados; realizada especialmente para el 

evento Destierro y Reparación. Medellín 2008. 
2
  Según lo revelado por la comisión de seguimiento a la política pública sobre desplazamiento 

forzado entre 1985 y 2010 la cifra de desplazamiento es de 5.125.620 personas fueron obligadas a dejar 
sus hogares por razones de violencia, aunque la cifra oficial que se tiene es desde 1997 con un número 
de 3.573.132 personas  hasta 2010, esta cifra gubernamental no incluye masacres ocurridas a mediados 
de la década del 80 y principios de los 90‟s como las de mejor esquina, las recurrentes masacres de 
Urabá, Pueblo Bello en Cesar, entre otras y los grandes desplazamientos masivos ocurridos en 
Pavarandó, Choco con más de 15.000 víctimas. Fuente: Centro de Consultoría para los Derechos 
Humanos y el Desplazamiento Forzado. Bogotá 15 de Febrero de 2011. Págs 8- 9. 

 
3
  Para la definición del territorio; fundación la Minga expone un ejemplo desde su experiencia 

comunitaria en un trabajo de cartografía social realizado por los resguardos indígenas del Norte del 
Cauca, trabajo en el que se enumeran conceptos como territorio y territorialización y en el que se cita 
que la construcción metodológica llevó a definir el territorio por Minga Colectivamente que “En el 
territorio se inscriben las huellas de cada sociedad en el tiempo (…) toda sociedad crea una zonificación 
que concentra espacialmente interacciones sociales y prácticas sociales rutinizadas”. Además se cita 
que  “el territorio no es simplemente lo que vemos; mucho más que montañas, ríos, valles, 
asentamientos humanos, puentes, caminos, cultivos, paisajes, es el espacio habitado por la memoria y 
la experiencia de los pueblos” (RESTREPO, 1999:35). 

 
4
  Capital Social y Política Social: El caso de la Política Pública de atención a la población 

desplazada en Colombia.  Gómez, Cárdenas Carlos. Artículo académico. Universidad del Valle- 
Colombia (2005). 
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 Entendiendo por  la tierra como la proveedora de los recursos en los que se 

sustenta una comunidad, ese espacio permite la vida y el desarrollo de la historia de la 

misma generando identidades, lógicas de uso del suelo y desarrollo de cosmovisiones 

que son transmitidas de una generación a otra, construyendo un espacio de relaciones 

no solo de consumo de lo que provee la tierra sino atravesadas por una carga 

simbólica que construye la dimensión de un territorio. Un ejemplo de esto, es lo que 

para los  indígenas de la sierra  representa la tierra y el territorio: 

 La tierra, la que nos fue dada desde el origen, es la que sustenta nuestra 

convivencia, nuestra razón de ser como indígenas nativos de la Sierra, en ese 

territorio  están las normas que como portadores de una cultura determinada 

debemos cumplir. […] El territorio es donde están escritas las Leyes y la Historia 

sin las cuales no seríamos pueblos con culturas diferentes […] El territorio tiene 

sentido en la medida que está ligado a la cultura de los pueblos que por 

tradición lo habitan y lo han poseído. El territorio son las leyes y los símbolos 

que determinan e identifican a nuestra cultura. El territorio, además de lo 

cultural, ha de estar sustentado en las actividades propias de la vida cotidiana, 

que son las que permiten reproducir la cultura y todos los componentes que la 

constituyen. En esa medida, el concepto de dueños ancestrales del territorio se 

basa en el conocimiento que se tiene sobre todo lo que habita el territorio, es 

decir, la naturaleza. No solo el conocimiento, sino los procedimientos que para 

el uso de la naturaleza se tienen. Estos procedimientos y conocimientos no 

están desligados ni podemos mirarlos desconectados de la vida  misma de los 

pueblos indígenas. (Villafaña, 2005:3)  

 Entonces,  el territorio un espacio geográfico que es transversalizado por la vida 

de una comunidad, su historia, su cultura y su cosmogonía en relación a la tierra: […] 

formas de ocupación y poblamiento, modos de apropiación a través de formas de 

trabajo, autoridad y pensamiento, divisiones internas, fronteras y sitios históricos (y de 

otra índole) […] modalidades de recorrer [el espacio], creencias y concepciones 

asociadas [a sus prácticas socio culturales]. Todo ello constituye ese vasto 

conglomerado de relaciones sociales que hacen de un espacio sobre la tierra, el 
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territorio de una sociedad en un momento de su historia, siendo uno de los elementos 

básicos de su identidad frente a las demás. (Vasco, 2002:202).  

 

  

 

Gráfico 15 

Cifras históricas de población desplazada 1997-2010: 

 

 La tragedia humanitaria no es ajena al suroccidente colombiano, para el año 

20106 en el caso del Valle del Cauca, el departamento  fue el sexto con mayor número 

de recepción de desplazamiento y  desde 1999-2010 tiene alrededor de 232.811 

                                                           
5
   En el gráfico se compara la fuente Sistema de Información de Población Desplazada –SIPOD- 

que contiene información sobre las víctimas de desplazamiento forzado que se recepcionan, es decir 
que se incluyen en el Registro Único de Población Desplazada (RUPD) y aquellas víctimas que llegan a 
rendir su declaración pero que no por ello son incluidas en el RUPD con las cifras del Sistema de 
Información de Derechos Humanos y Desplazamiento forzado SISDHES-CODHES. Fuente: Centro de 
Consultoría para los Derechos Humanos y el Desplazamiento Forzado. Bogotá 15 de Febrero de 2011. 
Pág 8. 
6
  Las cifras del año 2010 constituyen insumos dentro del periodo acotado de análisis de la 

investigación (2009-2010), por tanto no se puede tomar cifras mas recientes debido a la 
contextualización del periodo elegido para el desarrollo de esta investigación. 
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desplazados7 incluidos en el Registro Único de Población Desplazada-RUPD. En el 

departamento del Valle del Cauca, la población víctima del conflicto armado que deja 

su territorio, se concentra en  2 de las ciudades principales: Cali en primer lugar8, en 

segundo lugar Buenaventura y le siguen otros municipios como: Tuluá, Palmira y 

Jamundí. Aunque el Valle ha tenido experiencias exitosas en estrategias de retorno 

con cerca de 13. 000 campesinos desplazados que volvieron a sus tierras a partir de 

los 36 procesos de retorno  masivo realizados por la Gobernación del Valle de Germán 

Villegas Villegas y Angelino Garzón, el problema aun es latente9. 

 La ciudad de Cali hasta dicembre de 2010  Según los datos de Acción Social,  

es la tercera ciudad receptora de población en situación de desplazamiento forzado en 

Colombia; tomando como censo a quienes se encuentran en la categoría de incluidos: 

“77.934 personas en Situación de Desplazamiento forzado por el conflicto armado, de 

ellos 41.060 son mujeres y 36.874 son hombres; en conjunto representan 19.008 

hogares. (PIU, 2010:23). 

 Hoy día, la atención a la Población víctima de desplazamiento forzado, es 

ejecutada en   Santiago de Cali , por las entidades del Sistema Nacional de Atención 

Integral a la Población Desplazada (SNAIPD), que es conformada por instituciones: 

como la Procuraduría Regional, de la administración municipal: instituciones como la 

UAO,  la Defensoría del pueblo, Ministerio Público y Procuraduría, en trabajo 

                                                           
7
  Datos obtenidos de la Página web de Acción social  y del informe del SISDHES-CODHES en la 

página web sobre las cifras de desplazamiento en los departamentos de recepción de fecha de corte 
Diciembre 31 de 2010. 
8
  según el informe estadístico (2010) de Acción Social: Cali es la  primera ciudad receptora de 

personas desplazadas del Valle del Cauca, con 4.843 víctimas incluidas en el RUPD, en segundo lugar 
Buenaventura  con 2.396 desplazados.  En su mayoría el Valle recepciona población victima que llega 
de Buenaventura, Cauca, Nariño, Putumayo y la Costa Pacífica. Cali es  y ha sido desde mediados del 
siglo XX, el epicentro receptor de población desplazada y migrante de todo el suroccidente colombiano. 
Una presentación de la asesoría de paz en 2001 por Alba luz Pantoja, afirma que el 70% de los caleños 
son migrantes nacidos en otros sitios del país, los desplazados han elegido a Cali como albergue 
definitivo o temporal, por la existencia de redes y lazos de parentesco y compadrazgo construidos en el 
proceso histórico de  poblamiento de la ciudad. 

 
9
  principalmente LA UAO (Unidad de Atención y Orientación  a la población desplazada), la 

Defensoría del Pueblo, el Ministerio Público y  la Procuraduría  constatan que las consecuencias de la 
violencia no ha mermado en las víctimas y que los niveles de demanda de atención siguen subiendo, 
esto se reafirma  con el gran número de desplazados  que se acercan todos los días en búsqueda de 
atención en materia de salud, protección,  albergue, alimentación, educación y registro.  
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intersectorial con la secretaria de salud y  la secretaría de educación y de carácter 

nacional como: el Instituto de Bienestar Familiar (ICBF), el Servicio Nacional de 

Aprendizaje (SENA), el Instituto Colombiano para el Desarrollo Rural (INCODER)  y la 

Acción Social de la presidencia de la república10, encargada de todo el proceso de 

ejecución e implementación institucional de la política pública nacional de atención a 

las víctimas desplazamiento forzado.  

 Como producto de la cantidad de personas que llegan  a registrarse todos los 

días a la ciudad de Cali a consecuencia del conflicto político, social y armado interno11, 

en la espera de una solución por parte del sistema de atención, se patenta el fenómeno 

de  asentamiento masivo en el área urbana de los municipios de Cali y Buenaventura, 

y como consecuencia de ello, la proliferación de asentamientos subnormales conocidos 

como invasiones  o barriadas, en tierras ejidales  y laderas. Construidos por las 

personas desarraigadas que se instalan en la ciudad, de la cual son nuevamente 

desplazados, porque invaden tierras ejidales,  privadas o porque construyen sus 

albergues en lugares de alto riesgo.  Esto trae como consecuencia la doble 

victimización en su condición de ciudadano (a) lo que desencadena en la marginalidad 

social y lo calamitoso que puede representar ser una persona desplazada víctima del 

conflicto en  un país como Colombia; fenómeno real y creciente que se patenta hoy en 

los barrios marginales (o tierras ejidales)  de la ciudad de Cali, donde se asentan los 

nuevos habitantes, que  no cuentan  con los servicios indispensables para el desarrollo 

de  una vida digna. 

 Acotando el problema dentro del marco municipal, se encuentra que en 2007 

una de las fechas de mayor éxodo de desplazamiento en la región; llegaron a la ciudad 

7.590 víctimas del conflicto social, político armado, un año después, llegaron 5.360 

                                                           
10

  Desde enero de 2012 cambia su denominación por el Departamento Para la Prosperidad Social 
(DPS). 
11

  afirma funcionaria Tatiana Gutiérrez asistente de coordinación de la UAO que en promedio 
llegan 150 personas semanalmente para realizar declaraciones, generalmente los días lunes y martes es 
cuando mas se congestiona la institución. Entrevista realizada al inicio de este trabajo de Investigación 
en las instalaciones de la UAO, concedida en Marzo de 2009. 
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desplazados, la mayoría provenientes del pacifico12 y dos años más tarde, en el 2010 

Acción Social muestra que 4.843 desplazados fueron incluidos en el  Registro Único de 

Población Desplazada (RUPD) si bien las cifras han disminuido, no son suficientes 

respecto del drama humanitario que representa el panorama nacional. 

 Esto significa que el éxodo masivo, como consecuencia de la violencia generada 

por una estructura económica legal e ilegal que se alimenta del campo y sus riquezas 

minerales, en el que los grupos armados participan como actores con intereses 

directos sobre la tierra en algunos escenarios y en otros, como agentes privados del 

saqueo y la expropiación para dar entrada a las multinacionales extranjeras, la 

agroindustria de grupos económicos nacionales e internacionales, ha desencadenado 

en el país, un fenómeno de reordenamiento territorial de muchas de las zona rurales 

del territorio colombiano en el que  justamente las tierra es altamente fértil o hay rica 

concentración de minerales, territorios en los que se adelanta exploración, explotación 

y exportación minera y también están atravesados por violencias de tipo político y 

social13, como lo afirma CODHES en el informe número 77 de 2011: 

es evidente que la violencia es la primera causa del desplazamiento, pero 

también lo es que, detrás de las acciones armadas y la intimidación que ejercen 

los grupos armados contra la población, y la incapacidad del estado para 

protegerla, se mueven poderosos intereses económicos sobre los territorios 

objeto de la política de consolidación. (…) a este panorama de conflicto armado, 

violencia y despojo, se agrega el interés de la inversión nacional e internacional 

por la actividad minera, que se desarrolla en por lo menos 21 municipios de las 

zonas CCAI (Centros de Coordinación y Atención Integral): casi una tercera 

parte del territorio en consolidación14 

                                                           
12

  Cali ya está Saturada de Desplazados: Personero Manuel Torres. Periódico El País, diciembre 
11 de 2008. 
13

  Ver Mapas sobre el desplazamiento forzado en relación a la presencia de cultivos ilícitos, 
proyectos de extracción minera legal e ilegal y presencia de grupos armados. Anexos del trabajo de 
investigación.  
14

  Según el boletín informativo número 77 de la Consultoría para los Derechos Humanos y el 
Desplazamiento Forzado. Bogotá 15 de Febrero de 2011 revela que “280.041 personas  (alrededor de 
56.000 hogares) fueron desplazadas en 2010  en Colombia por causa del conflicto armado y otras 
manifestaciones de violencia política y social”. El hecho más notorio es que el 32.7% de esta población 
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 Porque la dinámica del conflicto de tipo social, político armado ha cambiado y 

ello, obedece a que el  conflicto pasó la dimensión de la mera disputa por el control del 

territorio a  la colaboración de los grupos ilegales armados como condottieri15del capital 

e intereses privados nacionales y extranjeros así, entra en juego un nuevo actor, la 

estructura económica neoliberal16con los grandes emporios económicos 

agroindustriales y de explotación mineral y  de otro plano; la empresa ilegal, como es el 

narcotráfico  y la minería ilegal de la mano del paramilitarismo y la guerrilla, como lo 

contextualiza nuevamente CODHES al analizar el complejo panorama de consolidación 

de la seguridad democrática en territorios de extracción mineral y agroindustrial 

señalando lo que parece ser una gran contradicción en el enfoque social de un estado: 

donde reina más la seguridad democrática, pareciese que hay mayor despojo y 

vulneración de los derechos humanos en todas sus dimensiones: 

Las zonas mineras están militarizadas y paramilitarizadas: la fuerza pública 

protege la gran inversión privada y los paramilitares evitan la protesta social y 

presionan el desplazamiento. Las afirmaciones de alto gobierno según las 

cuales, las Farc y el Eln “están acudiendo a la explotación minera ilegal como 

                                                                                                                                                                                           
proviene de las zonas CCAI que es el plan nacional de consolidación territorial, abanderado desde el 
2007 como uno de los objetivos de la política de seguridad democrática para mantener la confianza 
inversionista y avanzar en la política social efectiva. Págs. 1-3. 

 
15

  Los condotieros (en italiano condottieri; singular condottiero) eran los capitanes de tropas 

mercenarias  al servicio de las ciudades-estado italianas desde finales de la edad media hasta mediados 
del siglo XVI. La palabra condottiero deriva de condotta, término que designaba al contrato entre el 
capitán de mercenarios y el gobierno que alquilaba sus servicios.  

 
16

 Conclusión del Tribunal de Opinión sobre el Desplazamiento Forzado en Colombia, el presidente 
del tribunal François Houtart afirma: “La conclusión principal es que el desplazamiento forzado en 
Colombia se debe sobre todo al desarrollo del modelo económico neoliberal. Para poder explotar las 
riquezas naturales del país, los poderes económicos necesitan tierras, lo que tiene como consecuencia 
la expulsión de campesinos y de comunidades indígenas y afrodescendientes de las zonas donde 
viven”. Evento de conclusión celebrado en el salón elíptico del Congreso de la República de Colombia, 
Bogotá los días 21, 22 y 23 de noviembre de 2007, como producto de una investigación con organismos 
del Gobierno y la ACNUR, como no oficiales sesionando en regiones de todo el país y además 
recolectando testimonios de las víctimas. Reliefweb: Colombia: el desplazamiento forzado en colombia 
se debe sobre todo al modelo neoliberal. 
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una forma de financiar sus actividades”17 ponen en riesgo a miles de personas 

dedicadas a la minería artesanal, incentivan la violencia y presionan el 

desplazamiento. Los casos denunciados por el primer mandatario deben ser 

conocidos por las autoridades y los responsables deben ser juzgados de 

acuerdo a la ley. El deber del estado es combatir toda forma de ilegalidad y 

preservar el medio ambiente, pero no sembrando la idea de un estado que 

protege a los poderosos, es permisivo con los paramilitares e implacable con los 

más vulnerables, a los que asocia con las guerrillas18 

 Este factor es crucial para entender el contexto del conflicto político, social 

armado en nuestro país y la naturaleza del desplazamiento forzado, la cual es 

cambiante por los procesos específicos que la constituyen y tiene efectos 

transversales sobre la caracterización de los procesos de retorno, ya que para poder 

estudiarlos se hace necesario entender el contexto político en el cual están inmersos y  

así, poder analizar cómo la Política Pública de Atención al desplazamiento Forzado en 

el Plan Integral Único (PIU) ha formulado la implementación  de la fase de retorno 

desde Cali a los lugares de origen de las víctimas y si ha tenido antecedentes de estos 

procesos que den pistas que es posible en un futuro lograr resultados importantes o 

por el contrario, si han sido procesos de revictimización, debido a falta de herramientas 

operativas, metodológicas y presupuestales  en el seguimiento y monitoreo de las 

familias retornadas. 

 El carácter de importancia que tiene el fenómeno del desplazamiento forzado en 

el marco municipal toca de manera crucial la agenda pública, no solo del país por la 

presión internacional de instituciones como la Organización de las Naciones Unidas 

(ONU),  la Agencia de las Naciones Unidas para los refugiados (ACNUR) y la Comisión 

Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), la Unión Europea (UE), la fundación 

Open Society, entre otras. 

                                                           
17

  Citado por CODHES en el boletín número 77 Bogotá 15 de Febrero de 2011. Declaraciones de 
Juan Manuel Santos. Noticia del diario Infosur Hoy titulada: Colombia: Santos arremete contra la minería 
ilegal. Medellín. Octubre 19 de 2010. 
18

  Ibídem. 
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 Que gracias a su esfuerzo y agenciamiento internacional al lado de las 

organizaciones nacionales de víctimas  y DDHH en Colombia han logrado  logros 

importantísimos en la jurisprudencia del campo del Desplazamiento forzado, 

generando las directrices legales de una política pública nacional para la prevención, 

protección y atención del desplazamiento forzado y brindar garantías restitutivas, de 

reparación integral como el acceso a la verdad, a la justicia, a la reparación y a la no 

repetición de los hechos. Esta garantía constitucional ha permitido que se logren 

avances a nivel de los entes territoriales generándoles mayores compromisos para con 

la población víctima de desplazamiento forzado a partir de autos y sentencias de 

seguimiento promulgados por la Corte Constitucional que han dado mayor exégesis en 

el proceso de construcción de los decretos sancionados por el gobierno nacional  para 

con los alcaldes y gobernadores. 

 Por tanto, la agenda pública municipal, se  articula con  la política pública de 

orden nacional  en la dinámica institucional, mediante la red del Sistema Nacional de 

Atención Integral a la Población Desplazada (SNAIPD), quien es  encargada de 

coordinar la política nacional de las víctimas de desplazamiento de forma sinérgica con 

instituciones de orden Municipal creando el Comité Municipal de Atención Integral a la 

Población Desplazada (CMAIPD) estas instituciones municipales que lo integran tienen 

una función  formulativa, informativa y de ejecución a lo dictado por la Corte 

Constitucional, Por el ejecutivo y por el Legislativo. Estas instituciones se rigen 

principalmente por estos productos de carácter legal, jurídico y constitucional: 

 Principalmente la ley 387/97, que define el carácter del desplazado y el deber 

del estado como garante de derechos para con este tipo de población, 

diseñando la política publica, es la ley encargada de todo el andamiaje de la 

Política Pública de atención a las víctimas de desplazamiento forzado no solo en 

su dimensión normativa sino operativa, esta ley la tomaremos en un como el 

marco jurídico de la Política Pública Nacional de víctimas de desplazamiento 

Forzado. 

 La Sentencia T-821 de 2007: enuncia la Protección de los derechos a la verdad, 

la justicia y la reparación y más específicamente habla sobre el derecho a la 
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reparación integral por el daño causado y el derecho a la restitución de la tierra 

de las personas en situación de desplazamiento forzado. Las personas que se 

encuentran en situación de desplazamiento forzado y que han sido despojadas 

violentamente de su tierra (de la tierra de la cual son propietarias o poseedoras), 

tienen derecho fundamental a que el Estado conserve su derecho a la propiedad 

o posesión y les restablezca el uso, goce y libre disposición de la misma en las 

condiciones establecidas por el derecho internacional en la materia. En efecto, 

en estos casos el derecho a la propiedad o a la posesión adquiere un carácter 

particularmente, reforzado, que merece atención especial por parte del Estado. 

 Decreto 250/05 por el cual se expide el Plan Nacional para la Atención Integral a 

la Población Desplazada por la Violencia y se dictan otras disposiciones. Bajo 

un enfoque diferencial, en el cual se dictaminan los principales lineamientos de 

ejecución de la Política pública de atención a víctimas de desplazamiento 

forzado. 

 Decreto 2569/00 por el cual se reglamenta parcialmente la ley 387 de 1997 y se 

establecen los primeros lineamientos de ejecución de la Política pública de  

victimas de desplazamiento forzado con tal de darle cumplimiento a la ley. 

 Sentencia T-025 de 2004, fallo que se da por  más de 1.600 tutelas de la 

defensoría y de los ciudadanos en calidad de desplazados y organizaciones 

civiles ante la Corte Constitucional. Donde se declara un estado de cosas 

inconstitucional y se reformulan algunas líneas de acción y ejecución. 

 Sentencia 278/97 que elimina la restricción humanitaria  de ayuda de 

emergencia de tres meses. 

 Auto 092/08 proferido por la Corte Constitucional, sobre la atención a las 

mujeres víctimas de desplazamiento forzado.19 

                                                           
19

  Información Obtenida por una relatoría de la Corte Constitucional en los procesos de 
seguimiento a la Sentencia T-025 de 2004 y sus Autos de cumplimiento en “reunión  de sesiones 
técnicas regionales sobre coordinación y corresponsabilidad de la nación y entidades territoriales”. 
Ponencia Magistrado Luis Ernesto Vargas Silva; Bogotá Diciembre de 2009.  
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La política pública de desplazamiento forzado y el lineamiento del retorno: 

 Antes de entrar a explicar cómo funciona la Política Pública de Víctimas en 

Situación de Desplazamiento Forzado (PPVSDF)20en el marco municipal, cabe 

especificar que nuestro trabajo pretende hacer un análisis de tipo descriptivo con un fin 

evaluativo sobre el proceso de construcción conjunta de entidades y de organizaciones 

de victimas, la formulación de la PPVSDF  y de su correspondiente Plan Integral Único 

(PIU) en el que analizaremos la fase de retorno21, durante el  periodo 2009-2010 en 

Santiago de Cali. 

 Para ello nuestro análisis se enfocara en un estudio de tipo documental y de 

análisis cualitativo a partir de entrevistas semi-estructuradas, grupos focales y análisis 

cuantitativo a partir de cifras presupuestales, marco metodológico del cual hablaremos 

más adelante. 

 El objetivo poder examinar si el gobierno municipal le ha dado cumplimiento a la 

ley 387/97 específicamente en  la construcción de un PIU local para las víctimas de 

desplazamiento forzado en el marco de retorno, y si esos retornos se han dado con 

anterioridad, de qué manera se han dado, si han sido exitosos al garantizar la 

permanencia de los desplazados en sus lugares de origen o por el contrario, si han 

concluido en una re-victimización generando lógicas de marginalidad y pobreza a punto 

de tener que volver a desplazarse, es uno de los interrogantes de mayor peso al que 

intentaremos  dar respuesta al concluir este trabajo de investigación. 

 También queremos con este trabajo,  hacer una lectura de los planes de 

protección a la víctima construidos en el PIU,  para analizar no sólo la formulación de 

los planes de retorno sino también la garantía de su éxito dentro de las condiciones de 

                                                                                                                                                                                           
 
 

 
21

  La población víctima de desplazamiento forzado en los procesos de retorno tiene una 
significación especial dentro de nuestra investigación, a partir de las lecturas que hemos hecho en varios 
procesos a los cuales hemos reflexionado como es el encuentro del 2009 de la REDIF y la asistencia a 
varios foros sobre reparación de victimas y en particular sobre las conclusiones del Tribunal Internacional  
de Opinión, en donde se generan las bases de motivación para este trabajo de grado en el primer 
trimestre de 2009. 
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voluntariedad, seguridad y dignidad, la salvaguarda de los bienes patrimoniales que 

esa persona dejó al salir forzadamente, cuáles son las garantías legales que protegen 

que no haya venta, ni titulación a terceros, ni se permute  su propiedad al llegar a la 

ciudad receptora. 

 De otro lado, ¿qué garantías existen para que el desplazado retorne a su lugar 

de origen o al verse imposibilitada esta opción, que se garantice su reasentamiento en 

la ciudad receptora, en este caso Cali o reubicación en otra ciudad? El objetivo de 

nuestra de investigación es responder estas preguntas a lo largo del recorrido del 

seguimiento que haremos a la política pública de víctimas de desplazamiento forzado 

en el lineamiento de retorno, la plataforma del PIU en Santiago de Cali  durante (2009 -

2010) bajo la administración del Alcalde Jorge Iván Ospina. 
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JUSTIFICACIÓN           

 La garantía efectiva del retorno, o de otro lado si así la víctima lo decide, el 

restablecimiento en una nueva ciudad,  constituye uno de los procesos de 

consolidación de garantías constitucionales a las víctimas en situación de 

desplazamiento forzado por parte del gobierno local, mediante los planes diseñados 

por los alcaldes según lo demandado por el auto 052 de 200822 y posteriormente con el 

decreto 314 de 2009. Poder rastrear esos procesos  constituye parte crucial de nuestro 

análisis, pero  además de los efectos de las instituciones es necesario saber cuáles 

fueron los hechos  y los actores que ejercieron mecanismos de presión y qué tipos de 

mecanismos para dar origen a la política pública de desplazamiento forzado en el 

marco de retorno y cómo ha cambiado la dinámica de ejecución y enfoque de derechos 

desde su implementación hasta hoy día; para ello es necesario hacer un estudio desde 

el  con los referentes conceptuales del institucionalismo histórico, sociológico y el 

campo de análisis de las políticas que permita dar cuenta cómo hay un legado del 

pasado institucional que influye en los mecanismos de construcción e implementación 

de la Política Pública de las Víctimas de Desplazamiento Forzado  y cómo los actores 

en sus determinados roles interactúan, construyen y modifican la política pública, 

asuntos o aspectos que analizaremos  más adelante. 

 A raíz de la problemática, reside nuestro interés en analizar el proceso de 

construcción de la  Política Pública de las Víctimas de Desplazamiento Forzado en 

Santiago de Cali en el PIU, específicamente en la fase de retorno, que es la ruta de 

consolidación parcial de la política de restablecimiento a las víctimas  de 

desplazamiento forzado y de las garantías constitucionales en los planes proyectados 

en la ciudad de Cali para con las víctimas en caso de que decidiesen retornar, los 

procesos de acompañamiento, seguimiento de las zonas retornadas y la garantía de 

sus derechos fundamentales después del proceso de volver al territorio, con el fin de 

                                                           
22

   En el Auto 052 de 2008 la Corte solicita a todos los Gobernadores y Alcaldes del país, dar 
respuesta a doce preguntas indispensable para que esta Corporación conozca el estado del 
desplazamiento en cada entidad territorial, y las acciones que las autoridades territoriales han tomado 
para atender a la población afectada, para prevenir y mitigar el desplazamiento, sobre las necesidades 
de diferente orden de las entidades territoriales para atender a la población desplazada y los resultados 
de las acciones emprendidas para garantizar el goce efectivo de los derechos de la misma.  (Página 10) 
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constatar si en realidad, esta ruta de atención  ha logrado cumplir con los objetivos 

propuestos, ya sea como planes que aún están en el diseño de la política pública o  en 

caso de que hayan existido planes de retorno como experiencias en la ciudad, ver 

cómo han sido desarrollados, o de lo contrario si los niveles de oferta han sido 

impotentes frente a la necesidad de la fase de atención por parte de las víctimas. 

 Así pues, este trabajo propende por evaluar las estrategias de atención por parte 

del gobierno municipal durante 2009 y 2010 que se consolida el proceso de aprobación 

de la Política Pública, sin que ello implique que el proceso de construcción haya 

terminado,  analizaremos la fase de retorno, con la finalidad de conocer si esta última 

ruta de atención de relación entre la víctima y el sistema de atención es eficiente23 

entendida en los principios rectores del retorno: voluntariedad, seguridad y dignidad o 

de lo contrario si los procesos de diseño de la población víctima de desplazamiento 

forzado y en su consecuencia, la política de retorno se convierte en talanquera  de 

acceso a la restitución de tierras a las víctimas, en medio de la agudeza del conflicto 

político social armado que imposibilita ejecutar los planes desde las ciudades de 

recepción  a los territorios de proveniencia de las víctimas o  aún dentro de los 

escenarios posibles, si se convierte en una fase que propicia la revictimización, el 

olvido y el retorno a unas condiciones de pobreza en el lugar de origen.  Así pues, la 

cuestión investigativa se presenta de la siguiente manera y a la que se pretende dar 

respuesta: 

 ¿Cómo se han construido  las estrategias, planes y proyectos  promovidas por 

parte de la administración municipal, el Comité Municipal de Atención Integral a la 

Población desplazada CMAPID y las organizaciones de víctimas en situación de 

desplazamiento forzado  presidida por la Mesa Municipal de Organizaciones de 

Población en Situación de Desplazamiento Forzado-MMOPDSF en la formulación y 

validación del PIU, para garantizar  procesos efectivos de retorno durante (2009-

2010)? 

                                                           
23

   Es última como fase de atención del SNAIPD; pero la relación entre la víctima y el estado en el 
Goce Efectivo de Derechos (GED) no termina hasta que reciba la restitución, el acceso a la verdad y la 
justicia y las garantías de no repetición de los hechos, que están inconclusas aún en el momento de 
retorno, por ello afirmar que en el retorno se pierde la condición de víctima después de la estabilización 
socioeconómica  en el territorio de origen, es afirmar la imposibilidad de la víctima al GED. 
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MARCO TEÓRICO 

 Para identificar el estado y el proceso de formulación de la política pública de 

desplazamiento forzado en el tema de retorno en la ciudad de Santiago de Cali por 

parte de las instituciones encargadas de dar cumplimiento a lo establecido por la en la 

ley 387/97 y la Corte Constitucional en la sentencia T-025/04 (donde se declara un 

estado de cosas inconstitucional) y el decreto 052/08 que vincula y da el carácter de 

obligatoriedad para diseñar los planes integrales únicos a nivel local, que son las 

herramientas de ejecución de la política pública a nivel interinstitucional. 

 Este trabajo de investigación tiene una gran aportación investigativa no sólo, en 

el marco de los derechos humanos sino además, en el proceso de seguimiento y 

evaluación a los planes diseñados por parte de la administración municipal en el tema 

de retornos que implica no el proceso per sé sino las garantías constitucionales que 

formula la ley 387/97 y que se reitera en el decreto 2569/00. que, afirman que el 

proceso de retorno va mas allá de un proceso de estabilización socioeconómica; sino 

que además, estén orientados hacia reparación integral, esto significa que los retornos 

deben ser voluntarios, sin ninguna clase de presión por parte de algún ente 

institucional y el estado está en la plena capacidad de dar garantías de seguridad para 

evitar la presión por parte de los grupos armados a las familias, además del 

acompañamiento institucional para alcanzar la verdad, justicia y reparación24. 

 Los procesos de reparación deben reconocer las condiciones de vulnerabilidad 

de la población víctima de desplazamiento forzado y garantizar unas condiciones 

dignas, seguras y tranquilas de vida. También, el decreto 250/05, detalla las mínimas 

condiciones para un proceso de retorno y asigna responsabilidades de ejecución a los 

entes departamentales y locales en la gestión y ejecución de la política pública de 

atención al desplazamiento forzado política pública de victimas de desplazamiento 

                                                           
24  Tomado en base a la autora Ana María Ibáñez Londoño Directora CEDE, Facultad de Economía 

de la Universidad de los Andes. ¿Cómo superar el desplazamiento?: Jurisprudencia constitucional y 

políticas públicas en Colombia. (C. Rodríguez, editor). Bogotá: Uniandes, mayo de 2009. 
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forzado para este caso particular los planes de retorno de la población desplazada. 

 Pero cabe preguntarnos: ¿cómo surgió el marco jurídico para atender la 

problemática de derechos humanos en Colombia, y la urgencia de integración de la 

población victima de desplazamiento forzado en un verdadero marco de ciudadanía?  

 Para responder a esta pregunta sobre cómo encaminar nuestro proyecto de 

investigación, sopesado en una base teórica y conceptual, encontramos que para el 

análisis de esta política pública se hace necesario empezar por definir qué es una 

institución, ya que la ley 387/97 en sí, es un marco jurídico que representa una 

institución en materia de atención, prevención, establecimiento socioeconómico y 

retorno de los desplazados en Colombia. La ley representa el lenguaje y la razón de 

ser de una institución como reflexiona Guy Peters en 1998,36: 

Quizá el componente más importante de una institución sea que es, de alguna 

manera, un rasgo estructural de la sociedad y/o la forma de gobierno. Esta 

estructura puede ser formal una legislatura, un organismo dentro de la 

burocracia pública o un marco legal… además cuando existe una institución que 

trasciende a los individuos e implica a grupos de cierto conjunto de interacciones 

pautadas que son predecibles según las relaciones especificas que existen entre 

los actores. 

 De esta manera, se han escogido vertientes del neo institucionalismo, que 

permiten dilucidar nuestro objeto de estudio la política pública de retorno en Santiago 

de Cali,  a partir de la abstracción teórica confrontada con la práctica atisbada en el 

proceso de formulación de la política pública de víctimas de desplazamiento forzado. 

 Este proceso de adquirir una artesanía intelectual que permita generar 

referentes conceptuales de análisis en el tema de las políticas públicas, y más en el 

campo de los derechos humanos en Colombia, no ha sido un tema elegido al azar. El 

proceso de aprendizaje y engranaje intelectual para este proyecto investigativo ha 

tenido un largo proceso, donde se han revisado distintas fichas de estudio, material 

documental video gráfico, material bibliográfico vía web, libros referenciados por 

expertos en el ámbito local sobre el campo del desplazamiento forzado en Colombia, 
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portales y algunas participaciones en encuentros, seminarios y en foros alrededor de 

estos últimos meses, con la finalidad de visualizar cuál es la representación de la 

problemática en el discurso académico, en la representación de las mismas víctimas 

en el discurso oficial. 

 Al finalizar  este proceso de nuestras propias representaciones frente al tema y 

haber adquirido un campo amplio de análisis, concluimos que el enfoque neo 

institucional dentro del campo de la ciencia política constituye una herramienta 

indispensable a la hora de evaluar políticas públicas para este caso nuestro objeto de 

estudio, la política pública de víctimas de desplazamiento forzado en el tema de retorno 

en Santiago de Cali. 

 Para ello los enfoques neo institucionalistas que construyen todo el andamiaje 

teórico son: en primera medida el INSTITUCIONALISMO HISTÓRICO, en segundo 

lugar el INSTITUCIONALISMO SOCIOLÓGICO y en último lugar el 

INSTITUCIONALISMO EMPÍRICO. Cabe resaltar que estos lugares jerarquizados no 

deben dar lugar a prevalencias, ya que los tres enfoques neo institucionales son igual 

de importantes dentro del proyecto de investigación. 

 Estos enfoques neo institucionales permiten dar cuenta de: 

 Que las instituciones cuentan en el proceso de la evaluación de una política 

pública, ya que son ellas los enclaves entre la ciudadanía y el estado. Las instituciones 

encierran las rutinas, las lógicas de lo adecuado, un componente programático que las 

hace diferentes a otras, definen unos roles, no solo en su carácter institucional sino a 

nivel interno con los actores que pertenecen a ella, roles que son jerarquizados y que 

corresponden a una lógica burocrática en la cual se especializan los cargos, definiendo 

quiénes son los actores y para qué sirven. Una institución es la razón de ser de un 

conjunto de sujetos que se encuentran inmersos en unas relaciones de poder y que 

por el hecho de estar allí se genera una cadena de conductas, saberes y 

representaciones que constituyen su subordinación frente al referente principal que es 

la institución, a la cual pertenecen y que está por encima de sus preferencias aunque 

en algunos casos esto esté sujeto a discusión. 
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 También cabe afirmar que las instituciones generan en sí mismas unas 

representaciones simbólicas no sólo en y para sus miembros, sino para grupos e 

individuos ajenos a ella.  

 Es por ello que estudiar el proceso de construcción, desarrollo, cambios y 

productos de las instituciones, en este caso de dar cumplimiento a los planes de 

retorno en la ciudad de Cali, constituye un proceso de análisis en donde observaremos 

cómo se originan las instituciones, cuál es el punto problemático o crítico a nivel social 

que termina por generar la formulación e implementación de la política pública a partir 

de una codificación legal en este caso la política pública de víctimas de desplazamiento 

forzado en el tema de retorno en Colombia y especialmente en Santiago de Cali con el 

PIU y en este estadio de construcción programática cómo influyen los actores en este 

caso “los grupos de presión” de víctimas y organizaciones no gubernamentales (ONG) 

y organismos internacionales para reclamar al estado la garantía de unos derechos 

constitucionales de primera generación, como son: el derecho a la vida, la dignidad 

humana, a la libertad de expresión, a la movilidad, a la salud, a una vivienda digna, a la 

educación, derechos que son exigidos mediante las sentencias de ley de la Corte 

Constitucional en el caso especifico para la población victima de desplazamiento 

forzado  su respectiva sentencia T-025 de 2004 conjunto con los autos promulgados 

para esta población y la ley 387 de 1997 promulgada por el congreso colombiano. 

 Para ello, es fundamental la teoría institucional en su enfoque histórico, porque 

permite analizar a la institución como un juego de fuerzas, donde se producen varios 

procesos de desarrollo: el primero, el de la formalización donde se establecen 

condiciones de carácter formal para su constitución, como es el caso de la ley 387/97 a 

nivel nacional y el PIU a nivel local en materia de retorno. Este paso es clave en el 

desarrollo de la política pública de víctimas de desplazamiento forzado porque es 

posible observar aquí, los múltiples intereses de los actores institucionales implicados 

en la formación del Plan Integral Único para las víctimas de desplazamiento forzado en 

Santiago de Cali. 

 Es importante mencionar que las acciones programáticas que se tomen desde 

un comienzo para la formación institucional constituyen un gradiente importante para la 
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dependencia del futuro, es decir, el pasado es una fórmula bastante interesante para 

medir la estabilidad institucional como lo sugieren estos autores: 

Estas decisiones políticas iníciales y de los compromisos institucionales que de 

ellas surgen, supuestamente determinan las decisiones posteriores… Así pues, 

las políticas dependen del rumbo que tomen y una vez lanzadas por este rumbo 

los siguen hasta que alguna fuerza políticamente fuerte los desvía de él (Peters: 

1998 pág. 38). 

 En este estadío  de formalización institucional es clave entender cuál es el 

discurso y las prácticas que componen la institución, este punto es crucial porque 

permite observar el grado de compromiso por parte de los actores, la misión y visión 

para con la población objetivo en este caso los desplazados forzados y,  además 

permite observar la definición de roles y sus jerarquías, rutinas, valores y lógicas de lo 

adecuado de la institución. 

 El segundo estadío es la codificación, la cual permitirá analizar el proceso de 

lenguaje institucional a partir de unos códigos que establecen unas reglas, normas en 

la institución y que conforman legalmente su visión y misión institucional. 

 Así pues, por medio del derecho se establece el armazón conceptual que 

permite definir el grado de ser de la institución a que, a quienes o a quien está dirigida 

y cuál es el andamiaje legal para definir la política pública y generar instructivos para 

ejecutarla, en este caso la ley 387/97 y la sentencia T-025/05. Este significado jurídico 

institucional no nace a partir de un proceso espontáneo. 

 En el análisis de Ostrom, en el tema de las reglamentaciones institucionales hay 

un supuesto funcionalista: que las reglamentaciones se crean cuando la institución o la 

sociedad las necesitan y que existe una correspondencia temporal bastante próxima 

entre la realidad social de una regla y su aparición (Ostrom, 1986 en Peters, 1998:91). 

 En último lugar, cabe hablar del proceso de consolidación de la política pública 

en este caso la política pública de atención a las víctimas de desplazamiento forzado 

en el tema institucional, en este último estadio de la institución está sujeto a los 
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cambios posteriores o a la inestabilidad. Observaremos cuales son las vías de 

ejecución para la atención a la población en situación de desplazamiento forzado en el 

tema de retorno, cuales son las reglas y tareas establecidos o incorporados por los 

grupos de presión para generar roles institucionales que constituyen la ruta de atención 

de la política pública. 

 Este es otro punto clave de nuestro análisis, porque nos permitirá observar las 

líneas de ejecución de la política pública de víctimas de desplazamiento forzado, la 

definición de roles institucionales, es decir ¿qué papeles normativos cumple cada 

institución? Con un desafío muy importante en materia de evaluación, que consiste en 

mirar hasta qué punto se plantea en la formulación el aporte institucional en el caso 

especifico del retorno. Que implica garantías de reparación, de no repetición de los 

hechos, de protección de predios, de planes de seguridad para con la población que 

decida retornar voluntariamente, de reunificación familiar y de establecimiento 

socioeconómico, que permita a las familias construir un proyecto de vida digno, de 

nuevo en su lugar de origen. 

 Estos puntos constituyen un largo proceso, el que será nuestro punto de 

desarrollo de la tesis y el objeto de estudio crucial a evaluar, es por ello que el 

institucionalismo sociológico, brinda una rica construcción analítica a la hora de evaluar 

estos procesos de formalización, codificación y consolidación, ya que es posible 

observar desde esta postura de análisis la estructuración relacional entre estado y 

sociedad, que implica un modelo pluralista y en gran medida no institucionalizado, de 

las interacciones entre los grupos de interés y el estado. 

 Marsh y Olsen aportan en el análisis para este enfoque, ya que ellos en su 

estudio observan las interacciones estructuradas entre actores oficiales y no oficiales 

en el proceso de gobierno y por ello se acercan a una condición institucional sobre la 

base normativa como producto de la interlocución sociedad-estado, a partir de 

“acciones colectivas” que ejercen grandes presiones al sistema a fin de producir una 

respuesta estatal representada en  producto institucional, en este caso la población 

víctimas de desplazamiento forzado en este caso cabria estudiar cómo fueron los 

procesos generados por los actores no-estatales para presionar a la corte y al mismo 
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gobierno a fin de que se produjese el marco normativo existente y hoy base para toda 

la normatividad posterior, como es el caso de la ley 387/97. 

 El neoinstitucionalismo sociológico es importante tenerlo en cuenta al momento 

de analizar los juegos de roles que podemos observar en los sujetos partícipes en la 

formulación de las políticas públicas sobre retorno, el papel que juegan las instituciones 

en dicha formulación y la posibilidad real que tienen de moldear el accionar de los 

sujetos vinculados a estas, sea de forma directa o indirecta, sean estas instituciones 

formales o informales y su influencia permanente o temporal. Nuestro trabajo no 

escapa a las presiones sociales, a los cambios en la cosmovisión25 y adaptación de la 

población en situación de desplazamiento forzado, a la reglamentación e incluso al 

cambio de nomenclatura que ha recibido la condición de “desplazado forzosamente”  

por la de “migrante interno” como fue afirmado por Jose Obdulio Gaviria en diferentes 

ocasiones para referirse a las víctima de desplazamiento forzado en Colombia. 

 Los neoinstitucionalistas analizan el conflicto, el poder y la política en el cambio 

institucional. En el neoinstitucionalismo existe una separación entre las esferas pública 

y privada, entre lo administrativo y lo político, es por ello que fácilmente se pueden 

observar los diferentes juegos de poder e intereses que dentro del ciclo de políticas 

públicas intervienen, agendas que no tienen en cuenta por varios motivos el tema del 

desplazamiento forzado y el retorno. 

 El institucionalismo empírico, argumenta que la estructura del gobierno incide de 

una manera directa y diferencia las formas de actuar y las políticas diseñadas y 

ejecutadas por dicho gobierno. Esta claridad que sobre la importancia de las 

estructuras son elementales en el desarrollo de este trabajo dado que aquí se enfatiza 

sobre las decisiones y el proceso de la toma de las mismas, algo que Peters denomina 

“puntos de decisión”. Para poder analizar la complejidad y la diversidad de elementos y 

factores que intervienen y afectan las interrelaciones sociales, se requiere la 

                                                           
25   

Es importante comprender que la fenomenología del conflicto interno armado social y político en 
Colombia ha permitido que las demandas de parte de las víctimas se adecuen a un nuevo proyecto de 
vida urbano, que no es precisamente estar de acuerdo con la nomenclatura que han recibido 
recientemente de migrantes internos, ya que no ha sido voluntario su deseo de urbanizarse.   
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complementariedad de las anteriormente mencionadas perspectivas teóricas del 

neoinstitucionalismo para una mayor comprensión de los fenómenos que resultan de 

las interacciones sociales e institucionales, los grupos de presión y las instituciones 

nacidas a partir de la relación entre los desplazados, quienes en la necesidad de 

interactuar con las diferentes instituciones estatales en un nivel más elevado en cuanto 

a representatividad y posibilidad de presionar han tenido que asociarse y tomar sus 

propias decisiones y su estructura afecta esas decisiones. 

 El neoinstitucionalismo histórico se concentra en la continuidad de los arreglos 

institucionales a lo largo del tiempo. La calidad de los arreglos institucionales es el 

resultado del diseño de mecanismos y se expresa en la gobernabilidad de las esferas 

privadas y públicas, de los intereses individuales y el bien común en la obtención 

eficiente de resultados por el uso de los recursos disponibles.  

 El neoinstitucionalismo histórico redireccciona el entendimiento de las 

instituciones dentro de los sistemas económico-sociales y políticos. El 

neoinstitucionalismo histórico se aparta del aislamiento teórico de los enfoques 

racionalistas de las instituciones, que tratan de enmascarar verdades atemporales para 

ofrecer un medio de abarcar las sutilezas y complejidades del mundo de la política, sin 

renunciar al objetivo de encontrar los flujos causales, patrones y tendencias 

significativas dentro de los procesos del desarrollo histórico del mundo, esa senda de 

la dependencia seguida puede llevar al neoinstitucionalista histórico a develar la 

génesis de muchas decisiones y situaciones que subrepticiamente se han colado en el 

presente, de manera tal que marcan incluso, la dependencia del rumbo,  es decir que 

influirán definitivamente en el futuro de las decisiones y de las acciones tomadas o 

dejadas de tomar con posterioridad.  

 Es quizás en esta parte donde el análisis de la normatividad y de los complejos 

cambios históricos acaecidos especialmente en los últimos años toman mayor 

relevancia, procesos como el de “Justicia y Paz”, la reciente Ley de Victimas (1448 del 

2011), T-025 del 2004, el auto 008 del 2007, y la sentencia T-821 del 2007 sobre 

restitución de bienes, además de los procesos de organización que históricamente se 

han truncado y que aún en estado incipiente, se ha logrado por medio de acciones de 
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tutela colectivas llamar la atención de la Corte Constitucional y de algunos sectores del 

país, y la Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación,  y garantía de la no- 

repetición de los hechos han logrado avances en el tema de cooperación con los entes 

territoriales para que este tipo de demandas sociales surtan efecto en el campo de la 

garantía de sus derechos a partir de la planificación interinstitucional.   
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OBJETIVO GENERAL 

 

 Analizar el proceso de construcción de la política pública de atención a las 

víctimas en situación de desplazamiento forzado, en el plan integral único (PIU); 

durante el periodo de 2009-2010, en una de sus fases; específicamente la de 

retorno en Santiago de Cali. 

 

OBJETIVOS ESPECÍFICOS 

 

 Identificar las recomendaciones  de seguimiento que demanda la Corte 

Constitucional a los entes territoriales en materia política pública y de su 

herramienta de ejecución,  PIU, si éstas son acatadas por el Comité 

Municipal de Atención a la Población en situación de Desplazamiento 

Forzado (CMAIPSDF) en el documento PIU aprobado por la 

administración municipal de Santiago de Cali en 2010. 

 Identificar las condiciones mínimas requeridas para lograr procesos de 

retornos exitosos de las victimas en situación de desplazamiento forzado 

desde el municipio de Santiago de Cali a sus lugares de origen. 

 Conocer las diferentes representaciones que tienen algunas víctimas, los 

funcionarios y los académicos expertos en el campo de desplazamiento 

forzado y  su posición frente al proceso de elaboración de la política 

pública –PIU. 

 Propiciar  una reflexión sobre el proceso de desarrollo de la primera 

política pública para víctimas de desplazamiento forzado en Cali, 

centrándonos en el ciclo de retorno, dentro de  la vigencia y compleja 

naturaleza del conflicto de tipo político, social y armado  en Colombia. 
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METODOLOGÍA 

 Para enumerar los elementos constitutivos de la PPVDF se hace necesario 

tener en cuenta las reflexiones de los diferentes actores que desde sus posiciones 

participaron del proceso de elaboración de la formulación de la política pública-PIU en 

Santiago de Cali. Por ello, el estudio contempla la necesidad de construir espacios de 

interlocución que permitan observar sus representaciones frente al proceso de insumo 

político (política pública-PIU), a partir entrevistas semi-estructuradas, realizadas en 

espacios institucionales y no institucionales, en un contexto personalizado, que facilita 

un nivel optimo de acercamiento que provoca un relato más detallado y espontáneo del 

entrevistado.  

 También se tendrá en cuenta material documental; disponible en la web y en 

físico, material  entregado por la Asesoría de Paz,  y todo el andamiaje teórico y 

jurisprudencial de la Comisión de   Seguimiento  a la Política Pública sobre 

Desplazamiento Forzado26, autores que han estudiado  el tema de retorno y le han 

hecho sistematización de experiencias a nivel internacional y nacional.  También se 

utilizará material documental de las organizaciones que trabajan en pro de los 

derechos de víctimas de desplazamiento forzado a través de sus distintos repertorios 

de acción como el colectivo REDOVIC (Red de Víctimas). Se hace pertinente conocer 

los estudios estadísticos y geográficos entidades como: la Consultoría para los 

Derechos Humanos y el Desplazamiento CODHES  y Acción Social para comprender  

las dinámicas y  (naturaleza) el fenómeno del desplazamiento forzado en Colombia. 

 Observaremos el proceso de formulación de las políticas públicas de víctimas de 

desplazamiento forzado bajo la lupa del nuevo institucionalismo, teniendo como 

referencias los siguientes componentes del mismo; el neoinstitucionalismo histórico, 

que facilita el análisis de las instituciones a través del tiempo, sus dinámicas, 

variaciones y retos; el neoinstitucionalismo sociológico con el cual abordaremos los 

procesos sociales comprendidos desde las organizaciones civiles para este caso, de la 

academia y de víctimas de desplazamiento forzado, que participaron en el proceso de 

                                                           
26   

Los informes de esta comisión aparecen en la pagina interactiva de CODHES 
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formulación, el neoinstitucionalismo normativo para el análisis de la legislación 

proferida sobre el tema de las víctimas del desplazamiento forzado. Los autores 

básicos en el campo del neoinstitucionalismo y la evaluación de políticas públicas 

serán Guy Peters y Giandomenico Majone, en el campo de las victimas del 

desplazamiento forzado usaremos una serie de textos de múltiples expertos y 

entidades nacionales que permitirán tener una mirada amplia desde la academia entre 

ellos a Juanillo Mina Ismael que retrata la vida de algunas víctimas del desplazamiento 

forzado de Suarez que han sido recepcionados en Cali.  

 Con el fin de tener un panorama claro de la políticas públicas de víctimas de 

desplazamiento forzado existen las leyes constitucionales y sus respectivas 

sentencias, nombradas anteriormente, así como el estudio del Tribunal Internacional de 

Opinión sobre el Desplazamiento Forzado, que puede dar una mirada alternativa a la 

fenomenología del conflicto y sus consecuencias. 

 Para ello se realizará: 

 Estudio de documentos: este tipo de investigación tiene un gran papel dentro del 

análisis de la políticas públicas de víctimas de desplazamiento forzado,  ya que 

permite constatar cómo los documentos de política publica de atención a la 

población victima de desplazamiento forzado, son socializados a los 

movimientos de las víctimas y como es el proceso de retroalimentación de sus 

derechos a partir de la construcción de sus demandas y luchas, además permite 

trabajar el aspecto empírico, a fin de constatar las realidades de estas 

comunidades cuando llegan a la ciudad. 

 Análisis de datos: matrices de planificación y presupuesto, gráficos del PIU. 

 Entrevistas semi-estructurada, 3 ciclos de entrevistas: a funcionarios de la 

Asesoría de Paz, a expertos en la investigación del desplazamiento forzado en 

el valle, que hayan acompañado procesos de retorno y que  conozcan del 

proceso de construcción del PIU en Cali, y a Líderes de organizaciones de 

víctimas de desplazamiento forzado que hayan participado en la Mesa Municipal 

o que hayan estado en la Mesa de Expresiones Organizativas, que fue parte del 
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proceso de concertación para la formulación del PIU. Que se adjuntarán como 

anexos del trabajo de investigación. 

 Se realizaron 11 entrevistas en total, discriminadas así: 4 a funcionarios 

públicos, 4 a académicos y especialistas en el tema, 3 a víctimas de desplazamiento 

forzado, la cuarta entrevista a víctimas de desplazado no fue posible realizar pese a 

los múltiples intentos de hacerla, el interés en entrevistar a esta persona radica 

especialmente en ser una de las dos personas que firmó el documento de PIU 

presentado ante las  víctimas de desplazamiento forzado y que no fue aprobado por la 

mayoría; fue necesario trasladarse a distintos espacios, en las oficinas de la Asesoría 

se entrevisto a los funcionarios, quienes consideraron que era el espacio adecuado, 

con los académicos los espacios fueron bibliotecas y cafeterías, con los líderes de la 

población víctimas de desplazado, las entrevistas se realizaron en cafeterías y una 

culmino en la casa del líder, quien deseaba contribuir a la investigación entregando 

unos documentos que considero relevantes para este trabajo. 

 El ciclo de entrevistas fue desarrollado en el periodo de Enero-Julio de 2011 con 

preguntas preparadas previamente tales como: ¿Qué es el PIU para usted? ¿Cuál es 

su participación en el PIU? ¿Cuál es su responsabilidad respecto del PIU? ¿Qué 

desafío encontró usted en el momento de la formulación? ¿Cómo fue el proceso de 

interlocución con las organizaciones de víctimas de desplazamiento forzado? ¿Se 

manifiesta la intención de retorno en Cali? ¿Hay posibilidad de retorno de las víctimas 

de desplazamiento forzado en Colombia de acuerdo a las condiciones de 

voluntariedad, seguridad y dignidad?  ¿Por qué se insertan datos generales de Cali y 

su situación, su censo poblacional general en una política pública hecha para las 

víctimas de desplazamiento forzado? ¿Se siente satisfecho con el PIU aprobado, cree 

que representa a la población víctima de desplazamiento forzado realmente? y otras 

preguntas que surgieron de acuerdo a las declaraciones de la Víctima, cabe también 

anotar que las preguntas previamente diseñadas fueron flexibles de acuerdo al nivel 

de conocimiento o participación del entrevistado sobre la política pública mencionada. 
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MARCO JURÍDICO 

 

 Las víctimas de desplazamiento forzado son ciudadanos, que se encuentran 

envueltos en un conflicto del que no son actores, ni tienen intereses en el mismo, pero 

del cual son objeto de agresión, por habitar tierras fértiles y/o ricas en recursos 

minerales, acuíferos y de flora que están en la disputa  intestina por el control del 

territorio de actores armados legales e ilegales e incluso de las lógicas de exploración y 

explotación de los grandes grupos económicos del país nacionales y extranjeros. 

 Ahondar en el panorama del  conflicto político social armado interno invita  a 

pensar las lógicas que constituyen su permanencia y su agudeza exacerbada en los 

territorios rurales del país, que cómo decíamos antes al empezar este trabajo de 

investigación, involucra violencias de tipo político y social; al constituir planes y 

programas específicos para la protección de los intereses del capital agroindustrial y 

minero, construyendo meta-relatos de escenarios de paz y tranquilidad en el discurso 

oficial mientras la población campesina, afrodescendiente e indígena está en el medio, 

atravesando los más crudos sucesos de aparición de nuevas estructuras paramilitares, 

el hostigamiento de las guerrillas que utilizan sus parcelas y casas como trincheras de 

combate contra el ejército y viceversa;  y  cuando los asesinatos a líderes sociales que 

reclaman sus territorios colectivos, líderes sindicales, maestros y maestras, líderes de 

resguardos son una realidad agobiante, tal es la magnitud que atraviesa el campo 

colombiano, que ha dejado desde 1985- 2010 según lo revelado por la Comisión de 

Seguimiento a la Política Pública de Desplazamiento Forzado, 5.125.620 millones de 

víctimas campesinas que  labran la tierra de la cual nos proveemos de alimento, que 

tienen que abandonar su lugar de origen y todo lo que implica dejarlo todo como sus 

sueños y prácticas, para volver a empezar en territorios distintos, volviendo aprender, 

enseñándole a sus manos otra cosa distinta que labrar la tierra. 

 De otro lado la evidencia del despojo entendido como:  

Con el despojo –a diferencia del abandono– existe la intención manifiesta de 

robo,  expropiación, privación, enajenación de un bien o de un derecho. También 

puede estar asociado a la privación y despojo del disfrute y gozo de bienes 
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muebles e inmuebles, espacios sociales y comunitarios, hábitat, cultura, política, 

economía y naturaleza. En últimas más allá de la privación de un bien 

económico, el despojo puede estar asociado con dimensiones sociales y 

simbólicas, afectando tanto a individuos como a comunidades. (…) En los casos 

señalados el abandono es, o puede ser, una de las condiciones para el despojo, 

el cual va regularmente acompañado del ejercicio de la violencia y del 

desplazamiento de la población, así como del desarrollo de argucias para la 

apropiación del bien y de los territorios. En síntesis, el abandono puede conducir 

al despojo y el despojo siempre es el resultado del abandono. (…)”27 

 Se hace evidente en el último informe de tierras que entrega la comisión de 

seguimiento a la política pública de desplazamiento en el 2010, donde hace la 

siguiente revelación: 

el total de las tierras que las familias desplazadas se vieron obligadas a 

abandonar, vender o entregar a terceros forzosamente en el momento del 

desplazamiento entre los años de 1980 y julio de 2010, sin contar aquellas de 

propiedad colectiva, fue de 6.638.196 hectáreas. Esta cifra equivale al 15,4% de 

la superficie agropecuaria nacional. El 81,8%, del área despojada o forzada a 

dejar en abandono correspondió a las familias inscritas en el RUPD.28 

 El drama del conflicto político, social armado interno se ha redefinido 

constantemente debido a su complejidad y a intervención de múltiples actores y  su 

consecuencia crítica el desplazamiento, produce unas afectaciones  económicas, 

sociales, culturales y psicológicas en la víctima muy difíciles de reparar; desde la 

perspectiva del analista Carlos Wladimir Gómez (Gómez; 2005) 

El conflicto armado en general y los conflictos políticos, sociales y culturales en 

                                                           
27

  En 2009 la Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación (CNRR) junto con el área de 
memoria histórica  y la línea de investigación de tierra y conflicto expide un ejemplar académico llamado: 
“el despojo de tierras y territorios. Aproximación conceptual. Con la finalidad de abordar 
conceptualmente los conceptos de despojo, abandono, tierra y territorio con la finalidad de dar luces 
conceptuales sobre la definición de los mismos para la aplicabilidad en las políticas públicas. 
28

  Comisión de Seguimiento a la Política Pública sobre Desplazamiento forzado. informe final de 
tierras. Cuantificación y valoración de las tierras y los bienes abandonados o despojados a la población 
desplazada en Colombia. Bogotá, enero 06 de 2011. 
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particular, tienen una dimensión territorial cuyas condiciones históricas 

configuran especificidades de la guerra y de la crisis humanitaria por la que 

atraviesa el país.  

(…) la delimitación de regiones para la paz como la antigua zona de distensión; 

la creación de Zonas de Rehabilitación; la puesta en marcha de nuevas 

unidades militares; la focalización de las acciones de fumigación; las estrategias 

de los actores insurgentes y contrainsurgentes; las acciones de grupos de 

delincuencia organizada, y las respuestas de las organizaciones y comunidades 

a todos estos sucesos, generan nuevas formas de movilidad humana dentro y 

fuera del país definiendo y redefiniendo constantemente tanto las características 

del conflicto armado como el fenómeno del desplazamiento forzado en 

Colombia. 

Las regiones del país que sufren el impacto de la guerra, a través de la 

expulsión y  la llegada de población, evidencian la confluencia de factores, 

causas e intereses en disputa, concentrados en áreas y poblaciones específicas 

donde convergen sistemáticas violaciones de los Derechos Humanos y graves 

infracciones del Derecho Internacional Humanitario. 

La población afectada por toda esta problemática en su mayoría son mujeres,  

niños y niñas. El desplazamiento tiene impactos específicos sobre las mujeres, 

ya que éstas se convierten en jefas de hogar debido a la viudez, a la ruptura de 

sus relaciones de pareja, o a la pérdida de su compañero o de sus hijos. Aparte 

de que el destierro ocasiona un fuerte trauma psicológico, el desplazamiento 

hace recaer casi exclusivamente en ellas la responsabilidad del sostenimiento 

afectivo y económico de la familia. 

La creciente incidencia del desplazamiento sobre esta población está 

relacionada con la presión que ejercen los actores armados para vincular de 

manera forzada a niños y niñas a la guerra. Muestra de lo anterior es que gran 

parte de las familias argumentan como un motivo de salida el reclutamiento 

forzado de sus hijos e hijas menores de edad. 
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 Todo ese panorama desolador lleva a CODHES a concluir que el 

desplazamiento forzado es una realidad que se mantiene y crece en la medida en que 

continúa la guerra irregular y se profundiza su degradación. El país está conociendo los 

horrores del conflicto armado de la década pasada, descubriendo fosas comunes e 

historias de masacres que, en su momento, fueron denunciadas por las organizaciones 

de derechos humanos. Los hechos siguen ocurriendo y ocultarlos no contribuye a 

superar esta etapa de violencia29. 

La política pública de atención a víctimas de desplazamiento forzado ha sido diseñada 

de manera integral en la ley 387 de 1997, a partir de la presión de organizaciones 

internacionales de carácter jurisdiccional y normativo, local e internacional, como la 

Corte Interamericana de DDHH, que fortaleció los procesos de seguimiento a las 

demandas presentadas por las víctimas de desplazamiento forzado además de otras 

organizaciones de carácter humanitario y conjuntamente con algunos medios de 

comunicación que hicieron eco de la problemática presentada y pusieron a la luz del 

debate internacional y del gobierno nacional el campo del desplazamiento forzado por 

el conflicto armado político y social en Colombia, como un problema de dimensiones 

profundas que fue y aún es preocupante, como detonante fundamental, aparece la 

agresiva tasa de crecimiento demográfico en las ciudades receptoras, las cuales 

reflejaban cuadros de hacinamiento en tierras ejidales y periferias, consecuencia de los 

éxodos masivos que ocasionó el conflicto armado en Colombia durante la década de 

los 90. Sin olvidar que la construcción histórica de nuestras ciudades ha sido con base 

al desplazamiento que tuvo como consecuencia el asentamiento urbano de nuestros 

ancestros para huir de la violencia durante la guerra de los mil días, la violencia 

bipartidista, la violencia de los años 70, ello, producto de la lucha política-social  en la 

pugna de poder del aparato estatal, que gesto un nuevo modelo de ciudad.  

 Es a partir de la movilización de la población víctima, que algunas  

organizaciones internacionales de DDHH y de la sociedad civil que se logra la  

concientización de la opinión pública para presionar al gobierno sobre la dimensión del  

                                                           
29

   informe presentado por la Consultoría para los Derechos Humanos y el Desplazamiento 
CODHES boletín número 74. Pág. 7. 
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fenómeno del desplazamiento forzado como un problema de carácter humanitario, que 

posibilita los CONPES 2804 de 1995 Y 2924 de 1997 y posteriormente la política 

pública de atención a víctimas de desplazamiento forzado en la ley 387 de 1997, 

donde por primera vez en el país se reconoce la magnitud humanitaria del conflicto y 

se define el concepto político del ser desplazado en Colombia, se dictan los 

mecanismos para su prevención, atención, restablecimiento socioeconómico, los 

planes de retorno que se configuran con la política de restablecimiento de la población 

victima de desplazamiento forzado a finales del año 2003, con el diseño del plan 

nacional de desarrollo 2002-2006.  

 Con la finalidad de hacer una síntesis de cómo está estructurada la política 

pública de atención a la población desplazada explicamos 4 ejes de atención 

estratégica: 

Dentro de la política pública de atención a víctimas de desplazamiento forzado 

existen los 3 lineamientos de ejecución:30 

 Prevención y protección: Acciones para impedir el impacto de la violencia en 

las poblaciones donde existe el riesgo de ocurrencia de eventos de desplaza-

miento o para mitigar los efectos adversos en las personas afectadas por esta 

situación; así como para proteger sus bienes patrimoniales. 

La prevención del desplazamiento forzado obliga al gobierno nacional a 

estimular la constitución de grupos de trabajo para la prevención y anticipación 

de los riesgos que pueda generar el desplazamiento forzado; promover actos 

ciudadanos y comunitarios de generación de la convivencia pacífica y la acción 

de la fuerza pública contra los factores de perturbación; desarrollar acciones 

para evitar la arbitrariedad, discriminación y para mitigar los riesgos contra la 

vida, la integridad de las personas y los bienes patrimoniales de la población 

desplazada; diseñar y ejecutar un Plan de Difusión del Derecho Internacional 

Humanitario; y a asesorar a las autoridades departamentales y municipales 

                                                           
30  

 Información obtenida de la Guía para la incorporación de la prevención y atención del desplazamiento 
forzado en los planes de desarrollo territorial, convenio ACNUR-ACCION SOCIAL, UTEC marzo de 2008. 
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encargadas de los planes de desarrollo para que se incluyan los programas de 

prevención y atención. 

 Atención humanitaria de emergencia: Acciones encaminadas a socorrer, 

asistir y proteger a la población desplazada en el momento inmediatamente 

posterior al evento de desplazamiento y a atender sus necesidades de manera 

que se garanticen condiciones de vida digna. 

Mediante instituciones como Acción Social y la UAO  en Cali se brinda a las 

víctimas de desplazamiento forzado, iniciará las acciones inmediatas tendientes 

a garantizar la atención humanitaria de emergencia con la finalidad de socorrer, 

asistir y proteger a la población desplazada y atender sus necesidades de 

alimentación, aseo personal, manejo de abastecimientos, utensilios de cocina, 

atención médica y psicológica, transporte de emergencia y alojamiento 

transitorio en condiciones dignas. 

 En todos los casos de desplazamiento forzado, las autoridades civiles y 

militares que se encuentren en las zonas receptoras de población desplazada, 

garantizarán el libre paso de los envíos de ayuda, humanitaria, el 

acompañamiento nacional e internacional a la población desplazada y el 

establecimiento de oficinas temporales o permanentes para la defensa y 

protección de Derechos Humanos y el cumplimiento de las normas del Derecho 

Internacional Humanitario. 

Mientras exista la situación de emergencia se auspiciará la creación y 

permanencia de equipos interinstitucionales conformados por entidades 

estatales y gubernamentales del orden nacional, departamental y municipal, 

para la protección del desplazado y sus bienes patrimoniales. 

 Estabilización Socio-Económica: Acciones y medidas de mediano y largo plazo 

con el propósito de generar condiciones de sostenibilidad económica y social 

para las víctimas de desplazamiento forzado en el marco del retorno al lugar de 

origen o la reubicación voluntaria en un lugar diferente a su lugar de origen, o en 
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el sitio inicial de llegada. Dentro de esta fase de atención se encuentra el 

reasentamiento, la reubicación o el retorno como planes de asistencia 

institucional a fin de consolidar la estructura familiar de la política pública de 

atención a víctimas de desplazamiento forzado. 

Será propiciada por medidas que permitan el acceso directo de la población 

desplazada forzosamente a la oferta social del gobierno en programas 

relacionados con: proyectos productivos; Sistema Nacional de Reforma Agraria 

y de Desarrollo Rural Campesino; fomento de la microempresa; capacitación y 

organización social; atención social en salud, educación y vivienda urbana y 

rural, la niñez, la mujer y las personas de la tercera edad, y Planes de empleo 

urbano y rural de Acción Social.   

La situación de desplazado forzado por la violencia cesa cuando se logra la 

consolidación y estabilización socioeconómica, bien sea en su lugar de origen o 

en las zonas de reasentamiento, para lo cual se requiere la cooperación del 

desplazado en el mejoramiento, restablecimiento, consolidación y estabilización 

de su situación. 

 Retorno: el Gobierno Nacional apoyará a la población desplazada que quiera 

retornar a sus lugares de origen, de acuerdo con las previsiones contenidas en 

la Ley 387 de 1997 en materia de protección y consolidación y estabilización 

socioeconómica. Además se proveen 4 líneas de ejecución para el proceso de 

retorno que se desarrolla en una nueva reforma de la política pública de 

atención al desplazamiento forzado en el marco de retorno bajo la perspectiva  

del gobierno del presidente Álvaro Uribe Vélez, con el plan nacional de 

desarrollo de 2002-2006. 

 Desde un punto de vista más específico, los cuatro componentes de la política 

de retorno31 se resumen en el Plan Nacional de Desarrollo de la siguiente manera: 

                                                           
31  Tomado de: Departamento Nacional de Planeación: Bases del Plan Nacional de Desarrollo 2002-2006  
Hacia un Estado Comunitario. DNP, 2002, Pág. 63. 
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 El acceso a la vivienda para población desplazada mediante el mecanismo de 

subsidios, de acuerdo con lo establecido en el decreto 951 de 2001 del Ministerio de 

Desarrollo Económico y las modificaciones recientes como: el Decreto 554 de 2003 

expedido por el Ministerio de Ambiente Vivienda y Desarrollo Territorial; Decreto 555 de 

2003; Decreto 2488 de 2002 y el Decreto 1042 de 2003. 

 Respecto a la titulación de tierras, se pondrá en marcha un procedimiento 

especial para legalizar los derechos y títulos de propiedad de la población que retorna, 

con el fin de devolverles las tierras que perdieron como consecuencia del 

desplazamiento. Dichos procesos de titulación estarán articulados con planes 

integrales de reubicación y retorno, en los cuales se contemplarán los demás 

elementos del restablecimiento. 

En relación con el apoyo a proyectos productivos y generación de ingresos,  

Se impulsarán proyectos productivos rentables y asociativos, para lo cual se 

promoverán esquemas de microcrédito y apoyo a la gestión micro empresarial. 

En particular se buscarán alianzas entre pequeños productores, empresas 

privadas, asociaciones de productores, comercializadores, organizaciones no 

gubernamentales y el Gobierno, con el fin de establecer un marco que permita 

difundir el uso de técnicas modernas de producción, comercialización y 

mercadeo, asistencia técnica y organización empresarial, asegurando la auto 

sostenibilidad de los proyectos. En todos los casos, los proyectos productivos 

contarán con la participación de la población desplazada desde la identificación, 

diseño y formulación hasta su ejecución y control, y adicionalmente se 

estructurarán bajo un enfoque de demanda que asegure un mercado para los 

productos. 

 En cuanto a la promoción de esquemas de capacitación productiva,  

se complementará el desarrollo de proyectos productivos con capacitación 

agropecuaria, agroindustrial y administrativa, según sea el caso. Con esto se 
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buscará la viabilidad de dichas alternativas, así como mayores y mejores 

posibilidades de empleabilidad de la población desplazada y para lo cual se 

pondrán en marcha programas especiales de capacitación en oficios y 

actividades que permitan aumentar la competitividad.  

 Finalmente, se señala que adicionalmente se buscará asegurar la subsistencia 

de estos grupos a través de programas de generación de empleo de emergencia, y su 

vinculación al Sistema de seguridad y protección social. De este modo se garantiza un 

ingreso a las familias y su acceso a servicios de salud, educación y nutrición.  

 En palabras de Edgar Forero 32 en términos generales las respuestas 

específicas del Estado en materia de vivienda, programas de seguridad alimentaria y 

de generación de empleos de emergencia, generación de ingresos, capacitación 

productiva, salud, etc., para la PSDF terminaron siendo subsumidas en una política 

más genérica de atención social a población pobre y vulnerable, y de seguridad interna 

(“seguridad democrática”) para las regiones afectadas por el conflicto. 

Ello ha tenido dos consecuencias; de un lado, se ha traducido en un desmonte 

progresivo de la mayoría de los instrumentos específicos para la atención a la 

PSD (de “discriminación positiva”), con excepción de la atención humanitaria de 

emergencia; del otro, hace aún más difícil lograr la articulación intersectorial de 

la política, y la articulación entre la dimensión sectorial y la dimensión territorial 

de la misma. En lo referente a la titulación y devolución de tierras a la PSD 

retornada, derivado ello del carácter de las operaciones de retorno hasta ahora 

realizadas, no se han realizado experiencias significativas. (Forero, 2003) 

 El carácter masivo del desplazamiento forzado revela una crisis humanitaria de 

carácter estructural en nuestro país, no solo de atención a las víctimas de  

desplazamiento forzado sino además, de la prevención de los procesos de 

                                                           
32  

Asesor especial de la ACNUR en su informe: Apreciaciones acerca de los desarrollos recientes de la 
política pública de restablecimiento a la PSD. Boletín 51 Edgar Forero Pardo. Pág. 4 
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desplazamiento 33 con líneas de acción más complejas que requieren revisar la 

responsabilidad del estado colombiano para con la población, no solo en la atención al 

desplazado sino en la obligatoriedad de erradicar el fenómeno a partir de una salida 

negociada del conflicto que garantice la paz. 

La política pública en Santiago de Cali. 

 La ejecución de la política pública de atención a las víctimas de desplazamiento 

forzado en el marco municipal. está basada en la ley 387 de 1997 que diseña todos los 

lineamientos de implementación y ejecución, mediante organismos como Acción Social 

que coordina la política pública de orden nacional y la UAO, institución ejecutora de la 

política pública en la fase atención humanitaria de emergencia y restablecimiento 

socioeconómico en el municipio, en compañía del Ministerio Público como personería, 

defensoría, procuraduría y algunas organizaciones internacionales, no 

gubernamentales como la Cruz Roja Internacional.  

 La política pública de atención a víctimas de desplazamiento forzado  tiene los 

siguientes objetivos definidos en el artículo 10 de la ley 387 de 1997, de acuerdo al 

Plan Nacional para la Atención Integral a las víctimas de desplazamiento forzado: 

 1. Elaborar diagnósticos de las causas y agentes que generan el 

desplazamiento por la violencia, de las zonas del territorio nacional donde se producen 

los mayores flujos de población, de las zonas receptoras, de las personas y 

comunidades que son víctimas de esta situación y de las consecuencias sociales, 

económicas, jurídicas y políticas que ello genere. 

 2. Diseñar y adoptar medidas sociales, económicas, jurídicas, políticas y de 

seguridad, orientadas a la prevención y superación de las causas que generan el 

desplazamiento forzado. 

                                                           
33  

La política pública de atención a las víctimas de desplazamiento forzado, posee cuatro estrategias de 

acción en materia de atención a la población vulnerable de este fenómeno, en uno de estos lineamientos básicos 

existe el programa de prevención y protección, como aquellos actos de contingencia generados a partir de la 

problemática misma, pero no en el marco de erradicar el fenómeno del desplazamiento forzado en Colombia. 
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 3. Adoptar medidas de atención humanitaria de emergencia a la población 

desplazada, con el fin de asegurarle su protección y las condiciones necesarias para la 

subsistencia y la adaptación a la nueva situación. 

 4. Crear y aplicar mecanismos que brinden asistencia legal y jurídica a la 

población desplazada para garantizar la investigación de los hechos, la restitución de 

los derechos vulnerados y la defensa de los bienes afectados. 

 5. Diseñar y adoptar medidas que garanticen a la población desplazada su 

acceso a planes, programas y proyectos integrales de desarrollo urbano y rural, 

ofreciéndole los medios necesarios para que cree sus propias formas de subsistencia, 

de tal manera que su reincorporación a la vida social, laboral y cultural del país, se 

realice evitando procesos de segregación o estigmatización social. 

 6. Adoptar las medidas necesarias que posibiliten el retorno voluntario de la 

población desplazada a su zona de origen o su reubicación en nuevas zonas de 

asentamiento. 

 7. Brindar atención especial a las mujeres y niños, preferencialmente a las 

viudas, mujeres cabeza de familia y huérfanos. 

 8. Garantizar atención especial a las comunidades negras e indígenas 

sometidas al desplazamiento en correspondencia con sus usos y costumbres, y 

propiciando el retorno a sus territorios, y 

 9. Las demás acciones que el Consejo Nacional considere necesarias.34 

 Este Consejo Nacional estará integrado por: 

 

- Un delegado del Presidente de la República, quien lo presidirá. 

- El Consejero Presidencial para los Desplazados, o quien haga sus veces. 

- El Ministro del Interior. 

- El Ministro de Hacienda y Crédito Público. 

                                                           
34

  La ley 387 de 1997 genera las consideraciones  en el artículo 6 para la conformación del 
Concejo Nacional para la Atención Integral a la Población Desplazada por la violencia. 
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- El Ministro de Defensa Nacional. 

- El Ministro de Salud. 

- El Ministro de Agricultura y Desarrollo Rural. 

- El Ministro de Desarrollo Económico. 

- El Director del Departamento Nacional de Planeación. 

- El Defensor del Pueblo. 

- El Consejero Presidencial para los Derechos Humanos, o quien haga sus veces. 

- El Consejero Presidencial para la Política Social, o quien haga sus veces. 

- El Gerente de la Red de Solidaridad Social o quien haga sus veces, y 

- El Alto Comisionado para la Paz, o quien haga sus veces. 

 

 Debido a la naturaleza del objetivo de la evaluación de este trabajo de grado, 

que consiste en la evaluación de uno de los lineamientos de la política pública 

municipal es decir, el retorno, se propenderá por mirar si los objetivos del PIU municipal 

cumplen jurídica, presupuestal y operativamente con este lineamiento en términos de 

ejecución. 

 La ley 387 de 1997 en el artículo 1,  refiere la obligatoriedad del estado para con 

la comunidad de víctimas en situación de desplazamiento forzado, caracteriza al 

desplazado de la siguiente manera:  

Es desplazado toda persona que se ha visto forzada a migrar dentro del 

territorio nacional abandonando su localidad de residencia o actividades 

económicas habituales, porque su vida, su integridad física, su seguridad o 

libertad personales han sido vulneradas o se encuentran directamente 

amenazadas, con ocasión de cualquiera de las siguientes situaciones: Conflicto 

armado interno, disturbios y tensiones interiores, violencia generalizada, 

violaciones masivas de los Derechos Humanos, infracciones al Derecho 

Internacional Humanitario u otras circunstancias emanadas de las situaciones 

anteriores que puedan alterar o alteren drásticamente el orden público. 35 

                                                           
35

  Secretaría del Senado de la República de Colombia. 
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 Esta definición sitúa el carácter de víctima en situación de desplazamiento 

forzado, en situación de prioridad constitucional ya que no solo es ciudadano con unos 

derechos circunscritos sino, que además, por su condición de vulnerabilidad entendida 

como La vulnerabilidad que produce el desplazamiento no es sólo económica, sino 

también social y afectiva. Y aunque todo el sistema familiar se ve afectado, la población 

menor de edad se convierte en la más vulnerable, por el grado de indefensión en que 

se encuentra. (Gómez: 2005). 

 El estado está en la responsabilidad de brindarle todas las garantías de 

prevención y protección, atención humanitaria de emergencia, restablecimiento 

socioeconómico, y paralelo a la restitución; el acceso a la verdad, la justicia y las 

garantías de no repetición de los hechos. Estos derechos proferidos por la ley 387 del 

1997 que señala la caracterización del desplazado y la estructura de una política 

pública de atención al mismo; por parte del Estado existen unas obligaciones de 

ejecución de la ley para asegurarle a las víctimas expuestas en una situación 

vulnerable unas garantías constitucionales, que necesita más que unos planes de 

contingencia,  una solución de fondo, que responda a los derechos que le han sido 

violados a los ciudadanos que han sido desplazados forzadamente. 

 El derecho inalienable a una vida digna, el derecho a recibir atención 

humanitaria de emergencia, el derecho a que no le sean limitados sus derechos civiles 

fundamentales por su situación de desplazamiento forzado como por ejemplo: las 

garantías laborales, el acceso a la salud y a la educación, el derecho a la identificación 

y por supuesto, al buen nombre,  el derecho a la reunificación familiar, el derecho a 

conservar la posesión y propiedad de los bienes patrimoniales abandonados por el 

desplazamiento, el derecho a afianzar  la identidad cultural y étnica, el derecho al 

acceso a la justicia para conocer la verdad de quienes perpetraron los crímenes contra 

su integridad y la de su familia, el derecho a la igualdad, derecho a la fase de 

protección a través de planes de seguridad con el ministerio público y la Policía, el 

derecho a la libertad de expresión y a no ser discriminado, el derecho a una solución 

restitutiva que propenda por resarcir la situación de desplazamiento y además la 

responsabilidad de las organizaciones de víctimas  como sujeto político en la medida 
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de ser agentes de la sociedad civil con una voz ante la opinión pública y el Estado para  

contribuir en la búsqueda de la verdad de los perpetradores de los crímenes de lesa 

humanidad, también para construir  las políticas que le tutelan y de ser el canal de 

difusión para la verdad y la justicia en nuestro país. 

 El Gobierno mediante algunas instituciones se ha encargado de dicha 

responsabilidad, como por ejemplo la extinta Red de Solidaridad Social36 que para a 

fusionarse con la Agencia Colombiana de Cooperación internacional (ACI) mediante el 

decreto 2467 de 2005 que da origen a la Agencia Presidencial para la Acción Social y 

la Cooperación Internacional-Acción Social, que es la entidad encargada de coordinar 

el Sistema Nacional de Atención Integral a la Población Desplazada -SNAIPD por el 

espacio de siete años (2005-2012)37. 

 El SNAIPD fue creado por la Ley 387 de 1997. La composición de esta entidad 

de carácter nacional que articula a todas las entidades de carácter nacional y de 

gobiernos locales y regionales y que diseña la ejecución a través de comités locales y 

regionales mediante el PIU38, en el cual se consolida la atención a la población que 

está en riesgo de ser  víctima del desplazamiento forzado o  las víctimas que ya están 

en la situación desplazamiento forzado, de allí se parte de un reconocimiento de la 

necesidad de adelantar un trabajo de carácter multisectorial para intenta con gran 

vocación,  superar los problemas sociales y económicos que ocasiona este fenómeno. 

 También se crearon una serie de normas, éstas presentan una compilación de 

las disposiciones legales que regula la acción estatal dirigida a atender a la población 

desplazada forzadamiente.  Normas como la Ley 387 de 1997 y algunos decretos 

reglamentarios como son:  el decreto  2569 de 2000 que regula la inclusión de los 

hogares afectados en el Registro Único de Población Desplazada, la prestación de 

                                                           
36

  La antigua Red de Solidaridad Social se crea en 1994 y adquiere un carácter de entidad pública 
de orden nacional adscrita a la Presidencia de la República mediante la ley 368 de 1997, para coordinar 
la ejecución y seguimiento de la política social de País, luego con la vigencia de la ley 387 de 1997 y el 
decreto 2569 DE 2000, coordinaría el Sistema Nacional de Atención a la Población desplazada -SNAIPD 
hasta el año 2005. 
37

  Acción Social es una entidad que desapareció a principios de 2012 al entrar en vigencia la ley 
1448 “ley de Víctimas” que transforma la entidad en el Departamento administrativo para la Prosperidad 
Social (DPS). 
38

  La descripción de cómo funciona el carácter misional del SNAIPD se abordará  en detalle, en el 
segundo capítulo. 
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atención humanitaria, el apoyo a los procesos de restablecimiento y las funciones de 

los comités municipales y departamentales para la atención integral en relación con la 

prevención y atención de la víctima en situación de desplazamiento forzado; el 951 de 

2001 que contiene imposiciones relacionadas con la vivienda y el subsidio de vivienda 

para la población desplazada forzadamente; y el 2007 de 2001 que establece medidas 

para proteger los derechos de propiedad sobre los predios rurales abandonados 

forzosamente, así como el canje de terrenos abandonados por causas de la violencia 

en Unidades Agrícolas Familiares, para hogares afectados que vayan a reubicarse.39 

 De otro lado,  fue proferido  por el gobierno nacional, el documento CONPES40 

3115 del 25 de mayo de 2001, propone un mecanismo de distribución presupuestal 

sectorial para la atención a la población desplazada y recomienda el ajuste de los 

mecanismos y procedimientos de acceso de ésta a los programas de las instituciones 

del SNAIPD. 

 La institución coordinadora de la política de atención de las víctimas en situación 

de desplazamiento forzado  es Acción Social de la Presidencia de la República,  que 

ofreció una Guía de Atención Integral a la Población Desplazada por la violencia, la 

cual contenía recuadros donde se presentan los Principios rectores de los 

desplazamientos internos. 

 Este documento, que fue en ese momento preparado por  las Naciones 

Unidas,41 tenía como objetivo, tratar las necesidades específicas de la población 

desplazada  precisando sus derechos y las garantías necesarios para salvaguarda de 

la vida. Estos principios, acordes con la normatividad internacional de los Derechos 

Humanos y del Derecho Internacional Humanitario, constituyen una valiosa orientación 

para proporcionar a la población afectada acceso a la protección y la atención durante 

su desplazamiento y garantías en su asentamiento, retorno o reubicación. Los 

                                                           
39

  Información construida a partir de la información suministrada por el Centro de Memoria, Paz y 
Reconciliación; centro de documentación. Bogotá 2010 
40

  El Consejo Nacional de Política Económica y Social (CONPES) es un organismo técnico asesor 

del ejecutivo y la máxima autoridad nacional de planeación en el país, siendo el espacio más importante 
de discusión para la formulación de las políticas públicas. 

 
41

  Guía para la aplicación de los principios rectores de los desplazamientos internos; Instituto 
Brookings 1999. 
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principios rectores hacen parte del  Bloque de Constitucionalidad, en tanto son 

asimilables a un tratado internacional, su acatamiento es exigible, según lo estableció 

la Sentencia T-327 de 200142 proferida por la Corte Constitucional. 

 Un año después de entrar en vigencia la ley 387 de 1997, el Ministerio de 

Defensa Nacional del Estado Colombiano publica un documento llamado Directiva 

Permanente No 008 DE 1998, el cual establece una finalidad que es el de “Impartir 

órdenes e instrucciones al Comando General de las Fuerzas Militares a la Dirección 

General de la Policía y demás dependencias comprometidas en la ejecución del Plan 

Nacional de Atención Integral a la Población Desplazada por la violencia”. 

 Adicionalmente, se crean dos órganos coordinadores por la Ley 387 de 1997. 

Por un lado tenemos el Sistema Nacional de Atención Integral a la Población 

Desplazada (SNAIPD), aparece con el propósito de atender de manera integral a la 

población desplazada, a través de la participación de distintas entidades estatales. Por 

otra parte encontramos el Consejo Nacional para la Atención Integral a la Población 

Desplazada por la Violencia (CNAIPD), como órgano consultivo y asesor, encargado 

de formular la política y garantizar la asignación presupuestal de los programas que las 

entidades responsables del funcionamiento del Sistema Nacional de Atención Integral 

a la Población Desplazada.  

 Dentro de las estrategias formuladas por las instituciones encargadas de 

ejecutar la política pública como la red del SNAIPD en Santiago de Cali y teniendo en 

cuenta las herramientas normativas creadas por el Estado para tal fin, encontramos 

actividades a desarrollar a través de varios componentes, entre los cuales se destacan 

las fases de atención nombradas con antelación como son, la prevención y protección, 

la atención humanitaria de emergencia, el restablecimiento socioeconómico en el cual 

están incluidos los estadíos de retorno, reubicación o reasentamiento. 

  

 

                                                           
42

  Esta Sentencia fue uno de los antecedentes jurisprudenciales junto con otras Sentencias que 
sirvieron de precedentes para el fallo de la Sentencia  T-025 de 2004.  
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1. REFERENTES TEÓRICOS 

 

Abordaje teórico sobre las políticas públicas  

 Este capítulo brinda un abordaje teórico sobre el significado de las políticas 

públicas, sus principales características, los principales debates de la ciencia política 

alrededor del concepto, los ciclos de las políticas y un espacio exclusivo para el ciclo 

de la evaluación y sus características,  señalando con cuáles se identificará el 

contenido de esta investigación enfocada al desplazamiento forzado en Santiago de 

Cali. 

¿Qué es una política pública? 

 El concepto de Políticas Públicas en los distintos enfoques de la amplia literatura 

que se puede obtener  denota una relación del estado y la sociedad, esta relación está 

transversalizada por intereses de los actores que están inmersos en el proceso de 

posicionar el problema social del cual exigen reivindicar unos derechos en la agenda 

pública, y aún cuando éste ya haya sido tenido en cuenta, en todo el proceso de la 

política pública. 

 Las políticas públicas tienen por definición unos efectos que se expresan a 

través de los satisfactores43 y es posible evaluarlas económica y socialmente, 

mediante la comprensión de los conceptos que desde la economía usamos en las 

relaciones de mercado cotidianas, pero no se debe limitar el análisis al aspecto 

económico, es necesario observar los impactos causados directos e indirectos, 

identificando los efectos positivos y negativos, sus temporalidades, a corto, mediano y 

largo plazo, su coherencia con los intereses nacionales especialmente con los 

intereses de redistribución del ingreso nacional.   

 Pero cabe aclarar que algunas problemáticas sociales promovidas por ciertos 

grupos u organizaciones sociales inmediatamente son contenidas en la agenda pública 

para dar una respuesta estatal. Desde el momento en que un problema  se hace 

                                                           
43  

 La política pública responde a las demandas del sistema mediante los outputs, que se miden y 
se evalúan permitiendo la adecuación de las políticas implementadas. 
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evidente ante la opinión pública, hasta la solución u omisión del estado o gobierno, 

respecto de ese problema, suceden varios eventos, que son el campo de estudio de la 

ciencia política precisamente en las políticas públicas, mediante enfoques teóricos 

ligados a éstas; unos más acentuados en el estado y otros, que se centran mas en la 

sociedad. Pero siempre conservando la misma tipología relacional de reciprocidad 

orgánica, entendiéndose ésta, como dos agentes que tienen sus propias maneras de 

hacer y de decir, sus propias perspectivas del problema, sus formas de habitar  el 

círculo de la institucionalidad pública y cómo entran al escenario de interrelación para 

lograr un objetivo público concreto. 

 Por tanto, dentro de los múltiples enfoques que se pueden encontrar sobre el 

estudio de las políticas públicas, se encuentra literatura  especializada en el tema,  con 

diversas definiciones de qué es una política pública. Una política pública se presenta 

como un programa de acción gubernamental en un sector de la sociedad o un espacio 

geográfico44 (Meny, Thoenig, 1992:90).   

 Esta clase de definiciones sientan el supuesto teórico de que la acción 

gubernamental es eminentemente racional y planificada, dentro del método formal-

institucionalista; otra definición de este tipo se encuentra en la definición de Ruth, que 

además, introduce uno de los elementos que caracteriza a las políticas públicas, los 

objetivos que se buscan con dicha política. (…) una política pública existe siempre y 

cuando instituciones estatales asuman total o parcialmente la tarea de alcanzar un 

proceso destinado a un estado de cosas percibido como problemático. (Ruth, 2002:27). 

 Alejo Vargas, se enfoca en la caracterización del actuar de la autoridad pública, 

pero además la característica de los objetivos y la forma en que se pretenden lograrlos, 

definiendo así: entender la política pública como el conjunto de sucesivas iniciativas, 

decisiones y acciones del régimen político frente a las situaciones socialmente 

problemáticas y que buscan la resolución de las mismas o llevarlas a niveles 

manejables.  (Vargas, 1999:57). 

                                                           
44   

Meny Ives, Thoening Jean-claude. Las políticas públicas Ed. Ariel Ciencia Política, Barcelona 
1992 
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Características de las políticas públicas 

 Dentro de las características de las políticas públicas, tomando a autores como 

Lindblom (1991), Meny y Thoenig (1992) las actividades de la administración pública 

no pueden considerarse como una burbuja institucional, pues la autoridad pública no 

se reduce a una acción concreta, sino que responde a un fenómeno complejo que 

comprende un conjunto de acciones y decisiones que están direccionadas a lograr un 

producto; esta es la arquitectura de la política pública. La articulación entre las 

diferentes acciones y decisiones, están sujetas a los ejes específicos del programa de 

la autoridad pública durante todo el proceso de construcción de la política pública. 

Cuando hablamos, por tanto, de política pública, nos estamos refiriendo a 

procesos, decisiones, resultados,…pero sin que ello excluya conflictos entre 

intereses presentes en cada momento, tensiones entre diferentes definiciones 

del problema a resolver, entre diferentes racionalidades organizativas y de 

acción, y entre diferentes baremos y perspectivas evaluadoras. Estamos pues, 

ante un panorama lleno de poderes en conflicto, enfrentándose y colaborando 

ante opciones y cursos de acción específicos. (Lindblom, 1991:7)45. 

 Por eso al parecer las reglas actuales, que el estado presenta no son suficientes 

para enfrentar la pluralidad política que cada día crece, el discurso del estado moderno 

se observa como una representación normativa que solo ocurre discursivamente y no 

en la realidad institucional y en sus productos a la sociedad, así pues ¿la forma 

tradicional de hacer política, sirve para enfrentar los fenómenos de una nación y todo lo 

que ello implica, como es el multiculturalismo, las políticas de discriminación positiva en 

el contexto reciente? Incluso, podría preguntarse si ¿desde el estado se está 

propendiendo por construir un debate académico sobre el modelo de nación que 

tenemos y cómo propender por que las políticas públicas sean producto de estas 

discusiones? Lamentablemente el debate no se ha hecho y los resultados de las 

                                                           
45

 Lindblom Charles E. El proceso de elaboración de políticas públicas,  grupo editorial Miguel Ángel Porrúa 
1991. Pág., 7 
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políticas públicas en un país como Colombia con inmensa riqueza de multiculturalidad 

son deficientes, pues no se trata que el enfoque diferencial sea un punto más de la 

política, sino de políticas integrales que se construyan con modelos de enfoques 

diferenciales de género, edad, etnia, entre otros. 

 Reconocer nuestros problemas es una tarea necesaria pero insuficiente cuando 

se reflexiona sobre políticas públicas: cuando las herramientas elegidas para 

solucionarlos fracasan, es necesario repensar esas herramientas para abordar los 

problemas dos opciones aparecen entonces gobernar por leyes y/o gobernar por 

planes. La primera implica que ante la detección de un problema y sus consecuencias, 

éstas pueden revertirse si se aplica un marco jurídico que lo regule. No obstante, 

generar leyes no es generar políticas, ello se complica cuando la repartición de justicia 

es cuestionable.46 La segunda, gobernar por planes, presupone que el diseño de un 

proyecto por sí mismo soluciona el problema, pero también es un camisa de fuerza que 

obliga a los políticos a ser indiferentes a los cambios propios de la dinámica social. En 

Ciencias Sociales, los procesos no son estáticos, un plan, por muy bien diseñado que 

sea, implica desconocimiento de esa variabilidad. Ciertamente las leyes y los planes 

tienen una trascendencia considerable, no queremos descalificarlos o anularlos, 

simplemente enfatizamos que como herramientas, no son las más adecuadas. 

 Es común asociar el concepto de políticas públicas a las meras acciones de 

gobierno, de tal modo que cualquier acción de los actores gubernamentales es 

considerada erróneamente como políticas públicas. Los gobiernos no son ya los únicos 

actores en las fases del ciclo de las políticas, si bien toda política pública es una acción 

de gobierno, no se reduce a este. Esta introducción busca explicar qué son las políticas 

públicas y para qué sirven, dentro de un contexto tan complejo como el colombiano, y 

así quienes se interesen47 en el tema de la VDF en Colombia  tengan una herramienta 

                                                           
46  

 Cuando la reglamentación es impuesta por los entes jurídicos como la Corte Constitucional, en 
la cual el debate sobre lo presupuestal no es una prioridad, se puede caer en el vacío de obligar al 
ejecutivo y al legislativo a cumplir con sentencias para las cuales el presupuesto y la estructura del 
Estado no siempre son las adecuadas. 

 
47  

Majone Giandomenico, Evidencia, argumentación y persuasión en la formulación de políticas, 
colegio de ciencias políticas Administración Publica, A.C., Fondo de Cultura económica. México. 

 



57 
 

útil y sencilla, comprendiendo que rescatar la naturaleza pública de las políticas 

(Majone)48 es el punto clave. 

 Las finalidades y preferencias que persigue la política pública, en la toma de 

decisiones por parte de la autoridad pública inciden en la orientación normativa de la 

misma. Pero en este punto en particular, hay que comprender que no siempre, “el 

deber ser”, la orientación normativa de la política trazada por la administración pública, 

es la misma que expresan los grupos de presión.  Así pues, los actores  involucrados 

en la formulación de la política pública, no siempre coinciden en lo que debería ser, el 

estado ideal; sin embargo, la política pública, va a manifestar una orientación 

normativa. (Zamora y Cano: 2009). 

 Esta finalidad normativa de la política pública, es producto de la movilización de 

recursos por parte de la autoridad pública, dicha acción refleja los intereses concretos 

del administrador de los recursos; por tanto, surge el escenario de competencia social 

de la política pública,  este escenario refleja relaciones de consenso en las decisiones 

públicas entre los agentes involucrados y la administración con respecto de la 

problemática social, pero también puede suceder que se terminen imponiendo los 

intereses expresados por la administración. Para lograr imponerlo surgen los 

dispositivos de coacción y represión social. En palabras de Dye, los gobiernos eligen 

hacer o no hacer (Dye; 1984:1). 

 Para analizar el contexto de la competencia social donde confluyen  agentes 

estratégicos con sus intereses, tomando como referencia a Lindblom (1991) desde su 

perspectiva empírica en el análisis de políticas públicas, muy crítica del modelo formal 

–institucionalista; que se basa en un enfoque de análisis racional-legal. El autor resalta 

la poca utilidad que puede ofrecer el punto de vista descriptivo y prescriptivo, la pura 

aceptación del esquema racional- legal, en el que la división de poderes es operativa y 

real. Unos deciden, otros ejecutan y son constatados para evitar posibles desviaciones. 

                                                           
48  

En el texto anteriormente citado se recomienda al analista desarrollar” habilidades retoricas y 
dialécticas… definir el problema desde diversos puntos de vista, elaborar un argumento a partir de 
muchas fuentes diferentes, adaptar el argumento al auditorio y educar a la opinión pública” pág. 10, esta 
es la razón por la cual tomamos a Majone para ilustrar la importancia de entender el concepto complejo 
de políticas públicas y su implementación adecuada. 
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 El autor afirma que en los estudios de Public Policy se parte de un supuesto 

distinto. Se parte del supuesto pluralista, en el que poderes y recursos se distribuyen 

de manera desigual y en el que los procesos decisionales son más bien el resultado de 

interacciones múltiples donde participan muchos actores (políticos electos, funcionarios 

de todos los niveles, pero también partidos, grupos de interés, expertos, académicos, 

medios de comunicación) de manera simultánea. Se burocratizan los procesos 

políticos, se politizan los procesos burocráticos, se socializan unos y otros. (Lindblom, 

1991:5). 

 El punto de encuentro de ese “equilibrio inestable” afirma Lindblom, serían los 

productos de esa administración, los resultados de la interacción entre política y 

administración, pero también el resultado de la interacción de ese otro gran conjunto de 

actores antes mencionados (Lindblom, 1991:6) 

La política pública como proceso 

 Desde la perspectiva clásica, las políticas públicas son el producto de un 

proceso que se construye por fases o ciclos:  

1. Planteamiento del problema que se evidencia.  

2. Inscripción de la política en la agenda pública. 

3. Formulación de la política pública y el Plan Integral Único. 

4. Toma de decisiones.  

5. Implementación.  

6. Evaluación de la política pública.  

7. Feed back o retroalimentación. 

 Si bien este modelo representa un modelo secuencial, la realidad social no está 

sujeta a esos niveles de organización progresiva y cuidada, que implica que se efectúe 

el proceso secuencialmente. Hay estudios que afirman que el ciclo puede darse de 

abajo hacia arriba (punto 7 a 1), botton up. Por el contrario otros reafirman la lógica 

racional-legal de las instituciones con el modelo de arriba hacia abajo (punto 1 a 7), top 

down.  

 Es por estas características planteadas por Majone que hablamos del ciclo de 
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las políticas públicas, ya que no es un proceso lineal, su complejidad está en el 

constante cambio de las condiciones sociales, de la adecuación de la política pública 

respecto a sus resultados, la flexibilidad para ser modificada, para atender a los 

diferentes actores en distintos grados de participación, su interrelación comprensión o 

incomprensión, y los acuerdos o desacuerdos planteados en el proceso hacen de la 

elaboración, de la aplicación y de la evaluación un asunto bastante más complejo que 

dar respuesta a una sola pretensión social.  

Téngase en cuenta también que la evaluación de políticas, a menudo percibida 

como el último paso, no constituye un paso en la formulación de las políticas 

públicas a menos que ofrezca ideas sobre los  posibles próximos movimientos. 

Si se trata de un paso distintivo, la evaluación de políticas se trataría como 

ligado a otros intentos de valorar y formular próximas políticas. 49  

 Incluso autores como Charles E. Lindblom analizan que los ciclos se 

entremezclan unos y otros,  y que además, pueden presentarse un número de 

problemas de política pública  que se integra en la agenda como consecuencia de los 

intentos de implantar otras políticas. También sucede, que la formulación de la política 

pública se dé más por oportunidad política que por dar solución al problema 

socialmente presentado. 

Además, las políticas a veces se formulan a través del compromiso de los 

decidores de políticas públicas, sin que ninguno tenga bien presente los 

problemas a los que responde la política acordada. A veces como acabamos de 

ver, las políticas surgen de oportunidades más que como respuestas a 

problemas. (Ibidem) 

 

 

                                                           
49 

�
 Op. Cite; pág. 13. 
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La inclusión en la agenda 

 En el mundo democrático liberal, las dos cuestiones más sobresalientes sobre la 

política gubernamental se centran en su eficacia en la solución de problemas y en el 

grado de respuesta al control popular. Y esa cuestión del control popular se presenta 

de varias formas: ¿quién formula verdaderamente las políticas públicas? (Lindblom, 

1991) ¿Qué o quienes impulsan el accionar de una autoridad pública en relación a una 

solución? Meny y Thoenig (1992:115), consideran  que la agenda, es la que impulsa la 

actuación de las autoridades públicas. Ésta designa: un conjunto de problemas, 

demandas, cuestiones, asuntos que los gobernantes han seleccionado y ordenado 

como objetos de su acción y,  más propiamente, como objetos sobre los que han 

decidido que deben actuar o han considerado que tienen que actuar. (Aguilar, 

1993:29)50            

 Cabe hacer referencia a que existen varios tipos de agendas. Existe una agenda 

estatal, en palabras de Alejo Vargas: podríamos decir que en general los problemas 

sociales en toda la sociedad rebasan la capacidad de respuesta del Estado y que éste 

en su accionar, establece una serie de prioridades o una agenda de asuntos 

prioritarios. (Vargas, 2000:58). 

 Pero además la agenda es imprescindible en la gobernabilidad regional y local, 

También existe la agenda gubernamental, en la cual está comprometido el 

accionar del gobernante de turno, en el caso colombiano y de acuerdo al 

ordenamiento territorial, es posible hablar de agenda local, distrital, 

departamental, o nacional. Además, de estas dos agendas existe una agenda 

ciudadana, en donde están incluidos los problemas que los ciudadanos 

consideran como relevantes” (Zamora y Cano, 2009:28) 

 

                                                           
50   Esta cita aparece reseñada en el texto Análisis y evaluación de políticas públicas 

Universidad Nacional de Colombia, UNIJUS, 2009 
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¿Cómo se incluye un programa en la agenda?  

 En el análisis clásico de las políticas públicas, para que un problema sea inscrito 

en la agenda de una administración es necesario que la situación problemática tenga 

relevancia en la opinión pública, pero aún así es necesario aclarar que la visibilización 

del problema y la persuasión a la autoridad pública es una tarea que depende de los 

agentes involucrados y que como bien lo decía Lindblom, conjuga  las acciones de 

presión de los agentes interesados a la autoridad pública. La importancia de los medios 

de comunicación, la relación con la institucionalidad y el carácter de sostenibilidad, aún 

cuando ya haya sido inscrito el tema, el agenciamiento de dispositivos de convocatoria 

para llamar a otros grupos que no son directamente afectados pero que potencialmente 

son significativos por el grado de movilización que puedan implicar. Así pues, 

Interesan los actores y sus características políticas y organizativas, por ejemplo, 

no en ellos mismos, sino en su relación con la elaboración de la agenda de 

actuación de los poderes públicos, en su influencia en la toma de decisiones, o 

en la participación en la implementación y evaluación de esas políticas. 

(Lindblom, 1991:6) 

La formulación de la política pública 

 Después de que el problema social ha sido incluido en la agenda y es 

considerado como prioritario, se hace necesario definir o redefinir el problema, esto 

depende de las acciones que realice la autoridad pública respecto de la cuestión. En 

este caso los distintos actores involucrados en el problemas social, discuten en la 

definición del mismo, lo que en definitiva, caracteriza es el grado de consenso o, al 

contrario el grado de conflicto que suscita el problema considerado (Meny y Thoenig, 

1992: 113). 

 Es en este ciclo en donde se construye la ruta de navegación de la política 

pública y el cómo de la solución a la problemática, a partir del contenido normativo y la 

matriz de planificación que supone toda la plataforma de acción de la política. Para el 

caso competente a esta investigación en el contexto local, se aborda la herramienta de 

planificación territorial, Plan Integral Único, PIU de la política pública de atención 
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integral a la población victima de desplazamiento forzado. 

Este proceso puede darse de forma participativa, donde si bien, no concurren la 

totalidad de los actores inmersos en la problemática, se establecen los 

escenarios para la discusión con los diferentes actores sociales, por el contrario 

puede ser excluyente, en este caso solamente tienen cabida en la construcción 

de las respuestas de los especialistas, los técnicos; sin embargo en ambos 

casos, quien termina decidiendo es la autoridad pública. (Zamora y Cano, 2009). 

 Es necesario resaltar que en la toma de decisiones, la administración pública 

goza de múltiples respuestas, previo al proceso de formulación, que van desde emitir  

un mensaje favorable o, por otro lado, dilatar la solución a la problemática a través de 

estudios de la cuestión. Por lo tanto, el que una problemática haga parte de una 

agenda gubernamental no implica necesariamente que se generen unos productos de 

reivindicación al problema social mediante una política pública, pueden crearse incluso 

respuestas contingentes que no obedecen a una política integral que podría solucionar 

el problema, incluso puede darse el caso en el cual no actúe, por ello es tan importante 

analizar no solo las acciones, sino las omisiones. 

 Es por ello que analizar el proceso de toma de decisiones es, como lo ha 

resaltado Philip Selzmick, “una de esas expresiones de moda que pueden oscurecer 

más de lo que iluminan”51 A veces la política pública debe ser analizada más por 

quiénes y cémo tomaron la decisión que por la decisión tomada. Para el caso del 

objeto de estudio de este trabajo de investigación los agentes constituyen la mesa que 

integra las redes del SNAIPD, la mesa de las secretarías municipales y la Alcaldía, la 

mesa técnica de la Asesoría de Paz encargada de la construcción del documento y la 

mesa de donde participaron las víctimas del desplazamiento forzado. 

 

                                                           
51   

Majone Giandomenico, Evidencia, Argumentación Y Persuasión En La Formulación De 
Políticas, Colegio De Ciencias Políticas Y Administración Publica, A.C., Fondo De Cultura Económica. 
México. 
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El significado de la evaluación 

 Hemos decidido dedicarle un espacio especial a este ciclo de la política pública 

pues es la herramienta conceptual que permitió acotar el objeto de estudio de esta 

investigación en el proceso de formulación y toma de decisiones de la política pública 

en Santiago de Cali durante el 2009 hasta el 2010 periodo de sanción administrativa 

donde se aprobó el documento PIU de la política pública para las víctimas de 

desplazamiento forzado. 

 La evaluación es el análisis de los resultados futuros (si ésta es después de la 

formulación), o actuales (si la evaluación es después de la implementación) de políticas 

públicas, con énfasis en la confiabilidad y utilidad de lo que se desea obtener o de lo 

obtenido.  

 Majone hace hincapié en que la dificultad característica de la evaluación de 

políticas públicas es precisamente la diversidad de las normas admisibles (Ibidem), ya 

que considera una política pública como “una actividad de comunicación pública y no 

solo de una decisión orientada a la efectuación de metas… Es también todo el conjunto 

de actividades “postdecisionales” o “retrospectivas” que buscan aportar “evidencias, 

argumentos y persuasión” 

 Con ella se busca mejorar la información y reducir la incertidumbre. Sin 

embargo, aún las evaluaciones adelantadas con apoyo en métodos rigurosos 

dependen en alto grado del juicio de los evaluadores. 

 En palabras de Peter Rossi y Howard Freeman (1982) en Zamora y Cano (2009) 

la evaluación es la aplicación sistemática de procedimietos de investigación social en 

evaluar la conceptualización y el diseño, la implementación y la utilidad de los 

programas de intervención social52 

 En otra definición, Patrice Duran (1999)  en Zamora y Cano (2009) define la 

                                                           
52  

Texto citado en el articulo “La evaluación en el Estado Liberal” del profesor Leonardo Solarte 

pazos en la pagina 45, publicado en AD-MINISTER Universidad EAFIT Medellín Número 2 enero - junio 
2003 
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evaluación como una actividad de investigación aplicativa, comprometida con la 

realidad y los actores que intervienen en ella, la evaluación de políticas públicas es una 

actividad de investigación aplicada, de producción de un conocimiento comprometido 

con las realidades sociales. 

GRÁFICO 2:  

Los procesos de análisis de políticas públicas 
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Fuente: Análisis y gestión de políticas públicas Joan Subirats,Peter Knoepfel, Corinne 

Larrue y Frederic Varonne; Editorial Azul 2008; Barcelona.Pág 3053 

 Desde este punto de vista, sin duda uno de los instrumentos más potentes al 

servicio del gestor público, y del establecimiento de programas de actuación con 

posibilidades de éxito, que anticipen problemas, que refuerzan la necesidad de 

argumentación y persuasión política, lo constituye el análisis de políticas públicas y su 

batería de estudios de caso y técnicas específicas. (Lindblom, 1991:7) 

 Se trata de reconstruir procesos de actuación de los poderes públicos. De 

examinar relaciones, alianzas y conflictos entre actores presentes en el proceso 

político objeto de análisis y las vías y las formas de representación establecidas.  

 Se trata de ver quién interviene en cada política concreta y con qué resultados. 

 El gobierno no se desliga de su papel, por el contrario la importancia está en  el 

manejo que se da en el proceso y en ser el garante de obtener de los diferentes 

actores su aporte más constructivo a la solución de la necesidad planteada; cómo  se  

da la discusión es también central y analizar las fuerzas que confluyen en dicho 

espacio es parte de la evaluación que pretende este trabajo de grado. Es conocer 

mediante las entrevistas realizadas a quienes  hicieron parte del proceso, sus 

representaciones sobre la mesa de la política pública, el clima de discusión, 

sentimientos y lecturas sobre el escenario. Los reconocimientos del proceso, las 

desconfianzas hacia ciertos agentes, los celos por liderazgos y los empoderamientos 

de las mesas, como también las deficiencias, entre otros, en sus diversos matices, 

hacen y construyen la política pública de víctimas de situación de desplazamiento 

forzado en Cali, además de los tiempos límites puestos por la ya mencionada Corte 

Constitucional en sus respectivos autos como se había descrito en el capítulo primero. 

Además, la necesidad de hacer siempre de los tiempos y escenarios de cada política 

                                                           
53   �

Lectura electrónica, uab.academia.edu recuperado noviembre de 2011. 
 http://uab.academia.edu/joansubirats/Books/171149/Analisis_y_gestion_de_politicas_publicas_P
arte_1_See_parte_2_http_igop.uab.es_  
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pública, un recurso con el cual se conquista un público electoral que es potencialmente 

provechoso. 

 Para efectos de este trabajo de grado se ha escogido la evaluación como 

herramienta de análisis para dar respuesta a la efectividad de la política pública y la 

complejidad de lo que significa su construcción. Por tanto se profundizará en las 

características de la evaluación tomando como una fuente documental el texto: 

Evaluación de Políticas Públicas del autor Germán Arboleda Vélez; AC Editores, Cap. 

primero; 2006.  

Las dimensiones que asocia la evaluación de políticas públicas son tres a saber: 

 Dimensión cognitiva: Aporta conocimientos.  

 Dimensión instrumental: Hace parte de un proceso de acciones. 

 Dimensión normativa: Trata de una interpretación a partir de valores. 

 Evaluación como herramienta 

 La evaluación de políticas públicas es una herramienta que facilita a los 

gobiernos democráticos contemporáneos la tarea de hacer frete a tres retos 

importantes: 

 Comprender lo que pasa con los procesos sociales inducidos por la acción  

pública, para fundamentar, de la mejor manera posible, las acciones futuras. 

 Comunicar con base en información argumentada. 

 Controlar las actividades que realizan. 

 Medir el cumplimiento de objetivos y metas: La evaluación de políticas y 

programas orientados a la disminución de la pobreza es un instrumento que 

permite medir el cumplimiento de los objetivos y metas alcanzados, ponderar su 

eficiencia y conocer los impactos sobre la transformación de las condiciones de 

vida de la población. La evaluación mejora la instrumentación de las políticas 
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públicas y retroalimenta y corrige la operación y el diseño de los programas 

sociales. 

Principales preguntas en la evaluación de políticas públicas: 

 La evaluación de políticas públicas es importante al permitirnos conocer los 

efectos de su intervención, sus logros y fracasos 

 ¿Cómo saber si una política es o ha sido exitosa o no? 

 ¿Hasta dónde se lograron los objetivos propuestos por una ley o una 

intervención del Estado? 

 ¿Cuáles han sido sus consecuencias y sus costos? 

De acuerdo con el momento de la evaluación, ésta puede ser: 

 Evaluación ex-ante (o a priori, o de viabilidad, o prospectiva). Consiste en 

realizar un análisis de una política publica (propuesta de ley, programa o 

proyecto) para determinar los efectos que provocaría su implementación. 

 Evaluación concomitante. Seguimiento o monitoreo a las actividades de 

implementación de una política pública (insumos, cronogramas, realizaciones, 

resultados, etc.) 

 Evaluación ex-post. (o a posteriori, o retrospectiva). Consiste en analizar los 

efectos de una política pública luego de efectuada su implementación. 

De acuerdo con la finalidad y objetivo de la evaluación: 

A quién se informa 

 Evaluación endoformativa. Se informa a los propios actores de una política 

pública para que estos puedan modificar sus acciones para mejorar y trasformar 

dicha política. 

 Evaluación recapitulativa. Se informa al público en general o a actores externos 
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para que se formen una opinión sobre el valor intrínseco de la política publica. 

Modos de evaluación  

 Evaluación por el insumo. Se centra en los recursos, habilidades y personas que 

participan en la actividad. 

 Evaluación por el proceso. Considera los métodos empleados para transformar 

los insumos políticos, económicos y de otra clase de productos o resultados. 

 Evaluación por el resultado. Se concentra en los productos o consecuencias de 

una actividad particular.  

Niveles de evaluación  

 Evaluación a nivel de medios. Verifica si los medios previstos para la 

implementación de una política pública han sido puestos de manera efectiva a 

disposición y en el tiempo indicado y si se han utilizado. (ejemplo, nivel de 

ejecución presupuestal) 

 Evaluación a nivel de resultados. Indica los resultados de la acción pública y los 

compara con los objetivos propuestos. Mediante indicadores responde a 

preguntas específicas sobre resultados. Los resultados de este tipo de 

evaluación son los que, por lo general, al final o comienzo de cada año, 

presentan las entidades públicas. 

 Evaluación a nivel de impacto. Considera datos más cualitativos para determinar 

los efectos previstos y no previstos que originó la acción pública en el entorno 

social y económico. Este tipo de evaluación es el preferido por organismos 

internacionales, como el Banco Mundial, para definir si una política puede 

continuarse o no, si se justifica seguir con su apoyo, promoción y financiación. 

 Evaluación a nivel de eficiencia. Relaciona efectos realmente obtenidos con los 

medios utilizados. Hace posible el conocimiento del costo por haber obtenido 

determinados resultados, a través de indicadores. 
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 Evaluación a nivel de satisfacción. Responde a la pregunta: ¿los efectos del 

programa han satisfecho las necesidades fundamentales? Adelantar este tipo de 

evaluaciones exige la introducción de elementos subjetivos y, por ende, los 

resultados están fuertemente influenciados por diferencias de tipo social, 

económico, religioso, cultural, geográfico, tecnológico, ecológico, etc.   

De acuerdo a los evaluadores 

 Evaluación externa. (heteroevaluación). Contratación de expertos54 externos a la 

entidad y a la política publica que pretende evaluar. (cabe aclarar que este 

trabajo de grado no es producto de un trabajo externo para la Alcaldía de 

Santiago de Cali, efectivamente la Asesoría de Paz, es un trabajo de 

investigación académico, autónomo e independiente). 

 Evaluación mixta (pluralista, múltiple, participativa). Conformar uno o varios 

equipos de evaluadores en los cuales participan tanto expertos externos como 

ejecutores de la política pública y beneficiarios. 

 Evaluación interna. (autoevaluación). Realizada por los ejecutores y 

beneficiarios mismos de la política publica. 

 

  

 

 

 

                                                           
54   

Cabe aclarar que este trabajo de grado no es producto de un trabajo externo para la Alcaldía de 

Santiago de Cali, concretamente la Asesoría de Paz, es un trabajo de investigación académico, 

autónomo e independiente. 
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2. ABORDAJE DE LA POLÍTICA PÚBLICA NACIONAL PARA VÍCTIMAS DE 

DESPLAZAMIENTO FORZADO Y SU ATERRIZAJE EN LA CIUDAD DE SANTIAGO 

DE CALI CON  EL PLAN INTEGRAL ÚNICO (PIU) EN EL CICLO RETORNO. 

 Según cifras de la Agencia Presidencial para la Acción Social desde el año 1997 

hasta 2010, el total de la población desplazada es de 3.573.132 personas oficialmente 

reconocidas como víctimas de desplazamiento forzado y para la Consultoría de 

Derechos Humanos y el Desplazamiento CODHES de revela que desde 1985 hasta 

2010 existe un total de 5.195.620 víctimas de desplazamiento forzado55. 

El desplazamiento forzado en Colombia está asociado a múltiples causas de 

orden social, económico y político y aunque es un fenómeno que atraviesa la 

historia del país, el desplazamiento forzado solo es reconocido por la ley a partir 

de 1997. Como fenómeno que por sus dimensiones genera una crisis 

humanitaria amerita una respuesta institucional de restitución de derechos. A 

través de la ley 387 por primera vez el Estado colombiano, reconoce  que hay 

una situación de crisis humanitaria y lo manifiesta a través de esta normativa. La 

ley 387 define qué persona es víctima de este delito, y qué derechos tiene como 

tal. Todo esto lo hace de una manera amplia, de la misma forma, por primera 

establece responsabilidades a las entidades que tienen a cargo la atención de 

las personas víctima del desplazamiento forzado por violencia. Se da inicio 

entonces a un sinnúmero de reglamentaciones posteriores a esta ley,  y que 

crean todo un conjunto de normas estableciendo todo lo relacionado con  la 

prevención, la atención, protección, consolidación y estabilización 

socioeconómica de quienes han vivido una situación del desplazamiento, 

además donde definen la creación de planes exclusivos a la PSD, y así mismo 

                                                           
55

 �
 Diario el espectador. entrevista a Jorge Rojas. Director de CODHES. Noticia: Colombia sigue 

como número uno mundial en desplazados se revelan los resultados del boletín número 77 de la 
Consultoría. 16 de febrero 2011. 
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donde nos dice que como entes territoriales debemos tener una Política Pública 

de Atención Integral a la PSD56.  

 La creciente y constante problemática del fenómeno del desplazamiento forzado 

en Colombia ha ocasionado que las autoridades locales y departamentales tomen 

conciencia de la importancia de implementar políticas que atiendan las necesidades de 

los nuevos habitantes, que ensordecidos y desorientados llegan a su territorio en 

búsqueda de refugio, de seguridad, de oportunidades de establecer un nuevo proyecto  

que les permita obtener una mejor calidad de vida. Como también, es preciso 

reconocer que algunos de los nuevos habitantes que migran hacia la ciudad tienen la 

necesidad de “escampar” en ese territorio que les es ajeno, que no pertenece a su 

tejido socio-cultural, que les es extraño a su arraigo histórico, a su apreciación sobre el 

espacio y el tiempo, donde sienten que sus saberes no se expresan en el frío citadino 

de las calles de cemento, donde no es preciso albergarse entre la generosidad de la 

tierra para el autoabastecimiento, las prácticas ancestrales, la crianza de los animales, 

la familiaridad del hogar,  y del vecindario.  

 Observar la relación cosmogónica entre el sujeto y el entorno es imprescindible 

para comprender por qué la mayoría de las víctimas en situación de desplazamiento 

forzado en Colombia volverían a sus tierras, parcelas, casas, si existieran las garantías 

de orden público, la verdad y la seguridad de la no repetición de los hechos. Pero 

aunque ellos quisieran, la mayoría de estos conciudadanos no volvería por las 

condiciones de violencia a las que fueron sometidos y a los traumas latentes por la 

inhumana situación de la que fueron víctimas, unos pocos, muy pocos realmente, 

retornan a su territorio circunscrito con o sin acompañamiento de las entidades 

estatales. 

 Si bien retornar en un país atravesado por la violencia es una tarea altruista, 

existen antecedentes de retornos exitosos por iniciativa de las familias y de las algunas 
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 �
  Documento PIU consolidado para la ciudad de Santiago de Cali Octubre de 2010. Material de 

la asesoría de paz, comité técnico de formulación. 
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comunidades  que han decidido poner en riesgo su vida con tal de no perder sus 

bienes materiales e inmateriales. De hecho las  comunidades indígenas son las más 

renuentes al desplazamiento forzado y las comunidades afrodescendientes han 

logrado experiencias exitosas en materia de retorno voluntario57, liderado desde ejes 

horizontales en sus propias comunidades para hacerle frente a los violentos y no 

cavilar ante el pánico que produce la posibilidad de perder la vida o la familia. Estas 

comunidades han sido dignas de admirar y sería valiosísimo sistematizar los procesos 

llevados a cabo para tal fin exitoso, que podría ser un gran insumo para un estudio 

posterior al presentado en esta tesis, sin embargo, nuestro propósito es observar 

cuáles son las garantías que tienen las víctimas si se deciden por el retorno, cuáles 

son los planes adoptados por la Alcaldía de Santiago de Cali ante lo proferido por la 

Corte Constitucional, el ejecutivo y el legislativo en el tema de retorno en Colombia.  Si 

bien estas experiencias alternas han logrado avizorar el propósito voluntario de la 

comunidad misma, que goza de valor y de altruismo, no constituyen un camino seguro 

y ejemplificador para las víctimas de desplazamiento forzado,  debido al peligro que 

significa retornar sin garantías institucionales en un territorio minado por la guerra, 

como sucede en ciertos territorios rurales de Colombia. 

 Es por ello que nuestro interés parte de entender cómo sucede el retorno en la 

práctica, al resolver algunas preguntas fundamentales sobre el retorno y la plataforma 

de instituciones encargadas de brindar las garantías de atención a la Población Victima 

de desplazamiento forzado como lo es el SNAIPD. Entraremos a describir que significa 

el PIU (plan integral único de atención a víctimas de desplazamiento forzado) y las 

políticas públicas municipales en atención a las víctimas de desplazamiento forzado, la 

importancia de su incidencia en los planes de desarrollo locales, en este caso en la 
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 �
 Experiencias como la de cincuenta familias indígenas Senú que abandonaron Necoclí y 

Arboletes, municipios del Urabá Antioqueño, por culpa de las balas de los grupos armados y que un año 
después, retornan a su territorio producto de una labor de mediación de los profesores Senúes con los 
grupos armados. la experiencia de retorno de la comunidad  afrocaucana de Brisas del Rio de Agua 
Blanca en Buenos Aires, Cauca, después de que es desplazada forzadamente hacia la cabecera 
municipal, la comunidad decide pedir ayuda del gobierno para el retorno masivo pero ante la falta de 
respuesta, decide regresar voluntariamente a su territorio. La experiencia de retorno de la comunidad de 
San José del peñón, en los Montes de María, Bolivar.  
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ciudad de Cali y describir cómo se ha dado el proceso de formulación de las políticas 

públicas  de atención a las víctimas de desplazamiento forzado  y el PIU, analizando si 

lo demandado por la política pública nacional y las observaciones de la Corte 

Constitucional están presentes, para lograr procesos exitosos en la atención al ciclo de 

retorno, que es el tema que nos compete específicamente en este estudio. 

 

Lineamientos jurídicos de la política pública de retorno 

        Frente al retorno, la  Ley 387 de 1997 establece en su artículo 16 que el Gobierno 

Nacional apoyará a la población desplazada que quiera retornar a sus lugares de 

origen, de acuerdo con las previsiones contenidas en esta ley, en materia de protección 

y consolidación y estabilización socioeconómica, así mismo el Decreto 2569 del 2000 

amplía este concepto resaltando la voluntariedad como punto de inicio para el 

desarrollo de acciones orientadas a la consolidación y estabilización, y por otro lado 

impone la evaluación sobre las condiciones de orden público como condición sine 

quanon para dar continuidad al proceso. En este decreto se perfila el retorno como un 

proceso concertado que está compuesto por etapas y tiene participación de las 

comunidades, entidades del estado y organizaciones humanitarias de carácter nacional 

e internacional.  

       Por su parte, el Decreto 250 de 2005 ahonda sobre las condiciones bajo las cuales 

se deben realizar los retornos,  esto es acatando los principios de voluntariedad, 

dignidad y seguridad; de igual forma vincula a las entidades del sistema de atención a 

población desplazada del nivel nacional y territorial a participar de este proceso 

generando condiciones que permitan la sostenibilidad y la estabilidad de los hogares 

retornados o reubicados. Un elemento de resaltar es el énfasis que tiene sobre la no 

repetición a partir de la generación de condiciones que garanticen el libre ejercicio de 

los derechos constitucionales de las personas.  

Así mismo, la PPR incorpora las ordenes que frente al tema de retornos y 

atención a la PSD, ha sentenciado la Honorable Corte Constitucional en la Tutela 

T-025 de 2004 y los Autos 177 y 178 de agosto 29 de 2005; Auto 116 de 13 de 
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mayo de 2008 sobre los indicadores de resultado de Goce Efectivo de Derechos; 

Auto 092 de 6 de junio de 2008 sobre la protección de los derechos 

fundamentales de las mujeres víctimas del desplazamiento, Auto 251 de 06 de 

Octubre de 2008 sobre la protección de los derechos fundamentales de niños, 

niñas y adolescentes desplazados; Auto 004 del 26 de Enero de 2009 sobre la 

protección de los derechos fundamentales de las personas y los pueblos 

indígenas desplazados; Auto 005 de 26 de Enero de 2009 sobre la protección de 

los derechos fundamentales de la población afro descendiente; Auto 006 de 26 

de enero de 2009 para la protección de las personas desplazadas con 

discapacidad; Auto 007 de 26 de Enero de 2009 sobre la Coordinación de la 

política pública de atención a la población desplazada con las entidades 

territoriales y el Auto 008 de 26 de Enero de 2009 sobre la persistencia del 

estado de cosas inconstitucionales.”58  

         Por último, tomando en cuenta que los retornos tienen como meta la  restitución 

de los derechos de la población y la no repetición del desplazamiento, la Política 

Pública de Retorno se ajusta a los principios de seguridad, voluntariedad y dignidad, 

contemplados en los “Principios Rectores de los desplazamientos Internos”, principios 

que han sido reconocidos y adoptados por la legislación colombiana.  

 ¿Qué se entiende por retorno? 

        Es indispensable al intentar el análisis del PIU tener claridad sobre lo que se 

entiende por retorno y por reubicación, estos conceptos han sido definidos por las 

diferentes instituciones encargadas de llevar a cabo estos procesos, en la actualidad la 

ACNUR, Acción Social y otras entidades perteneciente al SNAIPD responsables 
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 �
 Guía sobre la Política Pública de retorno para la población en situación de desplazamiento 

forzado (PPR). Lineamientos, Metodología e Instrumentalización de la Política Pública de Retorno para 
la Población en Situación de Desplazamiento. Acción Social- sistema nacional de  atención integral a la 
población desplazada –SNAIPD. Octubre de 2009. Página 3. 
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legales de estos procesos, han diseñado una serie de pasos a seguir por la población 

víctima en situación de desplazamiento forzado interesada en dichos procesos, 

facilitando así el cumplimiento del mandato de la Corte Constitucional.  

            Sobre  el retorno la cartilla de ACNUR y Acción Social afirma que: 

Se entiende por retorno el regreso e integración de una persona o un hogar, 

que se hubiese desplazado por las circunstancias descritas en el Artículo 

primero de la Ley 387/97 a su localidad de residencia en donde realizaba las 

actividades económicas habituales, con el ánimo de permanecer en ella. 

Cuando las personas en situación de desplazamiento han logrado condiciones 

que les permitan llevar una vida digna, ya sea con el apoyo del Estado o por su 

propia cuenta, y, sin embargo, consideran que para realizar su desarrollo pleno 

de vida es necesario regresar a su lugar de origen, el Estado debe brindarles la 

oportunidad de retornar con garantías de sus derechos, conforme al mandato de 

la Corte Constitucional bajo condiciones de voluntariedad, seguridad y 

dignidad.59 

          La reubicación, es un proceso que si bien está ligado con el retorno es diferente, 

dado que en la reubicación, el asentamiento se realiza en un lugar diferente de aquel 

del cual fueron desplazados en un primer momento; esta reubicación se da también 

con las condiciones de voluntariedad, seguridad y dignidad.  

        Por voluntario se entiende que los interesados en retornar o reubicarse deben 

hacerlo sin presiones, teniendo siempre la libertad de decisión, basado en la 

información idónea sobre las condiciones de seguridad. Al inicio de cada proceso de 

retorno o reubicación el Estado debe garantizar al individuo, a la familia y/o a la 

comunidad su seguridad, es decir que no serán heridas o lesionadas ni en su 

integridad física ni en sus bienes materiales. En otras palabras garantizar la no 

repetición de los actos violentos que una vez le generaron el desplazamiento forzado, 

para ello es indispensable que el orden público haya sido previamente verificado por 
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 �
 Retornar o Reubicarse. Guía para la población en situación de desplazamiento; Unidad 

Técnica Conjunta (UTEC) convenio ACNUR-Acción Social. 2010. Página 11. 
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las autoridades competentes, todo esto enmarcado en un diálogo interinstitucional que 

facilite el retorno o la reubicación en condiciones dignas, donde las entidades que 

conforman el SNAIPD logren formalizar una dinámica conjunta con otras entidades de 

carácter local, departamental y nacional, que, aunque no pertenecen directamente al 

SNAIPD tienen una importancia presupuestal y operativa para lograr el éxito del 

retorno y de la reubicación, uno de los tantos ejemplos de ello es la intervención de 

organizaciones internacionales en la socialización de informes de la zona o del 

acompañamiento a la comisión que realiza el proceso ya sea como observadores o 

como parte activa de algunas actividades. Además de tener el carácter de fortalecer las 

relaciones entre los miembros de la comunidad obteniendo de esta manera la 

posibilidad de establecer actividades económicas cuya intención sea la generación de 

ingresos y la normalización de sus vidas.  

  

 Según la guía de la Unidad Técnica Conjunta (UTEC) El retorno es posible 

realizarlo colectivamente o en grupos familiares;  el retorno es colectivo cuando los 

miembros que retornan son superiores a 50 personas o son 10 o más familias, en el 

caso contrario se denominan retornos familiares, y pueden tener acompañamiento 

estatal, claro está que no siempre se hace con el acompañamiento  de los Comités 

Territoriales de Atención Integral a la Población Desplazada CTAIPD, es decir no todos 

los procesos de retorno se hacen con el traslado de los enseres por parte de del 

comité, pero si con toda las garantías de seguridad y de coordinación requeridas para 

facilitar el proceso y hacerlo exitoso. 

        Los pasos a seguir planteados para solicitar la asistencia en los procesos de 

retorno y de reubicación son: 

           Retorno o reubicación colectiva 

 Informar a la administración municipal sobre los hogares ya retornados sin 

acompañamiento institucional o intención del retorno de hogares desplazados. 

Esta información es enviada por los líderes de las organizaciones de 

desplazados, por los miembros de ONG e integrantes del SNAIPD. 

 La administración municipal recepciona la información de los hogares, 

analizando los datos de lugares de expulsión, número de hogares y personas 



77 
 

retornadas. 

 Posteriormente se realiza un proceso de verificación al retorno colectivo para 

establecer un diagnóstico sobre las condiciones de las personas y poder 

elaborar el Plan de Retorno.  

 Una vez realizados  los pasos anteriores, se inicia un espacio de  intervención 

en la comunidad, que tendrá un seguimiento permanente por parte todas las 

instituciones responsables a nivel local, departamental o nacional.  

 

           Para los retornos o reubicaciones familiares 

 

 Tramitar solicitud por escrito a Acción Social  –Área de Atención Primaria– en la 

cual se debe manifestar la intención y deseo de retornarse voluntariamente, 

indicando: Lugar exacto (departamento, municipio, vereda) de retorno; nombre 

de las personas que se retornan (núcleo familiar); motivos por los que decide 

trasladarse al lugar destino, y dirección  y teléfonos del lugar actual de 

residencia para dar respuesta a la solicitud. 

 

 Acción Social se encargará de valorar detenidamente las condiciones de 

seguridad en la zona del retorno, información que se dará a conocer a la familia 

solicitante para tomar junto con ella la decisión de continuar o no con el proceso, 

dependiendo de la favorabilidad del concepto. 

 

 Mediante oficio se notificará a los hogares la viabilidad de su solicitud y se 

informará la fecha de colocación y retiro de los recursos. 

 

 Los recursos que básicamente se ofrecen son entre otros: información del punto 

de atención de llegada y se orientará sobre el trámite del mercado y kit aseo y/o 

kit urbano o agropecuario.  
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 Luego de esto se procede a realizar el traslado de las personas y enseres (si es 

un retorno asistido). Para esto, se hace necesario tener por parte de Acción 

Social (nivel nacional), la autorización para la entrega del apoyo, de conformidad 

con los criterios y requisitos de la entidad, y dependiendo de circunstancias 

específicas de cada hogar. 

 

 Finalmente el solicitante debe notificarse con la Unidad Territorial de Acción 

Social, Unidad de Atención y Orientación o Personería de llegada.  

 

 Al reubicarse o retornar no se pierde la condición de desplazado. (Ibídem; ps 22-

24).  

       Para este caso cabe preguntarnos; sobre ¿cuáles son las instituciones encargadas 

de la atención de la política pública de atención  para el retorno de la población en 

situación de desplazamiento en Cali y cuál es su estructura organizativa? 

 El Sistema Nacional de Atención Integral a la Población Desplazada por la 

Violencia (SNAIPD) (Ibídem; ps 22-24).  

 En este sistema concurren todas las entidades de los niveles nacional y 

territorial que desarrollan programas, proyectos o acciones a favor de la población en 

riesgo o situación de desplazamiento. Fue creado y reglamentado mediante la Ley 387 

de 1997. Posteriormente, los Decretos 2569 de 2000 y el 250 de 2005 desarrollaron las 

instancias de coordinación que conforman el SNAIPD, el cual se encuentra organizado 

en dos niveles: El nacional, encargado de diseñar las políticas, los planes y los 

programas para prevenir el desplazamiento y atender a la población desplazada, así 

como de realizar la asignación del presupuesto para tal efecto; y el territorial, 

responsable de hacer operativas las políticas, 

 Planes y programas, en concurrencia con las entidades nacionales. 
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GRÁFICO 3 

Instancias de coordinación del SNAIPD (Ibíd. p. 10) 

 

 

El plan integral único (PIU)  

El plan integral único dispone lo siguiente: 

Es una herramienta de planificación territorial que se elabora en el marco de los 

Comités Territoriales de Atención Integral a la Población Desplazada (CTAIPD). 

A través de éste, es posible planear, implementar y hacer seguimiento a la 

política pública para la prevención y atención del desplazamiento forzado en el 

ámbito local y regional. 
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El PIU contiene los programas, proyectos y acciones que desarrollarán las 

entidades del SNAIPD en lo local, en el corto, mediano y largo plazo, para 

atender los requerimientos y necesidades de la población en riesgo o situación 

de desplazamiento. Además, el PIU permite reunir los recursos institucionales y 

humanos disponibles de todas las instituciones del SNAIPD y de las 

organizaciones sociales de población en riesgo o situación de desplazamiento, 

al tiempo que establece objetivos comunes y los responsables de cada una de 

las acciones. 

 

El PIU se encuentra formado por tres partes fundamentales: 

 

1. Caracterización 

Se identifican las características territoriales y poblacionales de la región que se 

va a intervenir, la problemática a atender y la demanda de la población afectada, 

para plantear las alternativas prioritarias de intervención. 

 

2. Planeación estratégica 

Se definen los objetivos a corto, mediano y largo plazo, así como los programas, 

proyectos y acciones para la prevención y atención del desplazamiento forzado. 

A través de planes operativos, que hacen parte de la planeación estratégica, se 

determinan las acciones prioritarias en cada una de las fases de atención, así 

como los recursos y responsabilidades para su cumplimiento. 

 

3. Seguimiento, monitoreo y evaluación 

El PIU es un proceso dinámico y por ello debe contar con una estrategia de 

seguimiento, monitoreo y evaluación que permita ajustarlo permanentemente, 

según los cambios que se presenten en el ámbito territorial en aspectos como la 

dinámica del desplazamiento, la capacidad institucional, la demanda de 

servicios, los recursos y presupuestos, entre otros. (Ibíd p. 11) 
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 El PIU es la herramienta consultiva por parte de las instituciones para tener un 

norte direccional, ya que esta plataforma de ejecución es la planeación de la política 

pública de atención a las víctimas en situación de desplazamiento forzado. Es por ello 

que dentro de su construcción hay todo un proceso de intereses de organizaciones y 

de instituciones involucradas, porque establece los objetivos y los intereses comunes a 

todo el prisma institucional. Lo que es más interesante aun, es que en Cali el PIU no ha 

sido aprobado60, solo pasó por la fase de formulación y socialización del documento, 

es el momento donde se pone en juego si realmente representa los intereses reales de 

la población, las organizaciones de líderes, la alcaldía y la red del SNAIPD. 

 Es por ello que nuestra tesis no pretende evaluar la política pública, porque no 

existe tal proceso, lo que se ha presenciado en Cali  referente a la dinámica de 

atención se ha ejecutado por parte del SNAIPD en directrices de la política pública 

nacional, pero no por un plan alterno como un PIU, que permita articular la política 

pública nacional en el plano local. Es por eso que nuestro análisis es sobre el proceso 

de formulación debido a que la política pública no se ha implementado aún y no hay 

herramientas de cómo evaluar su impacto en la población víctima del desplazamiento 

forzado, si bien contiene una carga evaluativa del proceso, no constituye propiamente 

una evaluación de política pública debido a la coyuntura del proceso. 

 

Nacimiento de la Sentencia T-025 de 2004 

 Un conjunto de 108 expedientes correspondientes a igual número de acciones 

de tutelas interpuestas por 1150 núcleos familiares llevaron a la corte constitucional a 

                                                           
60 

 �
  Para comienzos de este trabajo de investigación en 2009 el PIU no había sido aprobado, ya 

que es en diciembre 10 de 2010 la fecha en que se aprueba la política pública para las víctimas en 
situación de desplazamiento forzado, así pues  el proceso no sólo es para el CMAIPD, para las 
organizaciones  de  víctimas en Cali y para algunos sectores de la academia, sino también para nosotros 
que estuvimos en el proceso desde la investigación. Es por ello que en los capítulos finales del trabajo 
de grado se enuncia desde el proceso ya consolidado, pues en la mitad de esta investigación el PIU es 
aprobado, lo que permitió en el proceso final del trabajo obtener representaciones del proceso antes, en 
el momento y después de la consolidación de la poítica pública de atención a víctimas del 
desplazamiento forzado. 
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generar la Sentencia T- 025 de 2004 que declararía un estado de cosas 

inconstitucional. Este proceso marca un acontecimiento institucional crítico, al 

visualizar que no es sólo una violación a los derechos humanos por parte de los grupos 

irregulares sino también, generado a partir de procesos precarios de atención o 

inexistentes que se traducen en la revictimización a la población víctima de 

desplazamiento forzado por parte de las instituciones estatales. Esto podría traducirse 

como la inercia necesaria para generar un cambio en las instituciones con un legado 

histórico que pesa en términos programáticos y  dentro de la filosofía institucional, 

sedimentando las viejas tradiciones con las cuales se estructura la senda del rumbo de 

las entidades estatales. (Peters, 1999:156) 

 Sobre el cambio institucional movido por las acciones colectivas y las presiones 

de la sociedad civil ante el estado, que fue lo que motivó la Sentencia T-025 de 2004 

afirma: una manera bastante similar de considerar el proceso de cambio en el 

institucionalismo histórico es la idea de las coyunturas críticas (Collier y Collier: 1991) 

que ha sido usada para describir y explicar el cambio en los gobiernos 

latinoamericanos durante la mayor parte del siglo XX. La argumentación sostiene en 

líneas generales, que esos gobiernos tenían un alto grado de inercia y que el cambio 

no se iba a producir a menos que hubiese una conjunción de diversas fuerzas políticas 

internas que individualmente no fuesen capaces de generar un cambio significativo, 

pero que juntas pudiesen producir un movimiento en ese sentido. (Peters, 1999:108) 

 El PIU nace por iniciativa de la sentencia T-025 de 2004, en donde se determina 

el estado de cosas inconstitucional para con las víctimas en situación de 

desplazamiento forzado, debido al masivo desconocimiento de sus derechos y del 

grado de desinformación y de falencias estructurales por parte de las entidades 

estatales encargadas de dar cumplimiento a la ley 387 de 1997, en donde quedaron 

comprometidas muchas entidades regionales, departamentales y locales, encargadas 

de la política pública de orden nacional en el campo de desplazamiento forzado. 

 La sentencia también revela la poca congruencia entre el déficit de atención, lo 

que constituía en una vulneración de derechos para las víctimas, y la cantidad de 

recursos destinados satisfactoriamente para suplir las necesidades de atención de la 
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población en el Goce Efectivo de Derechos-GED y de otro lado, la capacidad 

institucional para garantizar la ejecutabilidad de la política pública de atención a la 

población víctima en situación de desplazamiento forzado. 

 La corte también observó la falta de compromiso de los gobiernos 

departamentales y locales en la asignación de recursos a la atención de la población, 

como también la falta de procesos de construcción de políticas públicas encargadas 

del tema en articulación con la política nacional y que permitiera así, una mayor 

coordinación por parte del SNAIPD para la ejecución y la información de los procesos. 

 En la sentencia se establecen las obligaciones del estado para con las víctimas 

en situación de desplazamiento forzado en el goce efectivo de derechos, con un 

imperativo y urgente cumplimiento para con ellas. Por tanto, garantiza la misma gama 

de derechos que el estado asume para con las víctimas y advierte que se debe generar 

el máximo esfuerzo institucional para asegurar su goce efectivo de derechos 

económicos, sociales, culturales. 

 En este contexto legal, la política pública de atención a víctimas del 

desplazamiento forzado debe asegurar la responsabilidad del estado para con los 

derechos consagrados de las víctimas, restituir  y asegurar la no repetición de los 

hechos, el acceso a la verdad y la reparación integral de las víctimas. 

 Después de lo proferido por Corte Constitucional en el 2004, se sigue 

visibilizando a partir de autos posteriores61 su exigencia frente al estado de cosas 

inconstitucional62 y su observancia en seguir avanzando en la superación de esos 

                                                           
61 

 �
 Estos autos entre otros asuntos, rescatan la importancia de la creación de una política pública 

municipal y de un PIU que permita la articulación del SNAIPD a nivel territorial, pero también a nivel 
nacional, además la Corte es crítica frente a la descoordinación por parte de las entidades que se 
encargan de velar por la atención a la población desplazada, al despropósito por parte de las 
administraciones locales y departamentales en asumir políticas públicas que permitan darle mayor 
cooperación a la política nacional con el eje territorial y al bajo presupuesto que asumen para garantizar 
la restitución de los derechos  a las víctimas una vez llegan al territorio. Fuente: Guía para la 
incorporación de la prevención y atención del desplazamiento forzado en los planes de desarrollo 
territorial, convenio ACNUR-ACCION SOCIAL, UTEC marzo de 2008. Pág. 13. 

 
62 
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vacíos, que van en detrimento de un Estado social de derecho, de manera consistente 

y permanente generando una política pública que permita la articulación de las 

entidades que integran el SNAIPD, no solo a nivel nacional sino de entidades 

nacionales con las territoriales: 

 Auto 176 de 2005 

• Ordena prevenir a las entidades territoriales para que tengan en consideración 

la prelación constitucional que tiene el gasto público destinado a la población 

desplazada dentro del gasto público social. 

Auto 177 de 2005 

• Evidencia el alto nivel de descoordinación existente entre las entidades del 

orden nacional y el territorial. 

• Reitera las obligaciones legales y constitucionales de las entidades territoriales 

sobre atención a población desplazada 

• Ordena al Ministerio del Interior y de Justicia diseñar, implementar y aplicar una 

estrategia para que las entidades territoriales asuman un mayor compromiso 

tanto presupuestal como administrativo para la atención a la población 

desplazada. 

 

Auto 178 de 2005 

 

• Resalta el bajo cumplimiento de las entidades territoriales del decreto 2569 de 

2000, en cuanto a las funciones que deben cumplir los Comités Municipales, 

Distritales y Departamentales para la Atención Integral a la Población 

Desplazada por la Violencia. 

• Ordena implementar mecanismos de coordinación entre las entidades 

                                                                                                                                                                                           
 �

 Este estado de cosas inconstitucionales dentro de la teoría neoinstitucional se traduce como el 
castigo corrector, según Douglass North “y como esta analogía implicaría las normas y los códigos 
informales a veces son violados y en seguida se aplica el castigo corrector.  Por consiguiente, un aparte 
esencial del funcionamiento de las instituciones es lo costoso que resulta conocer las violaciones y 
aplicar el castigo” 
 Instituciones, cambio institucional y desempeño económico; Fondo Económico de Cultura 
México; 2006, página 14.  
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nacionales y locales con el objeto de dar cumplimiento a los mandatos legales y 

a su vez, establecer instrumentos que permitan evaluar el grado efectivo de 

cumplimiento por parte de cada una de las entidades involucradas. (Ibidem) 

 

Auto 218 de 2006  

• De la última decisión tomada por la Corte sobre el seguimiento a la sentencia 

T- 025, hay que resaltar varios aspectos: Se recalca la necesidad de contar con 

unos indicadores que midan de manera sistémica el cumplimiento de la 

sentencia T-025 (lo cual ya se había enfatizado en autos anteriores, 

principalmente en los de agosto de 2005) y en particular “(...) la efectividad de la 

política pública de atención a la población desplazada, en relación con dicha 

política como un todo y con cada uno de sus componentes, basados en la 

necesidad de garantizar el goce efectivo de los derechos fundamentales de las 

personas en estado de desplazamiento. 63   

 Es por lo anterior que al analizar si las respuestas que plantea el PIU municipal 

de Santiago de Cali son las pertinentes para lograr mejorar las condiciones de las 

personas víctimas del desplazamiento en nuestra localidad, tan bien estamos 

analizando si la administración municipal esta cumpliendo con las sentencias de la 

corte sobre el estado de cosas inconstitucionales. 

 

Auto 052 de 2008 

• Por medio del cual solicita a los Gobernadores de cada uno de los 

departamentos del país y a los alcaldes de cada uno de los municipios, remitir a 

la Corte Constitucional la respuesta a una serie de preguntas relacionadas con 

las acciones desarrolladas por la entidad territorial para la prevención y atención 

al desplazamiento forzado. Específicamente sobre temas como la política de la 

                                                           
63 

 �
 Página 21 del auto 218 de 2006, numeral 4.3 sobre la “Ausencia de indicadores de resultado 

confiables y significativos”. 
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entidad territorial para asegurar la atención integral a la población desplazada, la 

evolución de las partidas presupuestales y su respectiva ejecución, la adopción 

de un Plan Integral Único – PIU, el apoyo recibido por la entidad territorial por 

parte de las entidades competentes a nivel nacional, la representación de los 

desplazados en el consejo de planeación, y la adopción de los indicadores de 

goce efectivo de derecho adoptados por la Corte Constitucional, entre otros 

aspectos. 

 Este último Auto es imprescindible porque la Corte Constitucional asume una 

posición fiscalizadora y mas pragmática frente al asunto, que permite entender que las 

agendas de gobierno no pusieron el problema del desplazamiento forzado sobre el 

tapete hasta que la corte sentó un  estricto precedente de veeduría que daba por 

sentado la obligatoridad del cumplimiento de la norma, había generado observaciones, 

había proferido algunas recomendaciones muy mansas sobre qué debía hacerse, pero 

en este último Auto es realmente reaccionaria contra las entidades territoriales, frente a 

la falta de cooperación entre las administraciones, que pasaban por alto en la lista de 

prioridades municipales y departamentales, un problema humanitario y si se quiere, de 

ciudadanía en el país.  

 Ahora los gobernadores y alcaldes tendrían que ir ante la corte  y sustentar ¿qué 

se estaba haciendo en sus planes de desarrollo, para con la población desplazada? 

¿Cuánto habían sacado de su presupuesto para abordar la atención a las víctimas de 

desplazamiento forzado, en su defecto legal el PIU?, ¿si se había formulado la política 

pública de víctimas en situación de desplazamiento forzado en el municipio? ¿Cuáles 

habían sido las garantías de participación de las mesas de líderes de desplazados en 

el proceso de formulación de la política, o en su defecto instrumental el PIU?, ¿si el 

PIU ya había sido aprobado, qué alcances habían logrado en el tiempo de ejecución? 

 Esto permite que a esas víctimas que aparte de ser extrañas en un territorio y 

que no la representa nadie en el fortín político, porque no tiene capital económico de 

inversión, ni siquiera intereses de representación, ya que para las víctimas en situación 

de desplazamiento forzado existen problemas más imprescindibles, como la 

supervivencia de la cotidianidad, el Auto 052 de 2008 y más tarde el decreto 314 de 
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2009, afianzaron jurídicamente el plano territorial en el marco de atención por parte de 

los entes territoriales para garantizar que tuvieran una garantía de restitución de 

derechos en los planes de desarrollo municipales y que por obligatoriedad los 

gobiernos locales la asumieran con seriedad dentro de sus agendas públicas, como 

también la garantía de participación de las organizaciones de víctimas en situación de 

desplazamiento forzado en la formación de los planes de desarrollo y en la validación 

de la plataforma de ejecución que materializaría el goce efectivo de derechos. 

 Ahora bien, retomando lo anterior, si el PIU es la herramienta consultiva por 

parte de las instituciones para tener un norte direccional; pues es la plataforma de 

ejecución, es la planeación institucional de la política pública de atención a la población 

víctima de desplazamiento forzado y si, es por ello que dentro de su construcción hay 

todo un proceso de intereses de organizaciones y de instituciones involucradas que 

necesitan de un proceso de discusión y consenso para llegar a acuerdos que alimenten 

el producto final, porque establece los objetivos y los intereses comunes a todo el 

prisma institucional, entonces: 

 ¿Cuáles son las líneas estratégicas del PIU, por mandato de la corte 

constitucional bajo la sentencia T-025 de 2004? 

 El PIU como iniciativa gubernamental, plantea la necesidad  de implementar un 

enfoque diferencial que facilite la intervención de los diferentes organismos 

pertenecientes al SNAIPD permitiendo de esta manera logra impactos de mayor 

importancia y relevancia con respecto a la población víctima del desplazamiento 

forzado,  todo esto bajo parámetros claramente identificados de complementariedad, 

de coordinación y de correspondencia, todo esto en aras de dar cumplimiento a lo 

ordenado en la sentencia T-025 de 2004.  

La política pública de prevención y atención, del desplazamiento forzado se 

encuentra constituida por tres fases de la atención determinadas en el Plan 

Nacional: prevención y protección; atención humanitaria de emergencia; y 

estabilización socioeconómica. Dicho plan se desarrolla a partir de un enfoque 

matricial, en el que cada una de las tres fases de la atención contempla 
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acciones en, por lo menos, una de cuatro líneas estratégicas. (UTEC, 2008:12) 

 

GRÁFICO 4  

Fases de atención en relación a sus líneas estratégicas64
 

 

 Como se venía describiendo en líneas anteriores, a partir de la sentencia T-025 

                                                           
64 

 �
 Información obtenida de la guía para la incorporación de la prevención y atención del 

desplazamiento forzado en los planes de desarrollo territorial, convenio ACNUR-ACCION SOCIAL, 
UTEC marzo de 2008. Pág. 12. 
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de 2004 y de los nueve autos subsiguientes, promulgados entre el 2005 y 2007, la  

Corte Constitucional evidencia la nula presencia de sistematización a los procesos de 

atención y de impacto de los resultados en la ejecución de la política pública de 

atención a víctima de desplazamiento forzado local, en ese sentido, se refiere a las tres 

fases o estadíos de atención que no se orientan en la línea de evaluación y no 

permiten ver resultados ni construir sistemas de interlocución en la red del SNAIPD, 

que es el eje del cual se desprende la restitución de derechos fundamentales, políticos, 

económicos, sociales y culturales para con las víctimas de desplazamiento forzado65 

 A partir de la grave evidencia del vacío en la medición de los procesos de 

implementación de la política pública de víctimas de desplazamiento forzado regional y 

local, el gobierno nacional desarrolla un número de exigencias  jurídicas e 

institucionales a partir de una definición de indicadores que permitan a las entidades 

del SNAIPD medir los avances y retrocesos de las estrategias definidas para la 

atención a las víctimas de desplazamiento forzado . Estos indicadores nacen  de una 

propuesta de la Comisión de Seguimiento a la política pública sobre desplazamiento 

forzado, estas consideraciones son acatadas por el SNAIPD y hoy día continúan en 

proceso de definición y perfeccionamiento. 

 Esta definición de indicadores muestra que la gama de derechos a reivindicar 

para con las víctimas de desplazamiento forzado está dado en cuatro fases de 

atención, que en algunos documentos define como tres fases de atención: prevención, 

atención (prevención y atención), atención humanitaria de emergencia y estabilización 

socioeconómica (fase que está propuesta para la reubicación o el retorno), todas ellas 

con sus respectivos componentes. 

 El esquema  de definición de los indicadores dado en fases de atención 

                                                           
65 

 �
 A través de la sentencia T-025 de 2004 y de nueve autos emitidos entre los años 2005 y 2007, 

la Corte Constitucional evidencia la inexistencia de indicadores de verificación, seguimiento y evaluación 
de resultados de la política pública de prevención del desplazamiento y atención a la población afectada 
por el mismo. Lo anterior obstaculiza la detección de errores y por tanto la corrección oportuna y 
adecuada de las fallas presentadas en la implementación de dicha política. Fuente: guía para la 
incorporación de la prevención y atención del desplazamiento forzado en los planes de desarrollo 
territorial, convenio ACNUR-ACCION SOCIAL, UTEC marzo de 2008. 
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propuesto por el gobierno nacional en el informe presentado a la Corte Constitucional 

en Diciembre de 2007 66 que se retoma a continuación: 

 

GRÁFICO 5: 

 

Fases de atención en relación al Goce Efectivo de Derechos (GED) 

 

 Como se afirmó anteriormente, ésta definición de  componentes estratégicos en 

la interinstitucionalidad de quienes diseñan la política pública de víctimas de 

                                                           
66 

 �
 La información presentada en este aparte fue tomada del Informe a la Corte Constitucional. 

Línea de base sectorial de la política pública de atención a la población desplazada por la violencia. 
Subdirección de Atención a Población Desplazada – ACCIÓN SOCIAL; Dirección de Justicia y 
Seguridad – DNP. Diciembre de 2007 
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desplazamiento forzado  nacional y la autonomía de la construcción de una política 

pública de víctimas de desplazamiento forzado  local, están sujetas a modificaciones, 

ya que a partir de los impactos generados en la ejecución es posible que las 

instituciones decidan modificaciones, o reestructuraciones conceptuales que permitan 

ir avanzando en el tiempo. 

 Es rescatable lo que afirma la guía de la Unidad Técnica Conjunta-UTEC al 

enfatizar en la corresponsabilidad entre gobierno nacional y local en el diseño de 

planes estratégicos de interlocución, pero además, el reconocimiento de los derechos 

de las víctimas en situación de desplazamiento forzado a partir,  de la incorporación en 

sus planes de desarrollo, compromisos presupuestales y administrativos a fin de 

generar o si es el caso afianzar las políticas públicas para esta población, que permitan 

medir el impacto y no quede en el mero desarrollo asistencialista. 

En este sentido, es fundamental que los gobiernos departamentales, distritales y 

municipales reconozcan los derechos de la población afectada por el 

desplazamiento y que incorporen en sus planes de desarrollo líneas de política 

con indicadores que se armonicen con las metas e indicadores construidos por 

el nivel nacional.67 

Los primeros albores del Plan Integral Único en Santiago de Cali. 

 El PIU, Plan Integral Único para población víctima de desplazamiento forzado 

tiene sus primeros albores como respuesta  del gobierno de John maro Rodríguez, en 

cabeza de la consejera de paz Alba Luz Pantoja68, se diseñan los elementos centrales 

                                                           
67 

 �
 Fuente: guía para la incorporación de la prevención y atención del desplazamiento forzado en 

los planes de desarrollo territorial, convenio ACNUR-ACCION SOCIAL, UTEC marzo de 2008. 
 

 
68 

 �
 Estos primeros visos de lo que con los años  y a partir de varias reformas se denominaría PIU, 

en el año 2001 surge como respuesta en  al decreto 2007 de 2001 Por el cual se reglamentan 
parcialmente los Artículos 7º,17 y 19 de la Ley 387 de 1997, en lo relativo a la oportuna atención a la 
población rural desplazada por la violencia, en el marco del retorno voluntario a su lugar de origen o de 
su re asentamiento en otro lugar y se adoptan medidas tendientes a prevenir esta situación. 
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sobre los cuales se desarrollaría el plan integrador de población desplazada, ésta 

interesante iniciativa que sería el principio articulador de una  política pública local de 

enfoque nacional, a partir de la designación de comités municipales, distritales y 

departamentales encargados de coordinar las respuestas idóneas en materia de 

prevención, AHE (atención humanitaria de emergencia), estabilización socioeconómica, 

retorno y reasentamiento. Además de crear los mecanismos procedimentales 

necesarios para la interlocución entre los gobiernos locales y el INCORA, a fin de evitar 

la expropiación de las tierras abandonadas por las víctimas de desplazamiento forzado, 

generando procesos de titulación a los poseedores, tenedores y ocupantes del bien 

inmueble. 

 Esta iniciativa de interlocución con lo establecido en el decreto 2007 de 2001, se 

formuló más  no pudo materializarse debido a las prioridades de la agenda pública 

municipal de ese momento.  

 

 En 2004, Luis Fernando Ortega, el Asesor de Paz del gobierno de Apolinar 

Salcedo, Alcalde de Cali para esa época,  genera los primeros pasos para la 

consolidación del PIU en términos estructurales, con un fuerte enfoque de análisis de 

conflictos en la población víctima de desplazamiento forzado, aunque la idea de 

interlocución de una política municipal con la política nacional siguió sin dar resultados 

reales en la agenda de gobierno.  

 En 2007, Carlos Rojas  Asesor de Paz de Cali, planteó la necesidad del 

mandato del decreto proferido por el gobierno nacional 250 de 2005 y que los entes 

municipales  debían hacer sus propios planes integrales únicos en articulación con el 

SNAIPD (Sistema Nacional de Atención a la Población Desplazada). 

 Hoy día, el PIU no está aprobado69, es un proyecto en fase de validación de los 

distintos actores que inciden en la política pública. En la actualidad el plan se 

                                                           
69 

 �
 Se reitera que para este momento de la investigación el PIU no había sido aprobado, pero así 

como fue el proceso así mismo se deja al descubrimiento el desarrollo de la tesis que hila genuinamente 
el proceso de estudio capítulo a capítulo. 
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encuentra  formulado en su totalidad, la propuesta del proyecto es  básicamente 

estructurada con un enfoque técnico que permita coordinar el trabajo intersectorial de 

las entidades que integran el SNAIPD, presenta unas líneas estratégicas en planes de 

prevención, de AHE, de retorno voluntario y de reasentamiento, en caso de que el 

proceso de retorno no sea exitoso o deseado por la víctima (as) del conflicto político 

social armado, visionado en planes de vivienda de interés social. 

 Para el plan de desarrollo, se designó un comité técnico encargado de 

investigar, diseñar y formular el PIU, debido a la urgencia de una plataforma de 

coordinación intersectorial entre las instituciones parte del SNAIPD del auto 052 de 

2008, dispuestas por la Corte Constitucional donde le genera un carácter de 

obligatoriedad a los entes territoriales en la creación de PIU locales que dieran 

respuesta a la ley 387 de 1997, además se crea en Cali, un comité político municipal 

que avalara o no, las garantías del plan integral único y un subcomité de AHE y de 

restablecimiento. 

 Dentro de las primeras propuestas en el tema de política pública de victimas de 

desplazamiento forzado en el municipio de Cali, uno de los temas más urgentes fue el 

de retorno, pero debido al carácter incesante de la violencia en Colombia y la falta de 

garantías del gobierno para generar las condiciones  para procesos de paz, a fin de 

bajar los índices de desplazamiento forzado y garantías reales a las víctimas del 

conflicto político, social y armado, de poder regresar sin miedo a ser objeto de un 

nuevo desplazamiento forzado, la búsqueda de nuevas alternativas a fin de brindar a 

las familias desplazadas la posibilidad de establecerse en un lugar, para ello, se han 

generado algunos planes de vivienda de interés social en el gobierno municipal  y 

planes de reubicación a otros municipios  del Valle del Cauca.  

 El PIU para 2010 se encuentra consolidado y está en fase de aprobación por 

parte de los grupos que encabezan el comité político que define su aval dentro del plan 

de desarrollo y que definiría las estrategias de parte de la alcaldía para la oportuna y 

exitosa atención de la población víctima de desplazamiento forzado en cada una de las 

fases que lo requiera. 
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El Valle del Cauca no es el mejor caso en procesos de retorno. 

 En el Valle del Cauca se han gestado 25 procesos de retorno desde (2001-

2004)70 con éxito relativo debido a que es imposible medir el impacto de los proceso ya 

que no hay sistematizaciones con grados de temporalidad, especialmente en las zonas 

del Bajo calima, Buenaventura, Pradera y Cali. 

 De igual manera, al hacer el ejercicio de lectura del documento PIU se 

encuentra que el Valle del Cauca es uno de los departamentos que concentra uno de 

los mayores índices de asentamiento por parte de la población desplazada para 

realizar allí, su proyecto de vida y que además, presenta los niveles más bajos en 

planes de retorno en Colombia: Entre los departamentos con menor índice de retorno 

se encuentra el Valle del Cauca71, quien a su vez, bajo la dinámica de 

expulsión/recepción, es uno de los departamentos en los cuales la PSD que llega a él 

no logra volver a sus territorios de origen.72  

 

El retorno en Santiago de Cali 

 Según Acción Social, Cali es el principal receptor de población desplazada en el 

suroccidente del país, y aunque el problema es de carácter visible y urgente, el 

municipio no ha generado ningún plan para acompañar procesos de retorno, siendo la 

sultana regional del litoral Pacífico,  receptora de departamentos como Nariño, Cauca, 

Caquetá y Putumayo, siendo el año 2002 y 2003 los mayores picos de expulsión, en 

                                                           
70 

 �
 Revista Paz y Convivencia; artículo: políticas de atención integral, retorno. David Macías 

Escarpeta; oficina de paz y convivencia, gobernación del Valle del Cauca. 2004. Pág. 18 

 
71 

 �
 Atención a Población desplazada por la violencia; Ibíd. pág82.  

 
72 

 �
 Entre la expulsión y el retorno, la dinámica del desplazamiento forzado en el Valle del Cauca, 

Vicepresidencia de la República, Programa Presidencial de DDHH y DIH, Bogotá, Colombia, 2005. 
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donde el 75% de las víctimas se reasentaban en el valle.73 

 En materia de retorno es bastante poco lo que se puede encontrar en el PIU; un 

aspecto importante que nos puede indicar el grado de importancia que el retorno tiene, 

es el hecho de no aparecer en los objetivos específicos, es decir aparece formulada la 

política pública en materia de desplazamiento en Santiago de Cali sin tener como 

objetivo específico el retorno, bastante llamativo cuando en la misma se define la 

política pública de la siguiente manera: 74  En términos concretos una política pública 

es un conjunto de estrategias que se implementan por parte de la Autoridad Municipal 

tanto para el mejoramiento como el registro de la recepción y atención a la Población 

en Situación de Desplazamiento; así como el retorno y reubicación. Todo esto 

relacionado con la restitución de derechos de la población para el goce efectivo de sus 

derechos en el municipio de Santiago de Cali. 

 Rescatando la conceptualización sobre el  goce efectivo de derechos (GED) que 

afirma 75 el pleno disfrute y ejercicio de las condiciones que le fueron discriminadas 

mediante acción violenta,  no es claro entonces como se puede plantear el 

cumplimiento de las sentencias de la Corte cuando parte de la restauración de las 

condiciones dignas de las víctimas de desplazamiento forzado requieren del retorno 

como elemento central de su reparación, es indispensable entonces preguntarle a 

quienes participaron del proceso como ha sido planteado el tema del retorno y si se 

tiene como una alternativa real al terrible drama del desplazamiento. 

                                                           
73 

 �
 Informe 2009 de la Defensoría regional del Pueblo, Cali ocupa el primer lugar de recepción de 

víctimas de desplazamiento forzado y en segundo lugar Buenaventura. 
 
74 

 � 
Política pública de atención para recepción y retorno de la población desplazada asentada en 

Santiago de Cali. Plan Integral Único de atención para la población en situación de desplazamiento de 
Santiago de Cali .2010 página 18. 

 
75 

 �
 ibíd. 
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 Una de las referencias sobre retorno que se puede hallar en el PIU, trata 

básicamente sobre los alcances de la jurisprudencia en el tema de retorno, ante la 

imposibilidad local de hacer de los planes una realidad, debido a la falta de una política 

pública de víctimas de desplazamiento forzado local que diseñe tanto logística como 

presupuestalmente este ciclo fundamental en el proceso de construcción de proyecto 

de vida en la población víctima de desplazamiento forzado. 

 No se han registrado dinámicas de retorno, ni que estas familias hayan vuelto a 

sus lugares de origen.  Sin embargo, debe tenerse en cuenta que a pesar de la 

normatividad impartida a través de la Ley 387, en cuanto a restitución 

socioeconómica y derecho de la población a retornar a sus lugares de 

proveniencia, actualmente; tanto a nivel local, como departamental y nacional, 

no se cuenta con un diseño o plan estratégico y real de garantías para dicha 

acción, pues aunque exista una ruta metodológica tanto, para el retorno de tipo 

individual, como masivo, el gobierno y las administraciones en la realidad no 

cuentan con herramientas definitivas y prácticas para hacer de dicha medida una 

realidad.76 

      De lo escrito en el ciclo de retorno, se puede encontrar información cifrada 

relevante para el objeto de esta investigación, pues el estudio hecho por atención 

psicosocial de las ESE y la Unida de Atención y Orientación-UAO, revela que la 

diferencia porcentual entre querer retornar y no hacerlo es entre 6-8% y de quienes no 

conocen sobre el retorno y sus garantías, es la mitad del promedio poblacional de 

víctimas desplazadas forzadamente que llegan a la zona de ladera. 

Según información de la atención psicosocial de la UAO, durante junio de 2006 y 

febrero de 2007, sólo el 23% de la población que llega a la Zona de Ladera 

manifiesta tener expectativas de retorno a los lugares de procedencia. El 27% 

                                                           
76 

 �
 Ibíd.; pág. 82; citado por el documento PIU, Información compilada por Rodrigo Corral, 

Psicólogo de Enlace entre la Unidad de Atención y Orientación y las Empresas Sociales del Estado 
(ESES). Se precisa que la información obtenida desde la UAO corresponde únicamente a lo manifestado 
por la persona declarante. No se cita ni fecha, ni contexto de la entrevista al mencionado. 
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manifiesta NO tener expectativas de retorno, mientras que el restante de 

población no tiene claridad al respecto (no contestan). 

Por su parte de la población que llega a la Zona de Oriente el 51% responde NO 

tener expectativa de retorno, mientras que el 43% si la tiene.77 

     Aunque el retorno parece ser una opción por la población víctima de 

desplazamiento forzado cuando llega a una ciudad extraña y  las posibilidades de 

subsistencia y garantías son de difícil acceso, los datos revelados por las ESES 

muestran que a partir de las necesidades del cotidiano se pierde la posibilidad de 

anhelar el lugar circunscrito, que se va perdiendo en la necesidad de la supervivencia y 

el reasentamiento, además porque hay variables psicológicas que han dejado 

cicatrices muy profundas en los recuerdos y crean representaciones de dolor, de odio 

hacia el lugar del cual fueron expropiados, victimizados y desarraigados. 

         En general y cotejando con los datos de las ESES, lo que parece suceder es que 

la expectativa de retorno se diluye al pasar un tiempo de reasentamiento en la ciudad 

de Santiago de Cali o el deseo de retornar no es compartido por todo el grupo 

familiar.78 

 Considerando además la concentración de la población víctima de 

desplazamiento forzado en zonas marginales de la ciudad, el documento hace 

referencia, especialmente en las zonas de ladera y la del Distrito de Agua Blanca, 

comunas 1, 2, 13, 14, 15, 18, 20 y 21. Ahondando en la ya problemática situación que 

presentan estas comunas, en la cuales se encuentra que las necesidades básicas no 

                                                           
77 

 �
 Información compilada por Rodrigo Corral, Psicólogo de Enlace entre la Unidad de Atención y 

Orientación y las Empresas Sociales del Estado (ESES). Se precisa que la información obtenida desde 
la UAO corresponde únicamente a lo manifestado por la persona declarante. Obtenido del documento 
política pública de atención para recepción y retorno de la población desplazada asentada en Santiago 
de Cali. plan integral único de atención para la población en situación de desplazamiento de Santiago de 
Cali; 2010. página 82-83.  

 
78 

 �
 Ibíd. 
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están satisfechas y carecen entre muchas otras, de seguridad en todas sus variables, 

ya que no en pocas ocasiones, se encuentran víctimas y victimarios en un mismo 

espacio, generando un segundo desplazamiento forzado, el desplazamiento 

intraurbano,  muchas veces en zonas de alto riesgo. 

 Es importante subrayar que en materia de retorno la Corte Constitucional ha 

formulado jurisprudencia imprescindible para el tema de restitución de garantías de 

bienes inmuebles, especialmente la pertinente a la protección de las tierras 

abandonadas por la víctima de desplazamiento forzado, el reconocimiento de la 

necesidad de proteger los bienes de quienes no tienen como protegerlos, y de otorgar 

al Estado la responsabilidad de poner en práctica esta protección al ingresarlos al 

registro único de predios, evitando así la usurpación, enajenación o titulación a nombre 

de terceros79 (Decreto 2007 del 2001).  

La garantía de retorno, reasentamiento y reubicación: 

 Sentencia 1150 de 200080 

De acuerdo con los estudios que se han realizado, la gran mayoría de los 

desplazados forzados abandonan sus lugares de origen por causa de las 

amenazas y el temor que generan las acciones de los llamados grupos de 

autodefensa - frecuentemente denominados como paramilitares - y las 

organizaciones guerrilleras. 

 A pesar de lo anterior, al Estado colombiano le corresponde  velar por la suerte 

de las personas desplazadas. Las normas constitucionales ponen a la persona 

como el centro de la actividad del Estado y ello entraña la obligación del Estado 

                                                           
79 

 �
 Esta ordenanza se da por la corte constitucional en el decreto 2007 de 2001. 

 
80 

 �
 política pública de atención para recepción y retorno de la población desplazada asentada en 

Santiago de Cali. plan integral único de atención para la población en situación de desplazamiento de 
Santiago de Cali  página 52. 

 



99 
 

de procurar el bienestar de los asociados. Esto significa que, en primer lugar, 

debería evitar que se presentaran las situaciones que generan el 

desplazamiento forzado de colombianos, el cual, como ya se vio, comporta la 

vulneración de múltiples derechos de los asociados. Sin embargo, por diversas 

razones, cuyo análisis desborda el marco de esta sentencia, el Estado no ha 

cumplido con esta obligación. En vista de esta omisión y de las deplorables 

condiciones de vida que afrontan las personas desplazadas por efectos de la 

violencia, el Estado  debe procurar brindarles las condiciones necesarias para 

retornar a sus hogares o para iniciar una nueva vida en otros lugares.”  

 

El estado de Cosas inconstitucional: Sentencia T-025 de 200481 

Además de encontrar soporte en el artículo 13 de la Carta, el deber estatal que 

se señala encuentra su fundamento último, según la jurisprudencia 

constitucional, en la inhabilidad del Estado para cumplir con su deber básico de 

preservar las condiciones mínimas de orden público necesarias para prevenir el 

desplazamiento forzado de personas y garantizar la seguridad personal de los 

asociados. Según se sintetizó en la sentencia T-721 de 2003, “esta Corporación 

ha considerado que al Estado le compete impedir que el desplazamiento se 

produzca, porque las autoridades han sido establecidas para respetar y hacer 

respetar la vida, honra y bienes de los asociados, pero también ha dicho que si 

„no fue capaz de impedir que sus asociados fueran expulsados de sus lugares 

de origen, tiene por lo menos que garantizarle  a los cientos de miles de 

colombianos que han tenido que abandonar sus hogares y afrontar condiciones 

extremas de existencia la atención necesaria para reconstruir sus vidas. 

                                                           
81 

 �
 La importancia de la sentencia es en sí misma, la reformulación de la idea sobre atención a las 

víctimas de desplazamiento forzado si como sostiene Peter Hall, entre otros especialistas, las 
instituciones deben ser juzgadas por su eficiencia para crear políticas efectivas que pongan en práctica 
tales ideas. (Peters, 1999: 113) 
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 Este paso es de gran relevancia ya que permite a la población víctima de 

desplazamiento forzado conservar su patrimonio, facilitando la toma de decisión sobre 

la pertinencia de su retorno, el de su familia y/o comunidad, a su lugar de origen, con 

las garantías antes mencionadas de voluntariedad, seguridad y dignidad. 

 En este punto se hace evidente la relación que se establece entre el Estado y 

las víctimas de desplazamiento forzado y las diversas organizaciones en que se 

agremian, pero la relación no es exclusivamente para realizar trámites de protección de 

predios sino también, se intenta tejer una visión más participativa por parte de la 

población víctimas del desplazamiento forzado y más abierta por parte de los 

estamentos locales y regionales encargados de la elaboración de los diferentes 

procesos de atención, restauración, acompañamiento y retorno. Un escenario 

dispuesto para el encuentro de los distintos participantes de este proceso es la Mesa 

Nacional de Prevención coordinada por el SNAIPD con el fin de fortalecerse, mediante 

la participación activa de las víctimas, la observancia de estos del proceso y el 

seguimiento de ellos, quienes al ser los afectados directos ejercen control directo sobre 

las decisiones a tomar. 

 La participación de entes de control nacional es indispensable para garantizar la 

plena transparencia del proceso, además de la vinculación de organizaciones no 

gubernamentales y agencias internacionales que además de acompañar también 

contribuyen como financiadores tanto de la elaboración como de la ejecución de los 

pasos a seguir en cada situación específica. 

 Otros espacios de participación son: subcomité de atención humanitaria, 

subcomité de estabilización socioeconómica y mesa de fortalecimiento a las 

organizaciones de victimas de desplazamiento además de proyectos como: 

"Continuidad al proceso de fortalecimiento institucional de la capacidad de Atención a 

la Población en Situación de Desplazamiento en el Departamento del Valle del Cauca" 

y el macro proyecto “sembrando esperanza” incluido en el plan de desarrollo municipal 

de Cali 2008-2011, que involucra a todas las entidades que hacen presencia en el 

SNAIPD. 
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¿Qué busca garantizar la política pública municipal para con las víctimas de 

desplazamiento forzado en Cali? 

 Primero, la política busca restituir y ser garante de los derechos fundamentales 

establecidos en la ley 387 de 1997, además busca el reconocimiento del rol político de 

la población víctima del desplazamiento forzado, con la finalidad de que sea consiente 

de sus derechos, pero también de sus deberes en el proceso mismo de la construcción 

de la política. 

 Con esta base jurídica construida, se pretende que se garanticen para el futuro 

unas directrices institucionales82 regidas en la filosofía misma de la construcción de la 

política pública de víctimas de desplazamiento forzado en el plano local: 

 

 No se den  acciones de corte inmediatista.  

 Permitir que se den procesos de exigibilidad y garantía de los Derechos. 

 Mantener una interlocución permanente entre institucionalidad pública y las 

organizaciones de desplazados. 

 Reconocimiento a los procesos generados por la población desplazada. 

 Legitimidad de los diferentes espacios de interlocución de la población 

desplazada con la institucionalidad pública. 

 Garantizar la legalidad y el cumplimiento de los acuerdos concertados con la 

población desplazada e institucionalidad pública. 

 Claridad presupuestal en torno a la inversión dirigida a la población desplazada.  

 Establecer la  rendición de cuentas de la inversión en este tema.  

 Definir un Sistema Municipal de Atención a la Población Desplazada.83 

                                                           
82 

 �
 política pública de atención para recepción y retorno de la población desplazada asentada en 

Santiago de Cali. plan integral único de atención para la población en situación de desplazamiento de 
Santiago de Cali. pág. 59. 
 
 

 
83 
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 Si bien el documento del PIU revela la importancia de la restitución de derechos 

para víctima de desplazamiento forzado y tiene en cuenta la necesidad de la 

interlocución con la población  a través de las mesas de participación de la población 

en el proceso de socialización y construcción del PIU, se encuentra que el documento 

se queda en la mera descripción de unas cifras generadas por instituciones 

pertenecientes al SNAIPD.   

 En la lectura del documento PIU en su totalidad quedan grandes incógnitas en 

términos de planificación, implementación y coordinación estratégica entre las 

entidades del SNAIPD, el documento no revela ningún modelo de planificación a seguir 

por parte de las entidades, que sería lo que una administración esperaría para poder 

ajustar la política pública de víctimas de desplazamiento forzado en el plano local al 

plan de desarrollo y ajustar el presupuesto a partir de las demandas exigidas en la 

plataforma de ejecución. 

 

 No queda claro entonces, si el PIU fue tomado por el comité técnico de 

elaboración como un documento que reúne un compendio de datos de fuentes 

primarias encargadas del proceso de ejecución de la política nacional como es la red 

del SNAIPD y que termina por ser un documento soporte para apoyarse como fuente 

documental por la cantidad de datos de origen oficial que maneja,  en términos de 

caracterización poblacional de tipo etáreo, étnico, racial y de origen, ubicación 

geográfica de la población en el municipio, caracterización de la demanda en salud 

(física y mental), educación, vivienda, nutrición, condiciones socioeconómicas de la 

víctima de desplazamiento forzado, la temporalidad del desplazamiento, los procesos 

organizativos desarrollados por las organizaciones de dicha población, su 

representación frente a la política en términos de garantías de atención y respuesta 

oportuna a los ciclos de la atención humanitaria de emergencia e incluso el retorno. 

                                                                                                                                                                                           
 � política pública de atención para recepción y retorno de la población desplazada asentada en 

Santiago de Cali. plan integral único de atención para la población en situación de desplazamiento de 
Santiago de Cali. pág. 59. 
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 Cabe afirmar que la composición del PIU elaborado por parte del comité técnico 

encargado de construir la que sería la carta de navegación, no corresponde a lo que 

técnica y jurídicamente es la apuesta por un eje gravitacional  para las entidades que 

conforman la red del SNAIPD en Santiago de Cali, que esperarían esta plataforma 

coordinadora como la línea estratégica encargada de direccionar todo el trabajo de 

prevención, atención, restablecimiento socioeconómico (para el asentamiento, 

reubicación o la coordinación de planes de retorno), participación y coordinación a nivel 

interinstitucional. 

 Es posible que los actores encargados de dar realidad a la posibilidad de un PIU 

municipal, hubieran olvidado, en medio del camino, la apuesta investigativa y de 

reunión de insumos para el plan integral, la claridad en la conceptualización de PIU que 

se demanda en la Corte Constitucional y en los decretos enunciados por el gobierno, 

además la propuesta por parte del comité nacional del SNAIPD, quien se encarga de 

conceptualizarlo como habíamos dejado expuesto anteriormente. 

 Al observar el PIU consolidado, hay una clara preocupación, en términos 

prospectivos pues tanto en términos presupuestales como institucionales, la 

aprobación del documento como lo analizamos hoy día84, si bien está sujeto a 

modificaciones, el documento se encuentra ad portas de aprobación lo que puede 

representa un error técnico y político frente a las expectativas de la población víctima 

de desplazamiento forzado, pues no revela en ningún momento, ni por lo menos lo 

afirma muy ligeramente de cómo se desarrollarán los planes y proyectos específicos 

por parte de las entidades del SNAIPD.   

 Así pues, el documento no puede ser tomado como un soporte direccionador de 

la política pública nacional para implementar en Cali, pues es un documento descriptivo 

que revela la situación actual de la población desplazada y que soporta mediante datos 

estadísticos que están desactualizados, la atención en cada uno de sus componentes y 

la caracterizacion a partir de un enfoque diferencial confundiendo la población 

                                                           
84 

 �
 Se reitera el análisis del PIU 2010 para este momento de análisis se obtuvo el documento con 

el que se aprobó el PIU en noviembre de 2010, por ello se habla que está ad portas de aprobación para 
ese momento. 
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desplazada con población vulnerable. 

 

Rastreando la participación  de las organizaciones de víctimas de 

desplazamiento forzado en el Documento PIU 

 Para finalizar, en la lectura sobre el documento encontramos sólo un proceso de 

interlocución que evidencia la representación de las organizaciones frente a política 

pública de orden nacional en el municipio, aunque no hay documentos anexos que 

soporten dicha actividad, como relatorías, documentos de asistencia, firmas, nombres 

de líderes de las mesas. Se señala lo aportado por los líderes en el encuentro, 

mediante una matriz DOFA, que no muestra un análisis posterior por parte del comité 

técnico, o por lo menos una reflexión que permita observar cuál es la mirada desde la 

institucionalidad a la representación de las víctimas de desplazamiento forzado sobre 

política pública. 

 El documento consolidado del PIU municipal 2010 muestra la lectura de algunas 

de las organizaciones de víctimas de desplazamiento forza mediante una matriz DOFA 

en su definición de prioridades en el marco de atención y restitución de derechos, esta 

experiencia parte de un proceso de construcción de demanda de las víctimas, según lo 

revela el documento. La actividad se dio con unos líderes de la Mesa Municipal de 

Organizaciones de Población en Situación de Desplazamiento Forzado –MMOPSDF-, 

quienes fueron los encargados de realizar un análisis DOFA por fases de atención, 

líneas de ejecución de la alcaldía, las posibilidades de presupuesto para financiación 

de proyectos que les permita el afianzamiento de sus demandas, el autosostenimiento 

o la construcción de múltiples escenarios que permitan la reivindicación como sujetos 

políticos y sociales. El análisis es respecto a la situación de las victimas del 

desplazamiento forzado en la ciudad de Cali, en la cual se tienen encuentra a los 

siguientes grupos poblacionales, niños, jóvenes y adultos. Como se muestra en el 

gráfico siguiente: 
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GRÁFICO 6: 

MATRIZ DOFA CONSTRUIDA POR LA MMOPSDF85 

 

 

NIÑEZ: 

DEBILIDADES: 

• Alto Impacto Psicológico (aspecto 

emocional) 

• Desconocimiento de sus derechos 

• Desarraigo 

 

FORTALEZAS: 

• Valores Humanos (respeto) 

• Mayor capacidad de adaptarse y 

aprender 

• Facilidad de desarrollo 

cognoscitivo y motor 

• Interés y deseo de participar, 

colaborar  (solidaridad) 

• Resistencia 

AMENAZAS: 

• Ambientes insanos: inseguridad, 

vandalismo, drogadicción, porte de armas, 

entre otros. 

• Maltrato infantil (explotación, abandono, 

discriminación) 

OPORTUNIDADES: 

• Estudios y capacitaciones 

• El rol asumido por las mujeres 

como madres 

• Cultura, idiosincrasia del lugar de 

                                                           
85 

 �
 El proceso de construcción de la demanda de la víctima de despalzamiento forzado, se inicio el 

10 y 11 de febrero no se especifica año, en una finca en Rozo (Valle del Cauca) aquí los líderes de la 
Mesa Municipal de Organizaciones de Población en Situación de Desplazamiento Forzado –MMOPSDF-
, generaron un análisis DOFA  respecto a la situación actual de la población en la ciudad, teniendo en 
cuenta los siguientes grupos poblacionales (…) Ibíd. pág. 60. 
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• Déficit alimentario nutricional  

• Falta de Política Pública sobre atención a 

los niños: espacios de recreación, cultura, 

deportes, etc. 

• Familias con pocos recursos económicos 

• Violencia intrafamiliar 

• Intolerancia por parte de los niños de la 

ciudad 

origen 

• Normatividad: Ley de Infancia 

 

 

JUVENTUD: 

DEBILIDADES: 

• Baja autoestima 

• Poco interés por el estudio 

• Falta de herramientas sociales (apoyo y 

acompañamiento) 

• Proyecto de vida no definido 

• Desconocimiento de la normatividad 

• Falta de identidad 

FORTALEZAS: 

• Liderazgo 

• Resistencia (deseo de vivir, 

fortaleza, vigor, energía) 

• Interés por el deporte y la cultura 

• Talento humano (habilidades sin 

fortalecer) 

• Valores dados por su cultura de 

origen 

AMENAZAS: 

• Baja cobertura escolar y no acceso a la universidad 

• Falta de oportunidades laborales y explotación 

(programas inoperantes) 

OPORTUNIDADES: 

• Ley de juventud 

• Grupos juveniles 

• Programas de estudio y 
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• Ocupación del tiempo libre (TV, Internet, video 

juegos, etc.) 

• Abuso y maltrato 

• Vinculación o reclutamiento forzoso a grupos 

armados ilegales 

• Pandillas, drogadicción, prostitución, porte de armas. 

Interés por el poder 

• Falta de orientación psicosocial y acompañamiento 

• Intolerancia 

capacitaciones 

 

 

ADULTOS: 

DEBILIDADES: 

• Desconocimiento de la normatividad, de los 

espacios, tiempos y formas para la gestión de 

recursos 

• Desconocimiento por parte de la PSD, del 

funcionamiento de la ciudad 

 

FORTALEZAS: 

• Liderazgos 

• Saberes, cultura y tradiciones 

• Diversidad (etnias, géneros, grupos 

poblacionales, etc.) 

• Valores individuales y familiares 

• Resistencia 
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AMENAZAS: 

• Amenazas contra la vida (pocas garantías de 

seguridad) 

• Escasa participación 

• Procesos y actitudes asistencialistas 

• Traumatología institucional 

• Hacinamiento de población desplazada 

(invasiones) 

• Falta de seguimiento a los casos particulares de la 

PSD 

• Bajo nivel académico 

• Pocas oportunidades laborales para esta 

población 

• No superación de duelos 

• Falta de apoyo al restablecimiento 

socioeconómico 

• Ineficiente gestión pública  y uso de los recursos 

públicos 

• Descoordinación y falta de propuestas de la OPSD 

OPORTUNIDADES: 

• Normatividad a favor de la PSD (ley 

387, Decreto 250) 

• Organizaciones de PSD con base en 

las familias 

• Grupos culturales 

• Espacios que posibilitan los 

aprendizajes (Herramientas en 

gestión y desarrollo de habilidades) 

• Acompañamiento de algunas 

instituciones públicas y privadas 

comprometidas 

 

 

 

ADULTO MAYOR: 
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DEBILIDADES: 

• Desarraigo 

• Cambio de roles 

• Desconocimiento de las oportunidades 

• Anclajes a la vida rural 

 

FORTALEZAS: 

• Saberes y cultura 

• Experiencia de vida 

• Sabiduría popular 

• Resistencia física y mental 

• Expresiones orales 

AMENAZAS: 

• Desarticulación en los procesos de 

conformación de las mesas 

• Intolerancia 

• Falta de opciones para ocupación del 

tiempo libre 

• No generación de políticas y programas 

adecuados para el adulto mayor 

OPORTUNIDADES: 

• Ley 387 de 1997 / Sentencia T- 025 

• Mesa Municipal de Organizaciones de 

PSD 

 

 El documento finalmente afirma que: sigue en la actualidad trabajando con 

líderes de las diferentes organizaciones de PSDF, quienes han estado construyendo 

procesos como, la Mesa Municipal de Fortalecimiento de las Organizaciones de 

Población en Situación de Desplazamiento Forzado, las madres líderes del programa 

Familias en acción y por supuesto la Mesa Municipal de Organizaciones de la 

Población en Situación de Desplazamiento Forzado –MMOPSDF-.86 

 La MMOPSDF es un escenario colectivo, que tiene un papel fundamental dentro 

del cambio institucional ya que a partir de su construcción programática en el tiempo y 

                                                           
86 

 �
 Ibíd. Pág. 62. 
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en los escenarios de interlocución y de visibilizarían de experiencias entre la población 

víctima de desplazamiento forzado a constituido un eslabón imprescindible para la 

reivindicación de la administración local. 

 Aunque lo afirma, el PIU no revela ni en su estructura, ni en sus anexos los 

procesos de interlocución generados con la MMOPDFS, si bien muestra sólo un caso, 

esto no puede considerarse como una línea organizativa en términos de socialización 

de la propuesta de construcción de la política pública en Cali ni tampoco, como 

proceso de interlocución porque representaría solo un caso, en un solo tiempo. 

 Así pues, si bien existe, existió o ha existido un proceso serio que intente 

enlazar las representaciones de las mesas organizadas para la representación de la 

población victimizada, estos procesos deben ser parte fundamental para revelar en 

este tipo de documento público, pues mostraría  los antecedentes a partir de los 

actores que presionaron el sistema institucional87 para generar una transacción de 

derechos que se venían dando de una forma descoordinada y centralizada desde la 

política nacional, el nivel de participación de las organizaciones y entidades implicadas 

y las garantías para con la MMOPSD y de igual forma para la mesa del SNAIPD y de 

los demás entes participantes. 

 

 

 

 

                                                           
87 

 �
 Que organismos cobren vida y cómo evolucionen son hechos determinados fundamentalmente 

por el marco institucional. A su vez ellos influyen en la forma en que evoluciona el marco institucional. 
Pero, como observamos antes, el acento en este análisis recae en las instituciones que son las normas 
subyacentes del juego y el acento en las organizaciones (…) recae principalmente en su papel como 
agentes del cambio institucional; por consiguiente, el énfasis está marcado en la interacción entre 
instituciones y organismos (…) (Douglas, 2006:15) 
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2. EVALUACIÓN EX – ANTE DE LA POLÍTICA PÚBLICA DE LA ATENCIÓN DE 

LAS VÍCTIMAS DE DESPLAZAMIENTO FORZADO EN CALI EN EL CICLO 

DE RETORNO; DOCUMENTO PIU 2008-2010. 

 

Reconocimiento de la problemática 

 El desplazamiento forzado por la violencia en Colombia se vuelve un problema 

de relevancia política y social, cuando es reconocido a nivel nacional a mediados de la 

década del 90, en el gobierno del expresidente Ernesto Samper Pizano (1994-1998); a 

partir de la respuesta estatal mediante los documentos CONPES 2804 Y 2924, que 

más tarde se convertirían en la base jurídica e instrumental para la ley 387 de 1997, 

donde se reconoce el desplazamiento forzado oficialmente en el país y la 

caracterización del sujeto que es objeto del desplazamiento en Colombia, y una serie 

de mejoras a los CONPES anteriores para ampliar la gama de derechos y la garantía 

constitucional del acceso institucional para satisfacer las necesidades de las víctimas 

en Colombia. Luego la sentencia T-025 de 2004 y sus respectivos autos  generarían 

una experiencia jurisprudencial riquísima en la búsqueda de la garantía efectiva de las 

víctimas, que si bien es un fenómeno complejo y presupuestalmente ambicioso, la 

Corte Constitucional ha construido una de las historias jurídicas más importantes en lo 

que a restitución de derechos fundamentales se refiere, experiencia clave  a nivel 

internacional, que hoy sigue siendo una tarea por tutelar. 

El nacimiento de las políticas públicas de atención al desplazamiento forzado en 

el Valle del Cauca. 

 Si bien, a pesar del reconocimiento de la problemática del desplazamiento 

forzado por el gobierno nacional en su capacidad instrumental, emitiendo una ley 

constitucional de reconocimiento y planeación institucional para garantizar la restitución 

de los derechos vulnerados a las víctimas con la problemática de la violencia, a nivel 

regional, específicamente en el Valle del Cauca, para esa fecha, la fenomenología del 

desplazamiento forzado no fue reconocida con tal grado de importancia, pues no se 

reconocían los efectos de la violencia en el país como un problema socialmente 
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relevante en el Valle del Cauca, pero sí se reconocía el conflicto armado, social y 

político como un campo de importancia en el desarrollo social y económico en este 

departamento. Al respecto en la investigación base de apoyo de este análisis en el 

Valle del Cauca (Zamora y Cano, 2009: 79) comenta un funcionario de la 

administración departamental 1998-2002: (…) el problema aquí era la guerra, el 

problema aquí no era el desplazamiento. 

 Este fenómeno de invisibilización de la problemática en 1998,  obedeció a la 

voluntad institucional de la agenda pública, que sólo reconoció escenarios de 

confrontación entre los grupos guerrilleros con las fuerzas militares del estado y que le 

restó importancia al tema del desplazamiento forzado en el Valle pues era considerado 

como un efecto con índices mínimos en el departamento. Si bien la fuente oficial para 

esa época el SUR (Sistema Único de Registro) y el SISDEH (Sistema de Información 

sobre el Desplazamiento Forzado y los Derechos Humanos) de CODHES, atisbaban la 

problemática para 1998, en el Valle el problema era considerado como mínimo. Esta 

situación de invisibilización de la problemática  se evidencia desde la memoria 

institucional, en palabras de un funcionario de la administración Gardeazabal (Ibidem): 

En este momento, en 1997-1998, la población desplazada en el Valle del Cauca 

era mínima, no existía (…) No había desplazamiento, el desplazamiento forzado 

generado por las guerrillas no era un desplazamiento mayúsculo (…) No había 

una población desplazada en el Valle del Cauca. (Op cite p. 48) 

 Durante este periodo, bajo el gobierno de Gustavo Álvarez Gardeazabal (1998-

2000) se reconocería en el plan de desarrollo departamental la existencia del conflicto 

político armado interno, entre los grupos guerrilleros (FARC-EP, ELN  y Jaime Bateman 

Cayón) y las fuerzas militares estatales; (Op cite p. 77) este plan de desarrollo 

establecía la “creación de escenarios y las condiciones propicias para que en la región 

Vallecaucana se adelantaran diálogos regionales de paz” (Decreto No 0867,1998:4), en 

el marco de este plan de gobierno departamental se crea la oficina de Gestión de Paz y 

Convivencia y se convocó la convención departamental de la paz. (Op cite) 

“Aunque se reconociera la existencia del conflicto político armado interno en el 
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territorio vallecaucano, en el Plan de Desarrollo Departamental, no se 

reconoció, de manera explícita, la existencia de la problemática del 

desplazamiento forzado por la violencia. Sin embargo, esta administración 

departamental, durante el mismo año, en el cual fue decretado el Plan de 

Desarrollo Departamental, tomó la decisión, de constituir el Comité 

Departamental de  Atención Integral a la Población Desplazada, de acuerdo con 

lo establecido en el artículo 7 de la ley 387 de 1997 (Zamora y Cano, 2009: 77) 

 Aunque se crea el Comité Departamental de Atención integral a la Población 

Desplazada (CDAIPD), es en el siguiente año (1999) que se instala el comité 

formalmente en la administración de Juan Fernando Bonilla Otoya. Este comité se 

formaliza con la estrategia del gobierno nacional, de fomentar la descentralización de la 

política pública nacional a los entes territoriales, este producto de la gobernación se dio 

debido a la presión institucional en el que el escenario de conflicto en el Valle del 

Cauca se agudiza con la aparición del paramilitarismo en el departamento, grupo que 

se señala como principal agente generador de desplazamiento forzado en el Valle 

(Franco y Catamuzcay, 2003: 52) 

El inicio de la incursión armada de las denominadas AUC en el Valle del cauca 

en 1999, sobre territorios donde habían mantenido presencia histórica los 

grupos guerrilleros, originó el incremento de la confrontación armada por el 

control territorial, ocasionado a su vez el aumento del desplazamiento forzado 

en el Departamento(Zamora y Cano; 2009: 37). 

 Esta problemática del desplazamiento forzado, se presentaba principalmente de 

manera individual y en la mayoría de los casos la población venía desplazada 

forzadamente de departamentos vecinos, uno de los factores que coadyuvó a la 

invisibilización del fenómeno fueron las falencias en los sistemas de registro oficiales y 

la debilidad del sistema institucional en la toma de declaraciones, la ruta de atención, la 

respuesta de inclusión y reconocimiento como víctima de desplazamiento forzado, y 

aducido a ello,  el miedo de la víctima para realizar la declaración. 

 Es a finales de agosto de 1999 cuando por primera vez en el departamento se 



114 
 

reconoce oficialmente por parte del gobernador de Juan Fernando Bonilla, la presencia 

de 250 desplazados y seis civiles muertos en el centro del Valle desde el primero de 

agosto de ese mismo año, a pesar de las acciones de algunas organizaciones sociales 

y de derechos humanos por visibilizar la problemática desde mucho antes a la 

administración del departamento. Aún así, las cifras se consideraban ínfimas frente a lo 

expresado por la Defensoría del Pueblo, que consideraba ese mismo día, que el 

número de desplazados en centro del Valle era de mil víctimas y que el número de 

civiles muertos era de catorce.  

 Es en el año 2000 cuando el Gobierno nacional en administración del presidente 

Pastrana, modifica toda la estructura institucional del Sistema Nacional de Atención a la 

Población Desplazada (SNAIPD), se suprime la Consejería Presidencial para la 

Atención a la Población Desplazada y se le encarga toda la coordinación de la política 

pública nacional a la Red de Solidaridad Social, con la responsabilidad de que ésta 

entidad propendiese por crear a nivel departamental y municipal los comités de 

atención integral a las víctimas del desplazamiento forzado88. Esto indudablemente 

significó la desarticulación de la política pública nacional y la descentralización de los 

recursos que serían directamente buscados por el departamento, para atender a la 

población desplazada, ante organismos de cooperación internacional, ONG nacionales, 

y coordinar las acciones con las entidades nacionales y locales. 

 En el año 2000 como Gobernador electo, Germán Villegas Villegas hace un 

reconocimiento de la problemática  en el plan de desarrollo del departamento, donde 

se caracteriza  de forma breve la situación de desplazamiento forzado, en el Valle y el 

lugar de procedencia de las víctimas que recepciona el departamento (Plan de 

Desarrollo 2001-2003: 25). 

 Si bien el desplazamiento forzado entra a reconocerse en el Valle dentro de la 

agenda pública como uno de los temas álgidos, seguía sin hacerse esfuerzo alguno 

por conocer la magnitud de la problemática y el departamento se enfrentaba a un doble 
                                                           
88

 � 
Decreto 2569 de 2000; Artículo 29 Creación de Comités; los alcaldes municipales, distritales y 

gobernadores, crearán los comités para la Atención Integral a la Población Desplazada. 
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esfuerzo en la atención a las víctimas de este fenómeno, pues recaía sobre sí, todo el 

esfuerzo institucional y presupuestal para dar cumplimiento al goce efectivo de 

derechos proferidos en la Ley 387 de 97 y el decreto 2569 de 2000, a pesar del 

esfuerzo por la inclusión de la problemática en la agenda, lo que no había pasado en 

administraciones anteriores. 

 La debilidad institucional y el poco progreso frente a la caracterización del 

campo hizo que  a pesar de que se hubiese artículado a las entidades encargadas de 

dar respuesta a las víctimas, no se hubiese generado una matriz de ejecución ni de 

presupuesto para dar garantías al campo, lo que se tradujo institucionalmente en 

productos poco efectivos.  

 Se avanzó al entregar en su momento la responsabilidad y garantías de 

atención por parte de la Iglesia Católica y la Cruz Roja Internacional para dar atención 

humanitaria de emergencia y de respuestas contingentes, pero no se gesto un proceso 

de planificación de la política con proyectos específicos que definieran un eje de 

ejecución claro frente a la problemática del desplazamiento forzado. 

El Retorno como proceso histórico en el Valle del Cauca 

 Es en el año 2000, bajo la administración de Villegas en el Valle del Cauca 

cuando el departamento logra aceptar la fenomenología del conflicto armado, social y 

político, en una de sus variantes más crueles, el desplazamiento forzado. Para ello, 

avanzó sustancialmente en el reconocimiento de la problemática y en las medidas de 

prevención, atención, restablecimiento socioeconómico y en el retorno como medida 

alternativa, incluyendo estas fases de la política pública nacional en el plan de 

desarrollo departamental. 

 Sin embargo, la respuesta institucional siguió siendo contingente y poco 

enrutadora hacia la efectiva restitución de los derechos de las víctimas que día a día 

llegaban al departamento provenientes del suroccidente del país, e incluso del centro y 

norte del Valle para ese momento; y eso se evidencia en la falta de una plataforma 

institucional con unas líneas de acción y presupuestos definidos. Cabe afirmar, que 

hubo la intención en el plan de desarrollo en donde se plantearon objetivos específicos 
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y estrategias de apoyo a las víctimas, pero el presupuesto se convirtió en una 

talanquera para materializar los planes de atención a los desplazados. 

Sin embargo, el presupuesto asignado, a estas alternativas de solución 

dispuestas, para la problemática del desplazamiento forzado en el Valle del 

Cauca, fue limitado o nulo, dentro del plan de inversiones (2001-2003), el cual 

contenía los montos establecidos, para la ejecución de los diferentes programas 

y subprogramas, con los que se buscaría dar cumplimiento, a los objetivos 

generales y específicos, definidos en el plan de desarrollo departamental 

(Zamora y Cano; 2009: 37). 

 Sin duda en el marco de este proceso, el retorno nace como una de las 

iniciativas a consolidar en la apuesta a una solución de atención a las víctimas, no 

obstante el retorno ya se había formulado como uno de los ciclos demandados por la 

política pública nacional en el decreto 173 de 1998, pero es con el decreto 2569 del 

2000 con la creación de los Comités Territoriales de Atención a la Población 

Desplazada que el retorno por primera vez, se constituye como uno de los ciclos de 

estabilización socioeconómica con carácter de obligatoriedad para los entes 

territoriales (distritales, departamentales y locales). 

 En el Valle del Cauca el retorno es mencionado por primera vez dentro de los 

planes de atención a la población desplazada en el año 2001, administración de 

Germán Villegas Villegas, si bien hubo dificultades en la construcción de un plan de 

atención a la población, se avanzó en plantear el retorno como solución a esta 

problemática. 

 Este ciclo de atención se diseñó, mientras el conflicto político en el 

departamento era latente y sostenido. Así pues, se trataba de una solución contingente 

a una problemática que se agudizaba por el escenario crítico del conflicto (Zamora y 

Cano, 2009: 112). En este escenario crítico la población comienza por asentarse en 

albergues o en sitios temporales de residencia, por sus propios medios o a través de la 

asistencia gubernamental, para sobreponerse a la situación, que con el paso del 

tiempo se fue constituyendo en un asentamiento permanente para muchas de las 
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víctimas. La Oficina de Gestión de Paz y Convivencia para la época, respecto de los 

planes de retorno, afirma: 

La experiencia de retornos voluntarios en el Valle del Cauca es, si se quiere, 

emergente, nace en el curso de los esfuerzos de la oficina de Gestión de Paz y 

Convivencia por atenuar el impacto del conflicto en la región, de diálogos 

exploratorios con los distintos actores armados irregulares en la región, y en el 

momento más crítico de desplazamiento en el Valle (Zamora y Cano; 2009: 113). 

 Se hacía indispensable entonces que para lograr este ciclo de atención las 

instituciones brindasen todas las garantías demandadas por la ley basada en los 

principios del Derecho Internacional Humanitario89 y en las ordenanzas de la Corte 

Constitucional, esto sin lugar a dudas, dada la exigibilidad del ciclo requería de que el 

territorio donde había sido victimizado el desplazado, que bajo una condición voluntaria 

quisiese retornar, debía contar con presencia del estado (fuerza e institucionalidad) 

para asegurar las condiciones de éxito del proceso y evitar la revictimización. 

 Este tipo de compromisos por parte de las instituciones para planear toda la ruta 

de acompañamiento a futuros procesos de retorno individual o masivo, se debían 

definir por el CDAIPD (Comité Departamental de Atención Integral a la Población 

Desplazada) en el Valle, escenario en donde se definían y programaban estos 

compromisos, pero a pesar, de enunciar el tema, los mecanismos de control y 

seguimiento para este ciclo en particular, nunca se cumplieron. 

 Si bien, en la administración de Villegas, se avanzó al establecer el retorno 

como alternativa de solución a la problemática del desplazamiento forzado, en el 

desarrollo de la normatividad y de las directrices definidas por la política pública 

nacional, esta propuesta quedó solo en la enunciación y en precarios 

                                                           
89 

 �  
En el DIH, sección V sobre los principios relativos al regreso, reasentamiento y reintegración 

se establecen las directrices normativas que deben seguir las instituciones y organizaciones nacionales 
e internacionales en el acompañamiento de procesos de retorno, principios como el de la voluntariedad, 
seguridad, dignidad. 
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acompañamientos de procesos de retorno, que al igual que la AHE (Asistencia 

Humanitaria de Emergencia) no hizo parte de un plan de acción, en el cual se 

definieran indicadores para el seguimiento de los ciclos y su concerniente evaluación. 

Por otro lado, se careció de la asignación del presupuesto necesario para ejecutar los 

proyectos y planes que se realizarían luego de producirse los procesos de retorno. 

Además las instituciones no cumplieron con las garantías constitucionales a las 

víctimas antes de iniciar los procesos de retorno. 

 Pero estos procesos se fortalecieron en la administración de Angelino Garzón en 

el periodo 2004-2007; aunque para el 2004 ya se reconocía que el tema del retorno era 

imposible90, por el fenómeno de agudización del conflicto armado en el Valle del 

Cauca, lo que había generado una desterritorialización91 del campesinado y una 

profunda concentración de la tierra a manos del monocultivo de caña de azúcar en el 

departamento, lo cual hacía inminente la reubicación o los planes de reasentamiento 

en los municipios receptores. 

 La voluntad de la administración de Angelino Garzón respecto al tema del 

fortalecimiento de los CAIPD en el asunto de la AHE y retorno fue un eje fundamental 

en el plan de desarrollo, donde se establecieron temas específicos92 en relación al 

                                                           
90 

 �
 La situación de violencia política y social en el valle del cauca, un informe para reflexionar 

 Hernán Sandoval defensor del pueblo regional Valle del Cauca. Ponencia presentada en primer 
Seminario Taller Departamental de Convivencia Pacífica. Organizado por CEDETES (Centro para el 
Desarrollo y Evaluación de Políticas y Tecnología en Salud Pública) Memorias en la pagina web  
www.cedetes.org   

 
91 

 �
 El desplazamiento forzado ha ocasionado la desterritorialización del campesinado, llevándolos 

lejos de sus espacios vitales, ancestrales, culturales, desarmando las redes sociales que durante 
generaciones se habían construido,  la tierra cambio de propietarios, los agricultores que están en la 
zona. 

 
92  

Se encuentra enunciado en el programa de Fortalecimiento de la Paz y la Reconciliación y el 

Perdón.  De la ORDENANZA No.182 de Junio 11 del 2004 de la Asamblea departamental del Valle del 
Cauca “Por la cual se adopta el Plan de Desarrollo del Departamento del Valle del Cauca para el período 
2004-2007: Vamos juntos por el Valle del Cauca”. 
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tema de paz y la atención a las víctimas del desplazamiento forzado. 

 Como respuesta a la población desplazada forzosamente, durante esta 

administración surgieron 11 procesos de retorno masivos de familias provenientes de 

Tuluá, Jamundí, Pradera y el retorno más grande del país  conocido hasta esa fecha  

con el reingreso de a sus territorios de más de 1.200 víctimas provenientes del  

corregimiento Bajo Calima en Buenaventura93 

 Entonces, es preciso afirmar que los procesos de retorno en el Valle del cauca 

se venían dando desde el 2001 en cabeza de la administración de Germán Villegas y 

que, Angelino Garzón en el 2004 retoma nuevamente la alternativa de retorno como 

una solución a tema del desarraigo. 

 Como lo muestra  la Oficina de Gestión de Paz y convivencia, sobre los 

procesos de retorno con acompañamiento institucional94 en el gráfico siguiente: 

 

 

 

 

 

 

 

 

                                                           
93  � 

Esta información se encontró en el diario El País, Cali Valle del Cauca; El Gobierno de la 
Concertación. Este diario fue consultado en el mes de noviembre del año 2011 durante el proceso de 
seguimiento a noticias sobre retornos en el Valle del Cauca. 
 

 
94  

Cuadro obtenido de la revista Paz y Convivencia; liderando políticas de prevención y retornos de 
la oficina de Gestión de Paz y Convivencia. Consultada en el mes de noviembre del año 2011 
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GRÁFICO 7: 

Retornos en el Valle desde 2001 con acompañamiento institucional 

 

 Si bien, el Valle del Cauca ha tenido experiencias en el acompañamiento a  

procesos de retorno especialmente en el retorno de las víctimas del Bajo Calima, no se 

puede afirmar que estos procesos hayan sido exitosos, pues la falta de seguimiento y 

sistematización de la experiencia institucional y de la población después del fenómeno 

de retorno en sus lugares circunscritos nunca se dio plenamente , lo cual deja en tela 

de juicio la efectividad real de estos procesos, pues la obligación del estado una vez se 
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da el retorno es inminente para recuperar la seguridad no sólo del espacio, sino de los 

impactos psicosociales, socio estructurales que atañen en la víctima y que por 

supuesto tiene que ver con el aseguramiento de la subsistencia y consecuentemente 

con la permanencia en el hábitat. 

 Frente a la falta de efectividad de esos procesos de retorno, específicamente el 

de la experiencia que tuvo la Gobernación del Valle con las familias desplazadas del 

corregimiento del Bajo Calima, una funcionaria de la Asesoría de Paz revela: 

(… )Después del tiempo  fue que me di cuenta que habían una familias que ya 

estaban desaparecidas, que las habían  supuestamente asesinado, no sé por 

qué “entes” pasó esto pero si hubo muertes después de este retorno y 

reubicación, eso fue la experiencia que tuvieron en la gobernación y que me 

parece que uno tiene que tener una experiencia para hacer todo este proceso, 

fue una experiencia piloto y que deben seguirlo haciendo, pero que  sepa de 

otros procesos no.95 

 El objeto de estudio de esta tesis de grado es analizar la política pública frente al 

desplazamiento forzado en el campo del retorno desde la ciudad de Cali hacia los 

lugares de expulsión de la víctimas de desplazamiento forzado, de las garantías que 

tiene esta ciudad en específico para retornar a la población desplazada, es por ello que 

el tema del Valle es imprescindible en la medida del análisis, pues clarifica un 

escenario macro-institucional que afecta los lineamientos de atención a las víctimas en 

esta ciudad, por lo tanto, no es nuestra intención ahondar sobre las respuestas de las 

administraciones departamentales, ni tampoco hacer el seguimiento de efectividad de 

los procesos de retorno. 

 Consideramos importante mostrar el escenario sobre el cual se funda en el Valle 

la política pública de desplazamiento forzado a nivel regional y cómo incide en el 
                                                           
95  

La entrevistada es Alba Marina Gómez funcionaria de la Asesoría de Paz de Cali, quien revela 
en la entrevista realizada el 29 de marzo, los procesos de revictimización de algunas familias retornadas 
en el corregimiento del bajo calima, cabe aclarar que la mencionada conoce bien la situación presentada 
en el Bajo Calima dada su experiencia en la UAO de Cali, aunque, no hizo parte de ese proceso, del 
gobierno de Angelino y que la alcaldía de Santiago de Cali no participó en ninguno de los proceso 
masivos de retorno que lideró la gobernación durante el 2004 y 2005. Escuchar Cd Anexo: entrevistas. 
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escenario local, cómo se visibiliza la problemática y cuáles son los retos en materia de 

retorno más importante que se ha hecho alrededor de la década, por eso la 

importancia de llegar al gobierno de Angelino Garzón, pues fue una administración que 

participo96 en procesos de consolidación institucional en el marco de las víctimas de 

desplazamiento forzado y en propender por escenarios de construcción de paz. En las 

administraciones siguientes es muy poco lo que se puede percibir en procesos de 

retorno y en consolidación institucional a nivel departamental; de hecho la 

administración municipal, (Asesoría de Paz), no tuvo articulación de ejes programáticos 

por parte de las entidades del SNAIPD y del municipio con la Gobernación del Valle 

durante el gobierno de Juan Carlos Abadía y la subsiguiente de Francisco José 

Lourido, en ese escenario ha tenido que construir su propio proceso al interior de las 

entidades territoriales y el Ministerio del Interior. 

 Como lo devela otro fragmento de la entrevista a la funcionaria Alba Marina 

Gómez, quien lleva alrededor de una década en la Asesoría de Paz; 

No ha habido el espacio, este año (2011), no ha habido un comité departamental 

como el año pasado, sé que hubo dos comités departamentales apenas se 

posesionó  el nuevo gobernador e hicieron invitaciones aquí directamente al 

programa, pero este año no, no he visto la presencia de la gobernación, para 

nada, nos hemos visto en espacios y en jornadas de reuniones pero articulados 

como tal en procesos como tal, no. Hay gente de población desplazada que está 

llegando de otras ciudades (del Valle del Cauca), aquí, al proceso que nosotros 

tenemos, porque se dan cuenta que nosotros tenemos la UAO, que es de aquí 

de Cali, pero se supone que gente que viene de otros territorios, que vienen por 

amenazas,  se supone que la gobernación debe estar prestando esa atención, 

pero vienen a recurrir a nosotros; nosotros tenemos una ruta de protección a los 

lideres desplazados a través de la secretaría de gobierno, pero usted sabe que 

eso es territorial no es departamental, ellos tienen otras rutas, pero no sé, si la 

                                                           
96  �

 La participación en los procesos se dio por la coyuntura presentada en su etapa como 
gobernador, carecemos de los elementos para decir que fue voluntad política o la puesta en marcha de 
lo ordenado por la Corte Constitucional. 
 



123 
 

población no la está usando es porque no hay como una ruta muy concreta que 

haya por la gobernación.”97 

 Así pues, el análisis de lo sucedido en el Valle del Cauca se hace imprescindible 

para comprender el escenario administrativo en el cual estaba inmersa la ciudad de 

Cali y que, directamente afectaba su proceso de construcción institucional y la 

concerniente consolidación del Comité Municipal de Atención a la Población en 

Situación de Desplazamiento (CMAPD) a través de los enlaces la red del SNAIPD y de 

las entidades de la administración municipal. 

Consolidando la política pública de atención a víctimas de desplazamiento 

forzado en Santiago de Cali. 

 Los escenarios a nivel administrativo como el del Valle del Cauca afectaron 

directamente al municipio, específicamente por su condición de ciudad-región, temas 

álgidos como el de la invisibilización de la problemática,  del escaso espacio de las 

víctimas en la agenda municipal, la inexistencia de reivindicaciones ante la presión de 

las organizaciones de derechos humanos y desplazados ante Acción Social y la 

alcaldía, la falta de compromiso presupuestal y la inexistencia de un Plan Integral 

Único (PIU) durante la década del 2000, fueron episodios de un fenómeno mucho más 

grande, que incluía la falta de respuesta del Ministerio del Interior y de Justicia ante los 

presupuestos exigidos por la entidad territorial, la capacidad de un estado en la 

voluntariedad de resarcir los daños ocasionados a las víctimas del conflicto armado y la 

falta de la articulación de procesos con compromisos serios entre la Gobernación y la 

Alcaldía de Santiago de Cali, lo cual dificultaba más la consolidación de una política 

pública municipal. 

 Si bien el escenario del Valle era un reflejo a gran escala de lo que sucedía en 

Cali, la primera vez que en el municipio se avista un aterrizaje de la política pública 

                                                           
97 �  

La entrevistada es Alba Marina Gómez funcionaria de la Asesoría de Paz de Cali, quien en la 
secretaría del PIU fue la encargada de ser el eje receptor de los productos de las mesas temáticas, 
integradas por subcomités de trabajo (todas las entidades del SNAIPD y las secretarías). Entrevista 
concedida en las instalaciones de las Asesoría de Paz 29 Marzo 2011. Escuchar Cd Anexo: entrevistas. 
 

 
. 
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nacional al escenario local es en 1998, el Congreso de la República sanciona la ley 

387 de 1997 en la cual se establece la creación de los Comités de Prevención y 

Atención Integral a la Población Desplazada, definiendo cómo estarían compuestos 

dichos comités (departamentales, distritales y municipales), este comité sesionaría una 

vez al mes y en caso de ser necesario por cualquier eventualidad. Estos comités 

fueron reglamentados a nivel nacional por el decreto 2569 del 2000.  

 El CMAIPD en Cali se creó mediante el decreto municipal 1171 del 4 de julio de 

1998, durante el periodo del alcalde, Ricardo Cobo, qué señala la siguiente 

constitución:1.El Alcalde de Santiago de Cali o su Delegado 2.El comandante de la 

Brigada o su Delegado 3. El Comandante de la Policía Nacional o su Delegado 4. El 

Secretario de Salud Pública Municipal o su Delegado 5. El Director del I.C.B.F o su 

Delegado. 6. Un representante de la Cruz Roja Colombiana. 7. Un representante de 

Defensa Civil. 8. Un representante de la Iglesia. 9. Representantes de la población 

desplazada. Se espera que con su gestión jurídica y asistencial el Comité logre 

garantizar mejores condiciones de vida y supervivencia para la población desplazada 

de nuestra ciudad que sobrepasa cada mes unos 280 nuevos visitantes98. 

 Dos años mas tarde, con el decreto presidencial 2569 de 2000 se ratifica esta 

disposición y se responsabiliza a la Red de Solidaridad Social (Hoy Agencia 

Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional) de la coordinación 

del SNAIPD y en cuanto a la figura de los Comités, la encarga de promover, en nombre 

del Gobierno Nacional, la creación de estos espacios a nivel territorial, de asistir a las 

sesiones de dichos comités, de coordinar la ejecución de las acciones y brindar apoyo 

técnico en las diferentes áreas de intervención de los mismos. Consecuencia de ello,  

el CMAIPD se reestructura un año más tarde con el decreto municipal 2007 de 2001, 

cabe recordar que, como pasó en el Valle del Cauca, la administración de la ciudad en 

cabeza del ex – Alcalde John Maro Rodríguez, debía asumir la búsqueda de 

presupuesto para la atención de la población desplazada, no solo con fondos propios 

sino propender en la financiación local, nacional e internacional. 

                                                           
98  

Información obtenida de la página de la alcaldía Municipal de Cali, en la cual encontramos 
información sobre las cifras que se actualizan mensualmente con las estadísticas de la Asesoría de Paz.  
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Visibilización de la problemática 

 Así pues, en cabeza de la Asesoría de Paz, para el 2001, por primera vez se 

enuncia la problemática del desplazamiento forzado, y se habla de Cali como una  

ciudad atravesada históricamente por estadíos de recepción de los éxodos masivos de 

violencia en nuestro país,  constituyendo el desarrollo de una sociedad caleña con una 

diversidad cultural riquísima, como consecuencia del reasentamiento de los 

desplazados forzados y los migrantes internos durante diferentes episodios de 

violencia  armada en Colombia a la ciudad.99 

Los primeros Esbozos de  Plan Integral Único, PIU 

 En el año  2000 en cabeza del Alcalde Jhon Maro Rodríguez, que por presión de 

un estado que llamaba a las entidades territoriales a incluir en su agenda pública el 

tema del desplazamiento forzado como eje crucial de atención y prevención, se 

inscribe el tema de las víctimas del conflicto armado como uno de los ejes sociales 

dentro del plan de desarrollo, “Plan Municipal de Desarrollo, 2000-2002 (Actividad 

Estratégica 3.9,Actividad Operativa 3.9.1. Estrategia de Reconstrucción del Tejido 

Social)”100. Esta iniciativa sería el principio articulador de una  política pública local de 

enfoque nacional, a partir de la designación de comités municipales, distritales y 

departamentales encargados de coordinar las respuestas idóneas en materia de 

prevención, atención humanitaria de emergencia, estabilización socioeconómica y 

retorno y reasentamiento. Además de crear los mecanismos procedimentales 

necesarios para la interlocución entre los gobiernos locales y el INCORA, a fin de evitar 

la expropiación de las tierras abandonadas por las víctimas de desplazamiento forzado, 

generando procesos de titulación a los poseedores, tenedores y ocupantes del bien 

inmueble. 

 Un plan de desarrollo que si bien enunciaba actividades centradas en la 

atención y prevención, carecía de un plan articulador de las entidades y que, concluye 

en muchas reuniones del CMAIPD y los subcomités, pero con poco presupuesto para 

                                                           
99  �

Ibídem.  

 
100  �

Op.Cit. Pág. 8. 
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desarrollar las estrategias propuestas, debido a la primacía de intereses de la 

administración municipal en la agenda pública. 

 En 2004 Luis Fernando Ortega Fernández asesor de paz del gobierno de 

Apolinar Salcedo, alcalde de Cali para esa época,  genera los primeros pasos para la 

consolidación del PIU en términos estructurales, con un fuerte enfoque de análisis de 

conflictos en la PSD, aunque la idea de interlocución de una política municipal con la 

política nacional siguió sin dar resultados reales en la agenda de gobierno.  

 En 2007, Carlos Rojas  Interventor de la unidad coordinadora Municipal, planteó 

la necesidad articular lo establecido en el decreto 250 de 2005 y que los entes 

municipales  debían hacer sus propios planes integrales únicos en articulación con el 

SNAIPD (Sistema Nacional de Atención Integral a la Población Desplazada). Pero el 

Plan Integral Único siguió sin surtir efecto en la edificación de un proceso que 

argumentara la voluntad administrativa y no retórica del gobernante. 

 Para ese año se crea el primer borrador del documento PIU en el municipio, que  

se retoma del gobierno de Apolinar Salcedo en 2005 y se incluyen las modificaciones 

propias del contexto del desplazamiento forzado y la fenomenología de la violencia, y 

es a partir de un ejercicio de interlocución coordinada entre el CMAIPD y subcomités 

(prevención y atención y estabilización socioeconómica), a través de mesas de trabajo, 

en las que participaron en un esfuerzo primigenio algunas organizaciones de población 

desplazada. Pero el ejercicio quedó en un documento que no se validaría con sanción 

de la alcaldía, para surtir efecto en los presupuestos de las secretarías y las entidades 

del SNAIPD.  

 Es 2008 en el gobierno de Jorge Iván Ospina que el documento PIU borrador 

fue retomado y se empezó por recomenzar un proceso que ya había sido familiar pero 

que no había sido tomado con toda la voluntad del caso, así pues se instalan las 

mesas temáticas integradas en subcomités de trabajo iniciando  un proceso que como 

producto final debía construir los argumentos y los ejes de acción de la política pública 

de población desplazada en Cali. Así es como la secretaría técnica de la Asesoría de 

Paz sería la encargada de dar avance al proceso de interlocución con la población 
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desplazada y de coordinar el proceso con las mesas temáticas. 

¿Qué hizo que se materializara el PIU en la administración Ospina? 

 Indudable es que los productos de una administración pasan por la voluntad del 

gobernante, a pesar de todas las formas de presión y de sus repertorios movilizadores. 

Es en últimas la voluntad del gobernante la que decide si un problema social es tenido 

en cuenta y se mantiene dentro de los compromisos de la agenda pública. 

 En el plan de desarrollo de posesión del Alcalde Ospina “Para vivir la vida 

dignamente”,  uno de los programas “Cali es nuestra gente”, tenía como marco el 

proyecto “sembrando esperanza,” que propendía por brindar garantías a la población 

en situación vulnerable; entendida como población con escasas oportunidades de 

movilidad social y población desplazada por la violencia asentada en la ciudad; 

Sembrando esperanza. Uno de los problemas que requiere mayor y más 

urgente atención nuestra es la pobreza, el desplazamiento y la vulnerabilidad de 

las personas que se encuentran en dichas condiciones. Por ello, es nuestro 

propósito la mitigación de la pobreza, la restitución de los derechos de los 

desplazados y su incorporación a la vida social y económica y el mejoramiento 

de las condiciones de esta población vulnerable. Entendemos la pobreza no sólo 

como la manifestación de la escasez de recursos económicos sino, también, 

como la condición de vulnerabilidad, la falta de oportunidades para la formación 

académica y el enriquecimiento espiritual que permita aprovechar las 

oportunidades y generar una mejor calidad de vida. La enfrentaremos 

sembrando esperanza en los caleños, restituyendo sus derechos, generando 

equidad, facilitando el acceso de oportunidades que permitan vivir la vida 

dignamente. 

En consecuencia, propenderemos por la protección y atención a la población en 

situación de riesgo e indefensión, así como para los grupos vulnerables 

mediante la creación de hogares de paso; igualmente la atención y orientación a 

la población para la restitución de sus derechos y para el goce efectivo de las 

oportunidades; así mismo, crearemos unidades productivas, fomentaremos la 
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construcción de redes sociales de comercialización, mediante la implementación 

de tradepoints, bolsas de empleo y una certificación de producción socialmente 

responsable, la eliminación de la cultura de la mendicidad, desestimulando la 

caridad, estimulando la solidaridad y promoviendo nuevos liderazgos sociales y 

la unidad cultural y social de la población. 

Proyecto Movilizador: Hogar de paso”101 

 Cabe resaltar que el proyecto no promueve la consolidación de una política 

pública para la población desplazada en el municipio, que estructure una plataforma 

juiciosa de atención, sólo refiere acciones contingentes que propendan por la 

restitución de los derechos de la población, a partir  del acceso a las oportunidades que 

permitan la movilidad social de la población desplazada e incluso no es notoria la 

diferencia entre el concepto de población vulnerable y población víctima de 

desplazamiento forzado. Por último y cómo efecto crucial para el objeto del análisis de 

la voluntad política del PIU, el gobernante define como meta a tres años (2011) un 

proyecto que concluye en la contingencia de la problemática pero no en su atención, ni 

validación, ni un serio proyecto restitutivo de derechos a la población víctima de 

desplazamiento forzado 

Meta: 

-A 31 de diciembre de 2011 se cuenta por lo menos con un hogar de paso102 

El PIU había que hacerlo por norma. 

 Desde 2004 la Corte Constitucional emite una sentencia relevante en la historia 

de restitución de derechos de las víctimas del conflicto armado en Colombia, que se 

venían amparando bajo la ley 387 de 1997; esta sentencia, T-025 estableció una 

mirada crítica al seguimiento sobre el cumplimiento del goce efectivo de derechos  y 

demostró la incapacidad institucional, tanto de los entes territoriales como de la red 

nacional, para la coordinación logística de la atención y prevención del desplazamiento 

                                                           
101  �

En el  Plan de Desarrollo municipal de Cali, para el periodo 2008-2011 esta enunciado el 
proyecto de hogar de paso.  

 
102  

Op. Cit. 
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forzado y de la negligencia de una política pública para la población víctima de 

desplazamiento forzado: 

Las dificultades presentadas eran muchas y la normatividad exigía su puesta en 

práctica, las debilidades identificadas son: 

 No hay concordancia entre la gravedad de la afectación de los derechos a PD, y 

la cantidad de recursos destinados así como la capacidad institucional. 

 Existen vacíos en la formulación e implementación de la política pública: 

Entidades territoriales con bajo grado de compromiso, la insuficiencia en la 

apropiación de recursos y falta de coordinación en la formulación e  

implementación de las políticas. 

 Definió los derechos mínimos que el Estado debe garantizar a la población 

desplazada, advirtiendo también que se debe realizar el máximo esfuerzo  

institucional para asegurar el goce pleno de todos los derechos. 

 La responsabilidad del Estado desde una perspectiva de derechos, orientada a 

garantizar el goce y disfrute de los derechos consagrados, restituir su ejercicio 

efectivo y asegurar la no repetición de los hechos que generaron el  

desplazamiento103. 

 

 Como también una serie de Autos104 de seguimiento a la sentencia T-025 de 

2004,  que son imprescindibles en el momento de analizar la importancia que las 

administraciones locales, distritales y departamentales le dan a la política pública de 

población desplazada y  de la construcción de los CAIPD, para la ejecución de 

actividades que muestren resultados positivos ante el Ministerio del Interior y de 

Justicia y a la Corte Constitucional. 

 

 Es en el 2008 y 2009 cuando la corte decide presionar de forma verificable, 

                                                           
103   

Guía para las entidades territoriales en respuesta al auto 314 de 2009; proyecto id-0018 
promoción y seguimiento a los esfuerzos administrativos y presupuestales de las gobernaciones y 
alcaldías en política de atención a población en situación de desplazamiento Pág. 10. 

 
104   

Autos 176,177 y 178 de 2005, auto 218 de 2006. Ver detalles capítulo I. 
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pidiendo una rendición de cuentas pública por parte de alcaldes y gobernadores del 

país. La Corte Constitucional citaría a los mencionados para que se respondiesen 

preguntas en torno a la consolidación del PIU, las partidas presupuestales, la ayuda de 

las entidades nacionales y la efectividad de planes y proyectos. 

 Los autos a los cuales hacemos referencia son: 

Auto 052 de 2008 

• Por medio del cual solicita a los Gobernadores de cada uno de los 

Departamentos del país y a los Alcaldes de cada uno de los Municipios, remitir a 

la Corte Constitucional la respuesta a una serie de preguntas relacionadas con 

las acciones desarrolladas por la entidad territorial para la prevención y atención 

al desplazamiento forzado. Específicamente sobre temas como la política de la 

entidad territorial para asegurar la atención integral a la población desplazada, la 

evolución de las partidas presupuestales y su respectiva ejecución, la adopción 

de un Plan Integral Único – PIU, el apoyo recibido por la entidad territorial por 

parte de las entidades competentes a nivel nacional, la representación de los 

desplazados en el consejo de planeación, y la adopción de los indicadores de 

goce efectivo de derecho adoptados por la Corte Constitucional, entre otros 

aspectos. 

Ley 1190 de 2008 

Que declara el 2008 como el año de la promoción de los derechos de las 

personas desplazadas por la violencia y dicta otras disposiciones que establecen 

con mayor claridad las competencias y responsabilidades de los diferentes 

niveles del Estado, tales como: 

• Gobernadores y Alcaldes deben realizar 6 acciones para garantizar el 

cumplimiento y materialización de los derechos de la población desplazada. 

1. Diseñar, implementar y aplicar una estrategia que logre mayores compromisos 

presupuestales y administrativos a nivel municipal y departamental dirigida a 

personas en situación de desplazamiento 

2. Definir metas puntuales a corto, mediano y largo plazo para las estrategias de 
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promoción y coordinación con cronograma que permita hacer seguimiento 

permanente de las acciones realizadas. 

3. Diseñar un mecanismo de evaluación periódica que permita hacer los ajustes 

necesarios a las estrategias diseñadas, de tal manera que sea posible adoptar 

correctivos cuando se presenten retrocesos o rezagos en las metas definidas. 

4. Informar oportunamente de una manera adecuada, inteligible y accesible para 

la población desplazada sobre la forma como las entidades territoriales están 

trabajando en el mejoramiento de la atención a la población desplazada y de los 

avances logrados. 

5. Adoptar y aplicar una estrategia que garantice la participación oportuna y 

efectiva de las organizaciones de población desplazada en el ámbito territorial, 

en los procesos de diseño, coordinación e implementación de las estrategias de 

promoción y coordinación que se adelanten. 

6. Diseñar e implementar planes y programas con enfoques diferenciales 

dirigidos a las personas que en situación de desplazamiento, sean sujetos de 

especial protección constitucional o que se encuentren en mayor grado de 

vulnerabilidad.105 

 

Decreto 1997 de 2009 

 

 El cual reglamenta parcialmente la Ley 1190 y define responsabilidades de 

entidades del orden nacional y del orden territorial para la coordinación en 

materia de atención a población  desplazada. 

 

Auto 007 de 2009 

 

Reiteró la responsabilidad del MIJ106 como coordinador de la política de AIPD 

                                                           
105

  Guía para las entidades territoriales en respuesta al auto 314 de 2009; proyecto id-0018 
promoción y seguimiento a los esfuerzos administrativos y presupuestales de las gobernaciones y 
alcaldías en política de atención a población en situación de desplazamiento, Pág 14.  
 
106  �

 Ministerio del Interior y de Justicia. 
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(atención integral a la población desplazada) con las distintas entidades 

territoriales, sin perjuicio de las competencias de coordinación que le 

corresponden a Acción Social y al DNP,  así como al   CNAIPD. 

• El MIJ remitió a la Honorable Corte Constitucional un documento de 

priorización territorial que señala los municipios que requieren más apoyo para 

la atención a la población desplazada. 

• A partir del 1 de abril de 2010 el CNAIPD debe expedir, a cada entidad 

territorial priorizada, un certificado relativo a la suficiencia o insuficiencia de la 

contribución de cada una a la superación del estado de cosas inconstitucional. 

• A más tardar el 15 de abril de 2009 y luego cada año, Alcaldes y 

Gobernadores deben presentar un informe de esfuerzo presupuestal y 

administrativo al CNAIPD identificando las falencias que se presentan y los 

compromisos que asumirán para garantizar el GED de la población desplazada.   

• Aunque se resalta la implementación de programas y acciones de entidades 

del SNAIPD, persiste el estado de cosas inconstitucional declarado en la 

Sentencia T- 025 de 2004.107 

 También es en 2009 cuando la Corte Constitucional decreta el auto 314 de 2009, 

este producto jurídico presionaría a nivel nacional a todas las alcaldías y 

gobernaciones del país y a las entidades de la nación encargadas de la política pública 

nacional y al mismo Ministerio del Interior para que tuvieran que rendir informes sobre 

las acciones previstas en el PIU y sus productos, las garantías reales de participación a 

las organizaciones de población desplazada, las responsabilidades presupuestales con 

tiempos específicos a que habían llegado los CAIPD a nivel municipal, distrital y 

departamental en relación con las entidades del SNAIPD, para verificar el cumplimiento 

de la ley 387 de 97 y de las recomendaciones de la Comisión de Seguimiento a la 

Política Pública sobre desplazamiento forzado. 

 
                                                                                                                                                                                           
 
107  

Guía para las entidades territoriales en respuesta al auto 314 de 2009; proyecto id-0018 
promoción y seguimiento a los esfuerzos administrativos y presupuestales de las gobernaciones y 
alcaldías en política de atención a población en situación de desplazamiento, Pág 13. 
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Auto 314 de 2009 

A través de este Auto de cumplimiento la Honorable Corte Constitucional 

convoca, por una parte, a Sesiones Técnicas Regionales sobre coordinación y 

corresponsabilidad a las entidades nacionales y a las entidades territoriales 

priorizadas y plantea, por otra, los requerimientos de información2 por parte de 

TODAS las entidades nacionales y territoriales, priorizadas y no priorizadas. 

 (…) en el caso particular del desplazamiento forzado, el principio de la 

descentralización implica que las entidades territoriales locales y regionales 

deben establecer una estrategia tendiente a determinar los medios a partir de los 

cuales se atiende y se previene la situación de desplazamiento en su territorio 

destinando los recursos necesarios para ello, e implementando programas y 

proyectos específicos conforme a las particularidades de su territorio y a la 

población desplazada que se ubique en su jurisdicción. 

 (…) El principio de coordinación significa que las entidades territoriales 

deben establecer su estrategia de acción, en armonía con los parámetros 

establecidos en las leyes nacionales y decisiones de la Corte Constitucional, y 

conforme a los canales e instancias de coordinación del sistema nacional de 

atención integral a la población desplazada –SNAIPD-. 

 La concurrencia llama a las entidades locales y regionales a respetar los 

límites de cada autoridad territorial. 

 El principio de subsidiariedad determina que, en el evento en que las 

autoridades territoriales no cuenten con la capacidad presupuestal e institucional 

requerida para atender la dimensión del desplazamiento en sus localidades, sus 

obligaciones propias deben ser atendidos por las entidades de niveles 

superiores.108 

 

 Es en este escenario nacional en el que la Alcaldía de Jorge Iván Ospina 

aterriza y por lo tanto, debe rendir unos productos, es necesario entonces hacer una 

serie de cambios en el Plan de Desarrollo municipal que incidan a largo plazo en las 

                                                           
108  �

Ob Cité; Pág 19. 
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necesidades de la población, en la garantía restitutiva de sus derechos a través de una 

política pública; necesaria, para evitar sanciones por parte de la Corte Constitucional; 

así, en un estadío de combinación de fuerzas, la de las organizaciones de población 

desplazada que por años venían exigiendo garantías reales en su condición de 

ciudadanía y por visibilizar la problemática ante la ciudad, la de organizaciones 

internacionales y  la academia a través de espacios de formación de la opinión pública 

sobre la problemática y la de las mismas entidades de atención a la población 

desplazada que se veían abandonadas por un estado que había delegado toda la 

responsabilidad logística y presupuestal a los entes territoriales, y que a falta de un PIU 

debían esperar a que los presupuestos nacionales alcanzaran para ser atendidas, y la 

de la misma Corte Constitucional, es que, se hace posible la materialización de un 

proceso que se venía gestando lentamente desde cinco años atrás. 

 Así lo afirma una de las funcionarias históricas de la Asesoría de Paz, que hizo 

parte de intentos de construir un PIU sin productos reales al finalizar los mandatos 

debido a la voluntad política de las administraciones anteriores y de la administración 

de Jorge Iván Ospina;  

 Entrevistadores: esa visibilización que se les ha dado a los desplazados en la 

última administración municipal, se debe a qué ¿a voluntad de la administración, 

al compromiso con la población o a la presión de los autos de la Corte 

Constitucional? 

Yo pienso que, primeramente que todo es la presión que le da la corte 

constitucional al ministerio y posteriormente al ente territorial y la gobernación y 

segundo, hay compromisos yo pienso que es que, no todo no se haya hecho, si  

hay compromisos de entidades y hay BP con presupuestos, ahí se está viendo 

un compromiso. De entrada la voluntad del gobierno de arriba, las altas esferas 

porque pues nosotros podemos hacer muchas cosas pero a veces el 

presupuesto no alcanza.”109 

                                                           
109 

La entrevistada es Alba Marina Gómez funcionaria de la Asesoría de Paz de Cali, entrevista 
realizada el 29 de marzo. Escuchar Cd Anexo: entrevistas. 
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 Es en el 2009 que la Alcaldía decide retomar por medio de la Asesoría de Paz 

un proceso que se había gestado varios años atrás y que incluía asumir 

responsabilidades presupuestales y programáticas por parte de las entidades 

territoriales,  la red del SNAIPD y algunas organizaciones de población desplazada 

forzadamente, quienes integraban las diferentes mesas temáticas y formaban 

subcomités de trabajo (en relación a cada uno de los ciclos de la política pública 

nacional: prevención, asistencia humanitaria de emergencia, restablecimiento 

socioeconómico), estos subcomités tenían unas responsabilidades que eran los 

acuerdos a los cuales llegaban después de amplias discusiones al interior de las 

mesas, como lineamientos de acción que tenían que ver con proyectos específicos en 

relación a la población desplazada y de responsabilidades presupuestales para 

materializar esas acciones específicas.  
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4. ANÁLISIS DEL PROCESO DE CONSTRUCCIÓN DE LA POLÍTICA PÚBLICA  Y 

EL PLAN INTEGRAL ÚNICO (PIU) DESDE LAS REPRESENTACIONES DE 

CIERTAS ORGANIZACIONES DE VÍCTIMAS, ALGUNOS SECTORES DE LA 

ACADEMIA Y  LOS FUNCIONARIOS PÚBLICOS DE LA ASESORÍA DE PAZ 

 En el nacimiento de la política pública de atención a la población victima de 

desplazamiento forzado se ha hecho manifiesta la participación de diferentes actores 

que desde varios espacios han logrado sedimentar los muros construidos por las 

indolencia institucional, el papel más importante lo han desempeñado en primera 

instancia las víctimas de desplazamiento forzado, quienes con sus múltiples acciones 

de tutela ante la corte han gestado la sentencia T-025, los autos subsecuentes, y la ley 

387 de 1997; ésta presión  ante la corte y la reacción de ésta, generando 

jurisprudencia benéfica a las víctimas , otorgándole por primera vez en Colombia la 

relevancia al campo del desplazamiento forzado, siendo un drama de proporciones 

gigantescas. 

 Pero en la ciudad de Cali la situación ya se venía trabajando desde tiempo 

atrás, múltiples movilizaciones de la población, tomas a la Cruz Roja, a Desepaz110, y 

constantes demandas de una población víctima del conflicto armado político y social, 

cada vez más voluminosa que se adhería a los cinturones de marginalidad, que los 

recibían no siempre de buena gana para aumentar sus problemas. Tenemos entonces 

un panorama bastante lúgubre al que la participación organizativa de las personas 

desplazadas se hizo evidente, necesaria y vital en el proceso. De estas iniciativas se 

lograron aterrizar las políticas nacionales sobre atención a población víctima de 

desplazamiento forzado que desde el  gobierno central se venían formalizando 

mediante distintas formas, como el documento CONPES-2804 de 1995, articulado al 

plan nacional de desarrollo del año 1994, que reconoce al desplazamiento forzado 

como una situación a ser tratada desde la nación.  

                                                           
110

 La toma a la Red de Solidaridad Social por parte de Juvencio Grueso, una víctima 

desplazamiento forzado del Tambo Cauca, dio lugar a manifestaciones sociales de apoyo a la población 
desplazada y generó su visibilización, dado que como medio de supervivencia los desplazados preferían 
estar en el anonimato. Noticia del periódico el Tiempo; Juvencio en el bus de la libertad. 1 de Octubre 
2002. 
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 Un ejemplo de la invisibilización de la problemática, del rechazo y de la coacción 

a las víctimas desplazadas forzadamente en Colombia,  se manifestó en una reunión 

entre los miembros del SNAIPD, las víctimas de desplazamiento forzado y el alcalde de 

la ciudad de Cali [en su momento Ramiro Tafur], quien dijo en una reunión: 111a los 

desplazados si se les da albergue se quedan para siempre aquí, toca meterles piedras 

en los colchones y llenar de huecos los plásticos para que las goteras no los dejen 

dormir, sacarlos de la ciudad y poner retenes para que no entren mas.  Con este 

panorama de rechazo, marginación y desatención de la problemática, y sin más 

opciones, la población víctima de desplazamiento forzado transitó por los espacios que 

creaban ellos mismos al tiempo que lograban articular iniciativas colectivas. 

La organización no es un proceso fácil y los protagonismos están latentes en 

cada paso que se da, cuando hay posibilidades de ser representante de un 

colectivo, de poder “negociar” con la administración municipal y regional, cuando 

hay contratos de por medio, “ayudas” y viajes a los diferentes encuentros, el 

interés crece, y con el interés en aumento se valoriza la incidencia que sobre los 

demás grupos se pueda llegar a tener, más aún cuando se alinean 

organizaciones locales, regionales y nacionales112.  

 El caso de la representación en las mesas municipales hizo evidente este 

fenómeno de clientelismo, de reuniones con algunos miembros de las mesas, con 

representantes y el cambio de opiniones de los mismos referente a temas importantes, 

la firma del PIU por parte de dos representantes de víctimas de desplazamiento 

forzado que hacían presencia en la mesa que formulaba el mismo y que luego de un 

largo debate se definió la no firma por no tener elementos esenciales, sin los cuales el 

documento solo terminaba siendo una reivindicación simbólica sin propiciar los 

espacios necesarios para lograr los cambios mínimos que desde la normatividad 

debería gestar la política pública.  

                                                           
111

  Según lo revela en la entrevista, Oscar Enríquez, líder de  REDOVIC  en el Valle del Cauca 
(Red de Organizaciones de Victimas del Conflicto Sociopolítico en Colombia). Entrevista realizada el 12 
de Julio de 2011. En el domicilio del entrevistado. CD Audios. Anexos. 
112

  Ídem.  
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 El profesor Federico Guillermo Muñoz de la Universidad del Valle lo dice de esta 

manera: 

En general, las organizaciones de población víctima de desplazamiento forzado 

no representan a la población desplazada en Cali, si tenemos en cuenta que es 

una población que pasa las setenta mil víctimas y que no frente a cifras 

concretas, pero frente algunos estimativos que se manejaban a nivel del Comité 

Municipal, las organizaciones de población desplazada escasamente 

representaban entre cinco y siete mil personas. Entonces, no creo ni que la 

Mesa Municipal, ni las demás organizaciones, sean representativas en cuanto a 

la población desplazada; es ínfimo el número de personas que pertenecen a 

estas organizaciones y que de alguna manera han estado en conjunto 

organizándose, construyendo en diferentes espacios para tratar de tener 

procesos de restitución de sus derechos. (…) Por eso te digo, que la Mesa 

Municipal113, en principio por su manera de comportarse y de actuar y de tomar 

las decisiones de una manera dogmática y arbitraria, en ocasiones y 

desconociendo a sus pares, porque las expresiones organizativas son sus pares 

en el fondo, son víctimas al igual que ellos. Pero no entendí nunca  porque se 

autoerigían como la cuarta mesa y los que verdaderamente tenían que 

interlocutar con el estado y los que verdaderamente representaban a la 

población desplazada, en medio de una prepotencia que simplemente les llevó a 

lo que están ahora, en que la semana pasada hayan vuelto a cambiar de 

directivos, según me comentan, a que hayan unas debilidades estructurales y a 

que sigan en todo ese cuento del acceso a los recursos. Porque me parece que 

ese es  también un tema dramático  y que ha paralizado el proceso de 

construcción del PIU, muchas de las organizaciones están yendo a estos 

espacios a ver qué les toca, a ver cuál es el presupuesto que les van a asignar, 

a ver cuál es el proyecto que les van a dar, ¿para qué? Para decir, digamos de 

una manera condescendiente aprobar el PIU, seguir  en el proceso, estar 

dispuestos en la construcción conjunta, abrir sus mentes, unas visiones distintas 

                                                           
113

  El entrevistado se refiere a la Mesa Municipal de Organizaciones de Población en Situación de 
Desplazamiento Forzado –MMOPSDF-. 
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y en el fondo no solamente es un problema de la Mesa Municipal, es un 

problema que hemos identificado en general a nivel de las organizaciones…”.114 

Cali como ciudad receptora. 

 La ciudad de Cali se desarrolló siempre a partir de migraciones y el caso del 

desplazamiento forzado ha contribuido al crecimiento desordenado, como ya se venía 

presentando y acelerado siguiendo la tendencia nacional, pero los procesos de 

asentamiento no son difíciles de identificar, su organización es sectorizada, los grupos 

poblacionales víctimas de desplazamiento forzado que a la sultana del Valle llegan, 

provienen de muy diversos lugares. El PIU muy claramente lo muestra zonificando la 

ciudad en las franjas donde se aposentan dichos grupos, además los procesos de 

reubicación no son eficientes por no tener en cuenta el lugar de procedencia de la 

población a reubicar,  es común que las personas provenientes de una región busquen 

un lugar geográfico similar al de su lugar de desplazamiento forzado: 

Zona ladera 

La población en situación de desplazamiento con un porcentaje del 57% es 

procedente del Departamento del Cauca (municipios de Tambo, Timba115, 

Rosas, Chapasotará, Bolívar, San Juan, San Pedro, Ortigal, Cajibío, Caldono, 

Sotará, Mercaderes, Buenos Aires, La Vega, López de Micay, entre otros). 

En segundo orden, se encuentra el departamento del Valle del Cauca con el  

12% de población proveniente de municipios o veredas de esta misma zona 

geográfica, como Florida, Sevilla, Buenaventura y Caicedonia, zonas en las 

cuales ha habido de igual manera, presencia de conflicto militar y armado, así 

como masacres y desplazamientos masivos.  

En tercer lugar de proveniencia, se encuentra el departamento de Nariño, con el 

                                                           
114

  El entrevistado es el Profesor Federico Guillermo Muñoz, investigador del grupo Sujetos y 
Acciones Colectivas de la Universidad del Valle, Coordinador de la Cátedra de Desplazamiento Forzado 
en Colombia de la Universidad del Valle y quien acompañó en la fase inicial a la cuarta mesa en el 
proceso de formulación del PIU. Entrevista concedida en la Universidad del Valle el 9 de Marzo de 2011. 
Escuchar anexo. CD.  
115

   Se aclara que es un Corregimiento del Municipio de Buenos Aires, Cauca. 
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8% del total de la población en situación de desplazamiento, seguido por 

regiones como Putumayo (3%), Huila (3%), Tolima (2%), y Caldas (2%).  

Comuna 1: En cuanto al lugar de origen o departamentos de expulsión de estas 

personas, se encuentran los departamentos de: Cauca, Valle, Putumayo, Nariño, 

Caquetá, Chocó, Tolima, Huila, Santa Marta116 y Caldas. Se encontró que de 

igual manera el departamento del Cauca, sigue ocupando el primer lugar como 

departamento de origen de población desplazada (43%), seguido del Putumayo 

(22%), Valle del Cauca (18%) y Nariño (10%).  

Zona Oriente: 

El Valle del Cauca con un 28,9% es uno de los grandes expulsores de 

población, provenientes de corregimientos y/o veredas que cartográficamente no 

aparecen en el mapa de Colombia o de la Ciudad; seguido por el Departamento 

de Nariño con un 23,5%, en tercer lugar Cauca con el 18.8%  y Chocó en un 

12,1%.”117   

          A pesar de estos datos la respuesta institucional se dio más por la presión de los 

grupos y asociaciones nacientes de las víctimas del conflicto político, social y armado 

que por la voluntad política. Estas son las palabras de un líder de las víctimas en 

situación de desplazamiento forzado que participó activamente del proceso desde el 

comienzo: 

El fenómeno del desplazamiento se hizo casi invisible en Cali, los desplazados 

llegábamos a ocultarnos, entonces el no hacernos visibles era la mejor opción 

para evitar que nos siguieran buscando, pero en el año 1997 el gobierno 

reconoció por fin los derechos de una población  desplazada,  en el marco de 

una ley, la ley 387, pero esa ley no se aplica inmediatamente, sólo hasta el año 

2000 se reglamenta, pero la ley tenía un mico, la ley considera si reconoce al 

desplazado,  pero deja su atención a merced de la disponibilidad 

                                                           
116

   Se aclara que es un municipio del departamento Magdalena. 
117

  Documento PIU consolidado para la ciudad de Santiago de Cali Octubre de 2010. Material de la 
asesoría de paz, comité técnico de formulación. pág. 89-90. 
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presupuestaria, no destina un presupuesto para la atención, sino que del que ya 

está aprobado se atienda a las víctimas de desplazamiento forzado, y el estado 

nacional no le coloca recursos ni el gobierno local.  La gente comienza a 

organizarse para hacer cumplir lo que decía la ley, entonces hay un fenómeno 

local y es que la gente empieza a hacer tomas, unas pequeñas y otras grandes, 

como la toma de la Cruz Roja Internacional que nunca debió haber pasado, pero 

que frente a la represión tocó, y eso que gracias a ellos (CRI) muchos de los 

desplazados lograron mitigar el hambre. Después de las tomas hubo más 

represión, colocamos muertos, desaparecidos, torturados, nosotros nos 

tomamos DESEPAZ, luego nos reunimos e hicimos una nueva toma en el mes 

de julio del 2001 y nos tomamos por 3 días la Red de Solidaridad Social, ahí 

tuvimos a la Defensoría, a la Personería, a la Secretaria de Salud a muchas 

instituciones pero no salimos, llevamos a nuestras familias y resistimos, nos 

encerraron con tanquetas, nosotros queríamos que reconocieran que en Cali 

hay población desplazada y el concejo (Concejo Municipal) decía que había que 

colocar retenes para que no llegaran los desplazados”.118 

 La necesidad de brindar una respuesta oportuna de los gobernantes locales, 

regionales y nacionales a un grupo de personas que en poco menos de una década 

superó los dos millones haciendo del caso colombiano un tema de importancia no solo 

nacional119 sino internacional debido no solo al gran número de víctimas sino a su 

incremento acelerado, el gran grupo humano que ha sido desterrado se hace visible en 

las cortes internacionales, los refugiados en las fronteras y el conflicto cada vez más 

vivo, crea las condiciones necesarias para que la justicia internacional y los órganos 

                                                           
118

  Según lo revela en la entrevista, Oscar Enríquez, líder de  REDOVIC  en el Valle del Cauca 
(Red de Organizaciones de Victimas del Conflicto Sociopolítico en Colombia). Entrevista realizada el 12 
de Julio de 2011. En el domicilio del entrevistado. CD Audios. Anexos. 

119
  auto 314 de 2009 sobre coordinación y corresponsabilidad entre la nación y las entidades 

territoriales, en materia de la atención integral a la población desplazada en el marco de la sentencia T-

025 y sus autos de cumplimiento. Guía para las entidades territoriales en respuesta al auto 314 de 2009; 

proyecto id-0018 convenio MIJ-OIM.. Promoción y seguimiento a los esfuerzos administrativos y 

presupuestales de las gobernaciones y alcaldías en política de atención a población en situación de 

desplazamiento. Junio de 2010. Pág. 10. 
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multilaterales, OEA, ONU, CICR, BID,CAN120, entre otros que se manifiestan mediante 

tratados que obligan al Estado colombiano a atender el asunto de manera eficiente.  

 Al ratificar los tratados internacionales Colombia se ve obligado a dar respuesta 

a los diferentes organismos que de no ser atendidos proceden a sancionar al Estado, 

este tipo de sanciones son quizás más importantes para el Estado que la misma 

jurisprudencia nacional, debido al efecto negativo sobre las relaciones de Colombia con 

el mundo, las sanciones económicas y convertiría al Estado colombiano en un paria, no 

por la acción criminal del mismo sino por la omisión en la tragedia humanitaria que se 

presenta. 

El análisis de retorno en el Plan Integral Único-PIU. 

 El PIU como plan diseñado a mediar todos los espacios relacionados con el 

tema de desplazamiento forzado debe tener un componente sobre retorno y dado que 

es mencionado como una de las tres líneas de acción generales en las cuales está 

inmerso el PIU, se espera observar un énfasis especial en este tema, pero contrario la 

lógica secuencial del texto aprobado en diciembre del año 2010, no aparece en el 

objetivo general del PIU ni en los objetivos específicos, la ley 387 y el decreto 250 del 

2005, obligan a las autoridades locales a planificar para el retorno121, y se define el 

retorno como: 

Se entiende por retorno el regreso e integración de una persona o un hogar, que 

se hubiese desplazado por las circunstancias descritas en el Artículo primero de 

la Ley 387/97, a su localidad de residencia en donde realizaba las actividades 

económicas habituales, con el ánimo de permanecer en ella. 

                                                           
120

 El Protocolo II de Ginebra, en su artículo 17, prohíbe expresamente el desplazamiento forzado, 
considerándolo una infracción grave contra la población civil, o sea, aquellas personas que no participan 
directamente en las hostilidades. Por esta razón, deben estar a salvo de las amenazas y peligros que 
conllevan los enfrentamientos armados. También plantea, tomar medidas especiales para asegurar la 
protección y seguridad de personas desplazadas particularmente vulnerables, como son la población 
infantil, las mujeres embarazadas, las mujeres con niños pequeños, las mujeres cabezas de hogar, 
personas incapacitadas y ancianos 
121

  Objetivo específico número 6 del decreto 250 de 2005. Guía sobre la Política Pública de retorno 

para la población en situación de desplazamiento forzado (PPR). Lineamientos, Metodología e 
Instrumentalización de la Política Pública de Retorno para la Población en Situación de Desplazamiento. 
Acción Social- sistema nacional de  atención integral a la población desplazada –SNAIPD. Octubre de 
2009. Página 3. 
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(…)Cuando las personas en situación de desplazamiento han logrado 

condiciones que les permitan llevar una vida digna, ya sea con el apoyo del 

Estado o por su propia cuenta, y, sin embargo, consideran que para realizar su 

desarrollo pleno de vida es necesario regresar a su lugar de origen, el Estado 

debe brindarles la oportunidad de retornar con garantías de sus derechos, 

conforme al mandato de la Corte Constitucional bajo condiciones de 

voluntariedad, seguridad y dignidad.”122 

 Es difícil entonces analizar un tema que no aparece en el documento PIU, 

siendo que es necesario tener el componente de retorno, la ley obliga y el texto lo cita 

como una línea estratégica en su camino por garantizar el goce efectivo de derechos y 

para lograr la  integralidad en la atención a la población víctima de desplazamiento; 

entonces la pregunta que surge es ¿Por qué no tiene el PIU en su objetivo general y en 

sus objetivos específicos el tema del retorno? ¿Será por la dificultad de crear espacios 

post conflictos en medio del conflicto? ¿Por el poco deseo de las víctimas de 

desplazamiento de retornar? ¿Por los costos del retorno? ¿Por los intereses de 

quienes están en las tierras despojadas? Nada de esto se puede responder mediante 

la lectura juiciosa del documento PIU, sólo es posible encontrar vacíos estructurales 

importantes en materia de retorno. 

 Al preguntarle a un académico123 sobre la posibilidad de retorno en Colombia, 

que participó en el proceso de construcción del PIU, que ha investigado sobre los 

procesos de destierro, despojo y el campo de las víctimas,  él responde: 

Yo creo que esa pregunta podría tener dos respuestas; yo creo que de entrada 

uno podría decir no, si uno mira las cifras por ejemplo, estadísticamente 

representativas y confiables para mi, de la Comisión de Seguimiento a la Política 

Pública sobre el Desplazamiento Forzado, hay que revisar las cifras en los 

informes en el marco de las tres encuestas nacionales de verificación que ha 
                                                           
122

  Retornar o Reubicarse. Guía para la población en situación de desplazamiento; Unidad Técnica 
Conjunta (UTEC) convenio ACNUR-Acción Social. 2010. Página 11. 
 
123

 El entrevistado es Guillermo Federico Muñoz, profesor de la Universidad del Valle, miembro del 
grupo de investigación de Sujetos y Acciones Colectivas de la Escuela de trabajo social y desarrollo 
humano. Entrevista concedida el 9 de Marzo de 2009 en las instalaciones de la Universidad del Valle. 
Ver CD. Anexos. 
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hecho la comisión y allí se evidencia que más del 70-80% (no tengo la cifra 

exacta pero la podríamos buscar), de la población desplazada no desea retornar 

a sus sitios de origen. En ese sentido, si no hay una situación de voluntariedad 

para retornar lo veo muy complicado.   

En el segundo punto, el tema de que la guerra sigue viva en muchos territorios 

nacionales, también es una limitante considerable para que se puedan llevar a 

cabo procesos de retorno; yo creo que algunas de las personas si tenemos en 

cuenta, la mayoría de quienes habitan Cali o están como víctimas acá, han sido 

expulsadas de municipios del Cauca, Nariño, Putumayo y específicamente 

Cauca y Nariño son dos de los departamentos donde arrecia el conflicto armado 

hoy en día y difícilmente uno podría apuntarle a procesos de retorno” 

 Teniendo en cuenta este panorama los especialistas coinciden en las 

dificultades del retorno. En la introducción del texto “Mas allá del Desplazamiento”124 

del CIJUS, se plantea las siguientes interrogantes: ¿Qué tipo de política se debe 

implementar en relación con el retorno de la población desplazada a sus lugares de 

origen? ¿Debe incentivarse el regreso de los desplazados? O, por el contrario, ¿Debe 

garantizarse su estabilización social y económica en los lugares a los que han debido 

huir? Se trata, por supuesto, de un dilema de políticas públicas en el que caben 

respuestas intermedias…”(CIJUS,  2010:9). 

 Este tipo de preguntas en el marco de un conflicto político, social y armado no 

resuelto son esenciales dado que los procesos de retorno si no son bien articulados 

con la oferta institucional que les garantice el goce efectivo de derechos, que les 

permita fortalecer los espacios de participación y de generación de ingresos y sobre 

todo la garantía de no repetición, serán parte de una revictimización y nuevamente el 

fenómeno del desplazamiento forzado125 se hará presente. Es por eso necesario que 

                                                           
124

  Coordinador Cesar Rodríguez Garavito; Más allá del desplazamiento: políticas, derechos y 
superación del desplazamiento forzado en Colombia, Bogotá: Universidad de los Andes, Facultad de 
Derecho, Ediciones Uniandes, 2010. Pág. 9. 
125

  El desplazamiento en este caso también es forzado pero quizás por otras situaciones, la pérdida 
del interés en el cultivo de la tierra por parte de las nuevas generaciones que han crecido en la zona 
urbana, que se han armonizado con la tecnología, perdiendo los referentes culturales en ocasiones y en 
otras al ser capacitados en oficios que no le son de utilidad en sus zonas de origen. 
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dentro del “plan” que aborda el tema del desplazamiento exista un diseño estratégico 

que aborde los procesos de retorno como parte del mismo y de la integralidad entre las 

distintas dependencias. 

 La importancia de las redes sociales de apoyo y de su fortalecimiento radica en 

la sensación de seguridad, fortaleza y solidaridad que despierta entre las víctimas de 

desplazamiento forzado, siendo más fuerte esta relación, que la planteada con la 

institucionalidad, debido a los vínculos familiares, de vecindad y por tener incluso un 

agresor común, es por esto quizás que los que más conoce la opinión pública  de 

retorno como el corregimiento bajo calima de Buenaventura, el Salado, Bojayá y 

Trujillo,126 han sido relativamente posibles, entre otros elementos por ser comunidades 

enteras que deciden retornar, trasladando consigo sus redes, haciendo el proceso 

menos traumático para los individuos, haciendo un duelo colectivo, recreando 

nuevamente su comunidad, aunque estos procesos si bien están llenos de mucha 

voluntad de las comunidades ello, no asegura el éxito del proceso, pues como en estos 

tres casos representativos,  un cierto número de familias retornadas se vieron 

obligadas en los meses siguientes  a dejar sus territorios debido al conflicto político, 

social armado, de nuevo, o en otros caso como lo revela el Instituto Latinoamericano 

para una sociedad y Derecho Alternativos- ILSA,  a ser revictimizadas por el mismo 

sistema de atención que las dejó olvidadas, pensando que con sólo llevarlas al lugar 

de retorno o reubicación había logrado su misión; pues, retornar, no es tan sólo volver: 

El caso del Alto Naya es un proceso de reubicación de 70 familias, en su gran 

mayoría indígenas de la comunidad Nasa, que fueron desplazadas de la parte 

alta de esta región en abril del 2001, luego de que un contingente de 500 

hombres pertenecientes a las Autodefensas Unidas de Colombia (AUC) 

incursionaran en la región y asesinaran a más de 100 personas. Las familias 

permanecieron en esta situación durante casi tres años, hasta que en marzo del 

2004 hicieron posesión del predio que el Estado adquirió para su reubicación en 

Timbío, Cauca. El proceso de adjudicación tardó alrededor de dos años; una vez 
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  Para el caso del Salado el eterno retorno del salado. Noticia Semana. 13 febrero de 2010. Para 
el caso de Trujillo. el Valle del Cauca es constructor de paz y generador de empleo. Periódico el País, 
Cali. 3 septiembre de 2011. 



146 
 

efectuada la compra de la tierra la entrega formal se hizo dos meses y medio 

después. La reubicación tuvo lugar por la presión de las familias que 

organizadas inicialmente como Comité de desplazados y posteriormente como 

Asociación de Campesinos e Indígenas Desplazados del Naya (Asocaidena) 

conceptuaron que no había garantías para el retorno. Después de interponer 

una acción de tutela, la organización logró la adjudicación de un predio en el 

municipio de Timbío. Cuatro meses después de adquirida la finca, momento en 

que se hizo la última visita de campo (junio de 2004), estaban viviendo en ella 

48 familias. Seguían habitando en cambuches, la potabilidad del agua era 

deficiente, la población infantil sufría enfermedades respiratorias, debido, 

fundamentalmente, a las condiciones climáticas y a la poca protección del frío 

que ofrecían los cambuches. Para el proyecto de vivienda no había apoyo 

asegurado por parte del municipio, la población no tenía garantizada la atención 

en salud y los proyectos productivos no contaban con financiación.  127 

 Sobre este tema el profesor Ismael Juanillo Mina refleja desde el caso de 

 Suarez que en el imaginario colectivo del 91% de su comunidad lo ideal sería 

volver al territorio que está atravesado por las historias, los sentidos, la memoria, los 

lazos de identidad con los compadres y comadres, la familia, las fotografías del tiempo 

en la inmensidad de los recuerdos, se extienden en la medida que hay otros que los 

habitan en ese espacio circunscrito, eso sin duda constituye un estímulo para el deseo 

de retorno, pero asegura que ese proceso debe ir acompañado de unas condiciones de 

seguridad social y económica, sólo un 9% no desea retornar debido a que ha 

construido lazos muy fuertes en Cali como la familia, las relaciones económicas, el 

trabajo e incluso sus prácticas se fueron transformando en el ambiente citadino lo que 

les hizo adaptarse al entorno : 

El sentir de la gente, el querer de la gente es de gran importancia para sí mismo 

                                                           
127

   El limbo en la tierra Libro número tres de evaluación de los procesos de retorno conducidos por 
el Estado colombiano, que se presenta en la colección Desplazamiento y retorno, balance de una 
política, fue realizada por un equipo interdisciplinario conformado por el Instituto Latinoamericano de 
Servicios Legales Alternativos (ILSA). Luz Piedad Caicedo, Daniel Manrique, Delma Constanza Millán y 
Belky Mary Pulido. Bogotá. Septiembre de 2006. El primer libro se titula:  Retornos sin principios, 
desplazamientos sin final, el segundo: Eterno retorno, permanente desplazamiento y el cuarto: Retornar 
no sólo es volver 
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orientar y realizar labores que permitan mejorar una situación, sufrida en su 

mayoría, vivida por personas de Suárez en esta ciudad; ese sentir se refleja con 

los deseos inmensos de gente de regresar a Suárez, obviamente si se les brinda 

una oportunidad laboral, y a la vez económica; la ciudad es diferente, tienen 

muchos lujos, pero se prefiere vivir en Suárez por ser más satisfactorio, más 

barata la vida, menos complicada, menos peligrosa, y como ellos mismos 

manifiestan la vida es más sabrosa, se añora todo y lo que se busca es 

tranquilidad y poder crecer con la familia en un lugar placentero, y que más que 

la tierra que los vio nacer, por ello el 91% de quienes dejaron a Suárez un día 

cualquiera, quisieran volver a su pueblo, si tuvieran donde trabajar volver a 

cocinar un arroz sin inconvenientes a la orilla del río Cauca o del río Ovejas o en 

el lago la Salvajina y taparlo con hojas de plátano, y comérselo con los amigos, 

la familia, acompañado de guiso de pollo o con atún, y revolverle un plátano 

asado. El 9% de estas personas ya no les queda fácil regresarse porque ya 

establecieron una vida en Cali, sus hijos nacieron en esta ciudad, tienen 

negocios, algunos se acomodaron a este ambiente, su idiosincrasia cambió, sus 

costumbres también, son víctimas de culturas diferentes, otros por percances 

ocurridos, angustias, y desencantos, no quieren volver y prefieren quedarse; son 

decisiones que deben respetarse y entenderlas pero son Suareños y son 

nuestros. (Juanillo, 2007:75). 

Las víctimas  de desplazamiento forzado en Cali, la gran pregunta: ¿hay 

intención de retorno? 

 Respecto a la intención de retorno de las víctimas de desplazamiento forzado en 

Santiago de Cali se encuentran  caracterizaciones históricas de esta fase, incluso para 

una fecha en la que los desplazamientos forzados se daban de forma individual o 

familiar como es en 1996 y no como éxodos masivos en el Valle del cauca, como es a 

partir del 2000 con la incursión del grupo armado paramilitar Autodefensas Unidas de 

Colombia (AUC) en el Norte y Centro del Valle, como se contextualizó en el capítulo 

anterior. 

Aun así, el estudio es revelador respecto de los causantes del desplazamiento. Entre 
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los que lideran la lista se encuentran en primer lugar las milicias urbanas con un 23%, 

guerrilla 21%, paramilitares 13 %, fuerzas militares 4 %, narcotraficantes 4%, policía 3 

%, no responde 2 %, Das 1%, otros 29%. Así pues, este estudio revela que el mayor 

actor de desplazamiento no era un grupo armado definido por la caracterización dada 

en la institucionalidad, lo que podría ser una hipótesis es el periodo de violencia 

producto del narcotráfico en los 90‟s y las primeras formas de organización narco-

paramilitares en la zona del centro y norte del Valle, también el latifundio agroindustrial 

del monocultivo de la caña de azúcar, pero esto en realidad no constituye una 

aseveración, debido a que no es nuestro objeto de investigación. 

 El estudio revela esa gran pregunta acerca de las posibilidades de las víctimas 

de volver a su territorio y los resultados muestran datos que no son muy ajenos al 

contexto actual, después de 16 años: ¿Permanencia, reubicación o retorno? El futuro 

incierto.128 

Quedarse en Cali como una opción de seguridad frente a la violencia que 

continúa en las zonas de las cuales fueron expulsados es la decisión de la 

inmensa mayoría (71%) de las familias desplazadas por la violencia y ubicadas 

en la capital del valle del Cauca.  

Un significativo 14% desea reubicarse en otra zona del país y un 13% está 

dispuesto a retornar al lugar de donde fue expulsado por la violencia.  

La explicación de estas expectativas fue aclarada por los propios desplazados 

con respuestas que indican la fuerte presión psicosocial que impone el 

desarraigo. 

Un 38% se abstuvo de responder pero el silencio es una forma de expresión 

cuando quiere significar la resignación frente a la tragedia acumulada.  

Un 6% manifestó que prefieren vivir en esta ciudad por tranquilidad y recuerdan 

los hechos de violencia que motivó la salida. Otras respuestas encierran la 

                                                           
128

  Serna Gladys; Desplazados en Cali entre el miedo y  la pobreza. Comisión de justicia y paz de 
la Arquidiócesis de Cali y el Centro de Consultoría para los Derechos Humanos y el Desplazamiento 
CODHES. Santiago de Cali. 1996. 
http://www.derechos.org/nizkor/colombia/desplazados/cali.html#Permanencia, reubicación o retorno ? El 
futuro incierto.  

http://www.derechos.org/nizkor/colombia/desplazados/cali.html#Permanencia, reubicaci�n o retorno ? El futuro incierto.
http://www.derechos.org/nizkor/colombia/desplazados/cali.html#Permanencia, reubicaci�n o retorno ? El futuro incierto.
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particularidad de cada familia y las expectativas que tienen frente al futuro 

inmediato: "Es mejor el ambiente y hay posibilidades de trabajo" "Estoy reunido 

con los familiares", "tengo facilidades de estudio", "Aquí es mejor la situación", 

"ya conseguí casita propia", "Aquí tengo más futuro", "Aquí me va mejor que 

dónde estaba", "ese es mi destino", "quiero conseguir vivienda", "por la 

educación de los niños", "porque hay menos violencia", "para que mis hijos 

salgan adelante sin tanta violencia" "Aquí no me amenazan, no hay violencia ni 

guerrilla", "me amaño, lavo y plancho", "porque aquí mi esposo no me maltrata" 

"por el ambiente" "porque Cali es la capital del cielo"...  

En el caso de quienes desean reubicarse hay un porcentaje importante de 

desplazados sometidos a nuevas formas de violencia en la ciudad (19%): " hay 

mucha pandilla", "por pelas entre vecinos", "porque tengo una hermana aliada a 

la guerrilla", "por tantas peleas, robos y muertes", "vivo muy amenazada", "hay 

mucha inseguridad", "tengo miedo de tanta violencia"...  

Un 10% afirma que desea volver a trabajar en el campo, en tanto que otros se 

refieren a las necesidades de trabajo a las dificultades para conseguir vivienda, 

a la necesidad de buscar otras alternativas y oportunidades, al alto costo de la 

vida en Cali o al aburrimiento, la soledad y la angustia de vivir en la ciudad.  

En cuanto a quienes desean retornar una vez más aparece la no respuesta y el 

silencio de un 28% de los desplazados, mientras que la respuesta del 19% fue 

el deseo de recuperar los bienes abandonados y volver a trabajar en el campo.  

El 12% manifestó su interés de reunificar la familia, en tanto que otras 

respuestas tienen que ver con el aburrimiento, la soledad, el maltrato del esposo 

y la posibilidad de que "las cosas estén más tranquilas allá y no haya tanta 

violencia..."129 

 Aunque este estudio data de 1996, los escenarios no han cambiado mucho, la 

primera caracterización realizada  en  el 2011 a las víctimas de desplazamiento por la 

asesoría de paz DESEPAZ  y la Secretaría general de la Alcaldía de Santiago de Cali, 

revela que la intención de retorno por parte del 30% de la población víctima de 
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  Ibíd. 
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desplazamiento forzado asentada en Cali es de 10,2%, mientras que el deseo de no 

retornar es de 89,8%. 

Frente a las causas del no querer retornar sobresalen en primer lugar: la 

persistencia de las condiciones que generaron el desplazamiento 44,7%, porque 

el estado no brinda las garantías necesarias para el retorno 42,0%. 

 También la caracterización revela las condiciones para el retorno desde la 

ciudad de Cali a los lugares de procedencia de las víctimas revelando que en un 6,3 %  

las condiciones están garantizadas para la fase de atención, mientras que en un 93,7% 

no están dadas las condiciones de seguridad, voluntariedad y dignidad para hacer 

efectivo el retorno de la víctima de desplazamiento forzado. 

 Por último y frente a la imposibilidad de retornos exitosos en gran parte de la 

geografía nacional, el estudio revela las alternativas al retorno desde víctimas de 

desplazamiento forzado y se revela que el 81,5% desean construir su proyecto de vida 

aquí mientras que un 11,0% desean reubicarse en otro lugar, el 4,1% no pueden 

retornar ni quedarse aquí y finalmente, el 2,1% no están seguros de qué hacer.130 

 Esta realidad de la poca intención de retorno es directamente proporcional a las 

causas relevantes no querer retornar, que sumándose, constituyen una variable directa 

de que no hay condiciones de seguridad voluntariedad y dignidad para las víctimas, 

cuando la mayoría de ellas afirman que no pueden volver por la persistencia de las 

condiciones que generaron el desplazamiento y porque el estado no brinda las 

garantías de retorno, esto incluso puede ser una variable más fuerte que la hipótesis 

del no retorno por las garantías que ofrece la ciudad receptora, pues es posible que 

dadas las condiciones de imposibilidad de retornar al lugar de origen la víctima tenga 

que acomodarse a las posibilidades que le brinda la ciudad. Es decir, el quedarse no 

es una opción real, está ajustada a las pocas posibilidades de volver al lugar de 

proveniencia. 

                                                           
130

  Secretaría General-DESEPAZ; Caracterización de las víctimas de desplazamiento forzado en 
Cali. Santiago de Cali 2011. Es preciso aclarar que la encuesta no revela el margen de error. En esta 
caracterización fueron encuestados 5,798 hogares con el objetivo de caracterizar al 30% de la población 
registrada en el SIPOD (Sistema de Información de población desplazada). 
 Para observar la información ver Anexos. CD.  
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 Pues dificulta el proceso de retorno, de pensar siquiera abandonar cierta 

tranquilidad y salvaguarda de la vida en la ciudad receptora y sobre todo, ciertas 

incomodidades dada la reiterada amenaza que implica retornar así solo sea de visita. 

La vida en el campo ofrece un sinnúmero de beneficios reales que sólo cuando se 

llega a la selva de concreto y se cambia el trinar de las aves por la corneta de un bus o 

camión se hacen evidentes, el deseo de retornar esta en muchas ocasiones latente, 

pero la adaptación a la ciudad, dadas las escasas posibilidades de éxito en el retorno 

hace que se pierda de a poco la voluntad real de hacerlo. 

La diferencia entre vivir en el campo y la ciudad: representación de un Suareño 

 El proceso de aculturación lo describe el profesor Juanillo de una manera 

bastante específica, basado en las vivencias de sus coterráneos de Suárez  en el 

siguiente relato: 

Contrastes: 

La Vida de nuestros amigos en la ciudad de Cali tienen sus diferencias y hay 

diferencias de la vida en Cali con relación a Suarez: 

No es lo mismo levantarse de una cama ubicada en la habitación de una 

vivienda situada en un barrio del corregimiento de La Toma o Agua Clara o los 

Robles, habiendo sido despertado por el canto de un gallo y el cantar de 

numerosas aves. Azulejos, asomas, canarios, torcazas, entre otras, encender la 

luz que puede ser eléctrica, o una lámpara de petróleo; velas o una lámpara 

que solo  se usa en la zona rural que le denominan “colemana”, quitarle la 

tranca a la puerta o simplemente quitarle la cerradura o un clavo que la mayoría 

de la veces está dispuesta en la parte posterior de la vivienda o en un costado, 

en casos también en la cocina dentro de la misma, lavarse las manos y la cara, 

hervir el agua para el café en un fogón de leña, color café y tomarse un tinto 

con la compañía de una familia que siempre madruga ya sea por que se 

levantan por su cuenta o porque aún desde muy niños son despertados con un 

llamado firme y fuerte del padre o la madre de familia, la compañía de unas 

aves de corral, un radio colgado de la pared y debajo de la hornilla o mesa para 
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labores de la cocina, gajos de plátano, yucas arrascaderas, frijol,  bananos 

frutas mezclados con la leña que se puede cocinar, ver el amanecer preparando 

el desayuno y contemplando  los paisajes de una tierra atrayente e interesante; 

alistar a los hijos para la escuela que queda  distante, ensillar un caballo, una 

mula, o colocarle la angarilla, colgarle un morral con víveres para el almuerzo, o 

el almuerzo preparado y dirigirse a una parcela donde se tiene cultivos de café, 

plátano, yuca, caña panelera, maíz, frijol, y demás productos de pan coger; en 

un caso contrario, coger una batea y dirigirse a una quebrada, un corte de 

venero o un río como el Cauca donde se desarrollan actividades mineras, si no 

es de esta forma, dirigirse a un socavón donde están labores de extracción de 

oro de filón, en caso de que no sea ninguna de las anteriores tomar una cuesta 

y observando las diversas sendas del municipio, ubicarse en un potrero para 

iniciar actividades de ganadería. Como hay en el campo tareas diferentes es 

muy posible que quien se levante contemplando estas maravillas se disponga a 

preparar clases, a viajar o a construir una casa de bareque o realizar una de 

tantas cosas que en nuestros campos hacemos para lograr  el sustento; al 

medio día, el almuerzo se toma en los sitios de trabajo, se deja caer el sol y se 

prepara el regreso a la vivienda, acompañado de uno o varios vecinos, 

trajinando por caminos  de herradura con naturaleza a todo lado, con ilusiones, 

alegría y de igual manera algunas inquietudes, se dirigen a su casa los 

pobladores para contemplar el atardecer y descansar sentado debajo de un 

árbol de mango, unos naranjos, aguacates, o matas de plátano; cuando no se 

hace esta actividad, se dirigen a una cancha de micro o de fútbol para relajarse 

haciendo deporte, juguetear con los niños, departir en formas de tertulias y los 

fines de semana, dirigirse a cualquiera de los sitios de recreación turística de 

Suárez, a nadar en el río Ovejas corregimiento de La Toma, en el lago 

Salvajina, en el río San Miguel, en el salto de la vereda Pízamos, en la 

quebrada de Piedra Imán, vereda La Turbina, en Tres Quebradas corregimiento 

de Agua Clara, en el charco de Cantarrana vereda Playa Rica, en el Rio 

Damián, o en el Pozo del Sapo en Asnazú. 

No es lo mismo levantarse en Cali con el ruidoso sonar de un despertador o 
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utilizando tecnología, la alarma de un teléfono celular y empezar a escuchar el 

ruido de buses urbanos, taxis, motos, colectivos y vehículos particulares de 

personas que también se disponen para dirigirse de un barrio a otro a realizar 

alguna labor, encender la luz que siempre es energía eléctrica, encender un 

radio de pilas, aunque siempre o casi siempre existe un mini componente pero 

como este trabaja con energía es mejor no utilizarlo desde tan temprano para 

evitar que el recibo llegue muy alto; acompañarse con el murmullo de los 

vecinos del inquilinato y procurar no hacer tanto ruido para no despertar los 

niños de la otra familia, colar el café o hacer el agua de panela y tomarse un 

tinto recostado en la mesa de la cocina o en los muebles de la sala, con la 

misma compañía, el murmullo de los vecinos, el sonar de los vehículos y sus 

pitos y la presión de que debe prepararse en forma rápida el desayuno y a lo 

mejor también el almuerzo para poder alcanzar el bus o el colectivo a cien por 

hora para llegar con tiempo al trabajo y no tener problemas con los empleadores 

o patrones; se prepara el desayuno en una estufa a gas que se utiliza más que 

la de energía para evitar el costo, se ingiere el desayuno en forma rápida, hay 

que buscar la plata para el transporte y dejar el dinero para el transporte de los 

niños que se dirigen para sus escuelas y colegios y el padre o madre de familia 

que tiene el turno para llevar el niño más pequeño a la guardería, de igual 

manera dejar resuelto el alimento para el almuerzo de quien o quienes se 

quedan en la casa y la comida para los mismos y cuando se regrese de las 

labores diarias, y se dirige la persona hombre o mujer hasta la avenida para 

abordar el bus, como hay que madrugar casi siempre se ven los rayos del sol, o 

desde un bus o ya en el sitio de trabajo; con un amistoso saludo se inician 

tareas en medio de trabajadores de diferentes partes del país ya que una ciudad 

como Cali permite la migración de todo tipo de personas, hay ocasiones en que 

los jornaleros son de una misma región, o del mismo pueblo, las labores que 

emprenden son en empresas constructoras de obras civiles como las obras que 

se adelantan en la actualidad con el propósito de poner a rodar el Masivo 

Integrado de Occidente, MIO. Como no siempre es posible trabajar en una 

empresa, también salen las personas de las viviendas desde muy temprano a 
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los mercados móviles desde que  llega una carretilla para transportar los 

productos hasta la plaza de mercado, otros preparan sus accesorios para 

dirigirse a la autopista Sur Oriental, la Simón Bolívar; Pasoancho, avenida 

Guadalupe entre otras para vender tarjetas de celulares, frutas, y un sinnúmero 

de productos que les permite ganarse un sustento, si no es esta oportunidad, se 

madruga para tomar el trabajo de vendedor ambulante y en ocasiones se 

madruga simplemente a dejar hojas de vida en una agencia de empleo, en una 

oficina, en una empresa o a visitar la empresa que se encontró en el clasificado 

de el periódico donde ofrecen un empleo y se decide ir a la cita a ver si es 

posible iniciar una labor para no seguir desempleado en una ciudad. (Juanillo, 

2007:82). 

Un vistazo al retorno: sectores de la academia, funcionarios públicos y líderes de 

víctimas de desplazamiento forzado en Cali. 

 La profesora de la Escuela de Trabajo Social y Desarrollo Humano de la 

Universidad del Valle Claudia Galeano, quien fue entrevistada el  1 de Junio de 2011 

en las instalaciones de la Universidad del Valle, en este proceso de elaboración de 

tesis frente al proceso de retorno y de reubicación, frente a los fenómenos de 

revictimización, de reconfiguración del pensamiento, pasando de lo rural a lo urbano,  

responde las preguntas de los entrevistadores de la  siguiente manera: 

En cuanto al retorno, ¿hay posibilidades de retornar? ¿La población manifiesta 

interés en retornar? 

Yo creo que el retorno es la gran utopía, pero sí creo que hay posibilidades de 

retorno en algunos casos, en otros casos es más complicado especialmente por 

la forma que toma el conflicto armado en ciertos momentos y regiones 

específicas. Digamos después de un evento que genera el desplazamiento, las 

personas en situación de desplazamiento quieren en su gran mayoría retornar 

por que en su tierra es donde hacen efectivamente el goce de sus derechos, por 

que es en ese contexto donde ponen en práctica sus saberes, donde hasta la 

más mínima cosa es importante cuando yo vivo donde quiero vivir, donde 
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siempre he vivido, he compartido con mis ancestros, sus prácticas con mis 

vecinos, con la familia que se crea en torno al lugar donde siempre se ha 

habitado. Pero no es tan fácil por que el evento del desplazamiento es en sí 

mismo una ruptura en la línea biográfica del sujeto, y dependiendo como el 

sujeto represente ese evento de ruptura dependerá de si retorna o no. El 

desplazado es un campesino de 30 o 35 años que su ideal de vida era venirse 

para la ciudad, pues él aprovechará positivamente el evento del desplazamiento 

para hacer realidad un ideal ya programado y sus hijos ya no tendrán la 

cosmovisión del campesino y del campo como tal, ya no tendrá un imaginario 

rural sino citadino. También se ve en la situación de la viuda que dice que no 

retorna por que en ese lugar tan amado le mataron sus seres queridos, y 

manifiesta así su duelo.  Entonces esa es una contención frente al retorno pese 

a que el retorno es la ideación que tendríamos todos, frente al desplazamiento, 

pero esos filtros subjetivos e intersubjetivos, inciden enormemente en los 

procesos de retorno. Ya si el retorno es colectivo, como las tierras que están 

peleando en el chocó, allí hay un anclaje colectivo, es que allá está nuestra 

vereda y nosotros queremos volver allá, el problema ahí es que no les han 

cumplido, y ellos siguen peleando su retorno. Entonces se pueden ver esos 

matices, yo creo que el retorno, los retornos se tendrían que hacer no 

coactivamente, pero sí con el acompañamiento desde lo jurídico y la seguridad 

como desde lo psicosocial aunque eso suene a lugar común,  especialmente en 

los desplazamientos que se producen por causa del conflicto armado y cómo 

resignifica el territorio ese evento. 

 Los procesos de retorno si bien se han planteado difíciles desde la práctica, la 

reubicación ha aparecido como una alternativa más viable y deseable, reubicación y 

planes de vivienda. 

¿Cómo ve usted el reasentamiento en Cali de familias campesinas y del litoral? 

La intención tendrá que mantenerse el tema de la vivienda como un derecho, 

como un elemento que ayude a la dignidad de la persona, debe ser atendida por 

el sistema. Me parece peligrosas esas exclusiones intencionales que hacen los 
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gobiernos municipales, me explico, mandemos a Potrero Grande a los 

desplazados, mandemos a toda esta gente que vamos a sacar de El Calvario, 

para hacer el bunker de la Fiscalía, mandemos a Santa Helena a los 

desplazados del Chocó del litoral. Eso claramente revive los procesos vecinales 

del siglo XIX principios del XX, del capitalismo como tal, de la revolución 

industrial que reconfiguró esa relación urbano rural, la ciudad concéntrica, que 

prima las capas privilegiadas y en los márgenes, los que para las capas 

privilegiadas están de más. Entonces si uno mapea dónde están las intenciones 

de reubicación se da cuenta de esas fronteras de la distinción social, y a eso 

debemos abrirle la pregunta en términos de oportunidades de asenso social ¿a 

que se condena a estas personas? ¿A una permanencia en un estatus social 

que no le brinda oportunidad? Y lo más  grave es que se repetirá en las 

siguientes generaciones, con esas condiciones de marginalidad. 

El sistema así como está pensado no permite ver las especificidades 

importantes, una vez entrevistamos un campesino de 47 años, con sus manos 

grandes y él decía: “es que yo allá solo hacía agricultura, mire mis manos, a mi 

me están  enseñando carpintería mis manos no sirven para carpintería porque 

son muy grandes, mis movimientos son muy torpes…”.  Entonces fíjate ese es 

un asunto muy particular, muy específico, pero entonces en qué consiste la 

consolidación de proyectos económicos, que ese hombre aprende carpintería o 

aprende carpintería y no se tiene en cuenta lo que el hombre en su vida haya 

sido. Eso desde el análisis sincrónico y la preocupación estructural en materia 

de la soberanía alimentaria de los desplazados, porque muchos desplazados 

son provenientes del agro y eso que quiere decir que no tendremos renovación 

de los ciclos de cultivo y cosecha, por los campesinos y campesinas que se han 

desplazado y han dejado las tierras en un modelo neoliberal a la orden de las 

grandes multinacionales.”131 

 La mirada de la Profesora Claudia permite comprender que no siempre los 

                                                           
131

  Entrevista condedida por Claudia Galeano el 1 de Junio de 2011 en instalaciones de la 
Universidad del valle. Para escuchar entrevista completa CD. Anexos.  
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retornos son una opción en  la víctima de desplazamiento forzado, pues el fenómeno 

de mismo representa una ruptura en la historia de esa persona, que de acuerdo a 

cómo procese en su psique ese evento de ruptura dependerá su decisión de retornar o 

no, así que no es necesariamente que la intención de retorno haya sido frustrada frente 

a la imposibilidad de sus garantías de volver al territorio sino que el retorno es una 

decisión más compleja que atraviesa las representaciones de la víctima lo que Claudia 

llama, los filtros subjetivos e intersubjetivos, si bien la decisión de retorno es más 

compleja en un individuo o en una familia por las especificidades en que se asume la 

victimización, para las comunidades la intención es mas de memoria compartida y 

arraigo colectivo que ata, que sienta una relación con otros en ese territorio que son 

vitales en la construcción del proceso de vida. 

 Indagamos especialmente sobre el tema de retorno a todos los entrevistados 

para poder tener la representación de quienes participaron en este proceso desde sus 

distintas ópticas, Ricaurte Angulo un líder, de las víctimas de desplazamiento forzado 

quien participó activamente de la cuarta mesa en el proceso de elaboración del PIU, al 

preguntarle  ¿Cuáles son las posibilidades de incluir el tema del retorno en el PIU? 

respondió así:  

Nosotros trabajamos el tema del retorno en política pública lo trabajamos, pero 

lo que sucede es que ahí no se dan las garantías necesarias para el retorno, 

porque empezando, las autoridades deben blindar el sector para que las 

personas puedan retornar con confianza y quedarse con confianza y puedan 

laborar, porque si hay presencia del gobierno las personas pueden trabajar el 

trabajo que se está acostumbrado en el campo. Bueno tampoco hay la garantía 

que le van a dar el transporte ni la garantía de un mercado cuando la persona 

llegue allá, aunque sea un mes, tampoco hay un proyecto productivo para que 

cuando la persona retorne pueda asentarse y vivir de su proyecto productivo. 

Entonces si esas garantías no se dan las personas no pueden retornar, todos 

tenemos un proyecto de vida pero si no hay recursos no se puede realizar, 

entonces no se garantiza nada para poder retornar,  se trabajó sobre el retorno 

en la política pública pero quedó en el papel por qué no se adicionó 
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presupuesto.132 

 David Macías133, quien hizo parte de la formulación del PIU desde la 

administración tiene una visión bastante completa y poco alentadora en materia de la 

intención de retornar por parte de la PSDF que reside en Cali, conoce la situación 

desde la institucionalidad con las cifras de quienes desean retornar y quienes lo hacen 

efectivamente, describe esta problemática de la siguiente manera: 

“Y ¿en materia de retorno qué  tanto aporta el PIU? 

DM: en retorno tenemos una dificultad grande en la ciudad, y es que la gente 

que llega a Cali no se quiere devolver, son poquitos de los que hemos 

entrevistado que han manifestado su deseo de volver voluntariamente, por que 

debe ser voluntario, no podemos obligar a nadie a que retorne. Lo que pasa es 

que Cali le da mucha seguridad a la gente aunque la pasen mal al principio, hay 

una oferta, hay más posibilidades de conseguir un empleo, de acceder a otros 

servicios como la salud, la educación. Estos temas los tenemos cubiertos, el 

desplazado que llega a Cali la educación la tiene cubierta al menos la básica y 

media, la universidad no es tan fácil, pero también hay oportunidades para 

ellos, en cuanto a la salud, estamos iguales si ellos necesitan de salud, ahí 

tienen el sistema de salud municipal que los atiende, y se hace las gestiones 

que se tienen que hacer para incluir a toda la población desplazada y tenemos 

un problema social que debemos abordar con lo que podemos hacer desde 

aquí. Hay gente que aún no ha hecho sus duelos, sin ni siquiera la posibilidad 

de comentarle a uno que le pasó, y llorar y eso le ayuda  a aliviar la pesada 

carga del desplazamiento, en esos términos nos encontramos muy bien, hay 

que mejorar en otros, el tema de acceso a ingresos a la universidad, el tema de 

lo lúdico, digamos que atendemos lo primario, el derecho a una vida digna 
                                                           
132

  Entrevista realizada a Ricaurte Angulo líder quien hasta finales de 2010 presidía de la mesa 
municipal de organizaciones de población en situación de desplazamiento forzado – MMOPSDF- quien 
decide retirarse del proceso por desacuerdos con el Documento PIU y la falta de una caracterización al 
aprobar el documento PIU. Entrevista concedida el 28 de Abril de 2011. En su domicilio. 
133

  Entrevista realizada David Macías, Funcionario de la Asesoría de Paz, fue miembro de la 
Secretaría técnica del PIU, luego es movido de cargo como Coordinador del programa de madres 
cabezas de familia de la Red Juntos de Acción Social.  Entrevista concedida el  16 de febrero de 2011. 
Anexos. Escuchar Cd. 
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después de eso vienen otras cosas.  

¿En este caso hablamos más de reubicar y reasentar que de retornar dada la 

violencia en Colombia ya que no estamos en una situación de postconflicto, 

sería esa la principal causa por la cual la gente no retorna a sus lugares de 

origen?   

DM: para generar condiciones de retorno se necesitan varias condiciones; Cali 

es un municipio eminentemente receptor, tampoco vamos a decir que no 

expulsa también es expulsor pero no la mayoría, digamos que de la población 

total habrá expulsado menos del 3%. Para lograr procesos de retorno debe 

haber una articulación interinstitucional entre los municipios expulsores y los 

receptores, entonces ya son los integrantes del SNAIPD y cuando hablo del 

SNAIPD hablo a nivel departamental y nacional, hacer retornos de manera 

individual o familiar directamente lo hace Acción Social, no lo hacemos nosotros. 

Hay gente que me plantea a mí, nosotros nos queremos devolver, para López 

de Micay, ¿quiénes son ustedes? la familia mía, un masivo es otra cosa, se 

habla de masivo cuando son 10 familias o 50 personas, de ese tipo no hemos 

tenido aquí, entonces uno los remite a Acción Social que hace el seguimiento al 

municipio de origen. Lo otro que es complicado, tienen que darse tres 

condiciones mínimas, tiene que ser voluntario, tiene que garantizarse la 

seguridad y tiene que ser digno,  y hay otros elementos, hay acompañamiento 

institucional y que hayan comisiones de verificación, eso hay que acordarlo con 

los entes que tienen la responsabilidad; ¿quiénes son? La fuerza pública, 

fuerzas armadas, policía, que hacen presencia en la zona donde la gente va a 

retornar, la Personería Municipal, la Alcaldía Municipal del lugar al que van a 

retornar, la Alcaldía Municipal del lugar del que se van a devolver, Acción Social, 

los ministerios, salud municipal, educación, todos. Con compromisos serios se 

hace un acta y se comprometen los organismos a nivel departamental municipal 

y nacional, y se procede entonces cuando se dan estas condiciones a llevar la 

gente a su lugar de origen y deben darse otros elementos, que se den 

condiciones de generación de ingresos, que los actores armados no estén en la 
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zona. Eso no es tan sencillo, nosotros queremos hacerlo, es mas tenemos una 

propuesta para hacerlo, la mayoría de la gente que viene aquí nos la mandan 

los mismos municipios, Nariño, Caquetá, Cauca, eje Cafetero, Putumayo, 

Antioquia, Buenaventura, Chocó, digamos que son los más representativos, de 

esos digamos que hay unos municipios que nos mandan la mayor población, se 

ponen de moda, Tumaco, López de Micay, san Pablo, es decir ya tenemos 

identificados los municipios que nos aportan mayor número de personas 

desplazadas, ¿qué hay que hacer? Pues ayudémosles técnicamente a construir 

planes de emergencia y contingencia, pero métase uno allá, el municipio no 

tiene las herramientas, ni el presupuesto y hay una población que está haciendo 

unas demandas pues es mejor que se vayan. No estoy diciendo que sean 

irresponsables pero se han dado casos así, otros que se quedan callados por 

que como son municipios turísticos, no les conviene porque entonces el turista 

se va no vuelve y la economía pierde, eso que estoy diciendo me lo han dicho 

los alcaldes no podemos decir eso porque entonces no vuelve la gente aquí, 

pero uno los entiende pero también es una oportunidad. Entonces la cosa no es 

fácil nosotros tenemos una propuesta de trabajar el retorno a partir de mostrarle 

a la gente que tiene derecho a retornar y que para eso hay que seguir unos 

pasos que y si nosotros le garantizamos esos pasos es más fácil que ellos se 

retornen y es más fácil que retorne un desplazado que acaba de llegar a uno 

que lleva años, el que lleva 5 años ya no se va a retornar.134 

La firma de la política pública para la población víctima de desplazamiento 

forzado  y el Plan Integral Único (PIU). 

 El 10 de diciembre de 2010 culmina una etapa importante en la historia de las 

víctimas desplazadas por la violencia en Colombia recepcionadas en Santiago de Cali, 

en su mayoría provenientes del suroccidente colombiano, esta fecha cierra un proceso 

de interlocución con las organizaciones de población desplazada, las entidades del 

municipio, las secretarías y la red del SNAIPD, quienes en una larga tarea de más de 

una administración, hicieron acercamientos en una mesa de trabajo que trajo consigo 
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  Ibíd. 
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grandes diferencias y también, un gran logro político: haber sancionado en una 

administración la política pública de la población desplazada.  

 Pero cabe preguntarse ¿cómo fue posible acercar intereses superpuestos entre 

las mismas organizaciones, y entre organizaciones y entidades?¿Cómo se llega 

finalmente a la firma del documento que valida la política pública?¿Estuvieron de 

acuerdo sus protagonistas (los representantes de la población desplazada) con el 

documento final?¿Cuál es la posición de los funcionarios frente al producto final?¿Qué 

piensan algunos miembros de la academia que acompañaron el proceso de 

formulación y vivieron el ambiente de tensión al interior de las organizaciones y entre 

las organizaciones y la asesoría? Estas son las preguntas que intentaremos resolver 

en este aparte del capítulo y que tiene por objeto demostrar  que la política pública 

para la población desplazada fue un trámite que había que realizar por norma, como ya 

lo dijimos anteriormente, que requería de los protocolos jurídicos para su validación, 

pero el ejercicio  tramitológico trajo consigo expresiones organizativas que el escenario 

no se esperaba, pero que aún así, la expresión de voluntad y decisión definitiva es la 

del gobernante, en esa balanza, el PIU se dio bajo arbitrio de la institucionalidad. 

 El Plan Integral Único y su filosofía; la política pública, hizo parte de una política 

de obligatoriedad del Ministerio del Interior y de justicia, y corresponsabilidad local en la 

atención al desplazamiento forzado, que se enmienda en el decreto 2569 del 2000 con 

la descentralización de la política con los  Comités de Atención Integral a la Población 

Desplazada –CAIPD-  y consuetudinariamente con los autos 052 de 2008 y  314 de 

2009. En palabras de una funcionaria de la asesoría; 

Esa es la articulación que nosotros iniciamos aquí y a través del Ministerio del 

Interior, también igualmente, venimos desde el 2009, no totalmente articulados 

pero sí hemos tocado puertas con el ministerio, por lo menos se está dando 

capacitación de los autos que están llegando, anteriormente no teníamos eso, 

pero ahora sí. Precisamente porque la corte los está presionando de que ellos 

deben estar enfocados a las capacitaciones a los entes territoriales y de 
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gobernación.135 

 En la Administración de Jorge Iván Ospina, cómo se demostró anteriormente, 

una política pública para las víctimas de desplazamiento forzado que obligase a  las 

secretarías a destinar recursos para planes y proyectos previstos a satisfacer el Goce 

Efectivo de Derechos -GED enmendado en la ley 387 de 1997, no hacía parte del plan 

de desarrollo municipal  inicial 2008-2011. Tiempo después de establecerse la nueva 

administración, se reconoce la urgencia de generar una plataforma estructurada de 

atención a las víctimas que llegaban día a día a Cali, que no podía ser de otra forma 

sino existiendo una política pública que generara las directrices para su aplicabilidad. 

Así es como en 2009 retoma un proceso que había empezado desde  2001 y que en 

aras de la presión del Ministerio del Interior y de Justicia (MIJ) y la misma Corte 

Constitucional, se abre un espacio de interlocución para darle conclusión a un 

documento, que a finales del 2009 ya estaba, según la Asesoría de Paz, casi listo. 

Digamos que hacia finales del 2009 el PIU estaba prácticamente listo faltaba 

acoplar alguna información precisa de presupuestos de unas cuantas entidades, 

la mayoría ya había entregado la información en unas matrices que nosotros 

elaboramos y se las enviamos y acordamos con ellos pues que  esa era la 

metodología. Hubo un corte a final de año, al siguiente año 2010 yo ya no 

estaba al frente del tema, me asignaron otras funciones, en el caso mío el tema 

se congeló, sin embargo hubo una reingeniería  en términos humanos de 

recurso humano y quedó como coordinador Rubén Villa.136 

 Pero un año más tarde, en diciembre de 2010 cuando el PIU se aprueba por 

sanción del Alcalde, el documento no estaba terminado, faltaban todas las matrices de 

planificación por parte de las entidades municipales, la red del SNAIPD y las 

organizaciones, no sólo en términos de coordinación sino también, de presupuesto, 
                                                           
135

  La entrevistada es Alba Marina Gómez funcionaria de la Asesoría de Paz de Cali, quien en la 
secretaría del PIU fue la encargada de ser el eje receptor de los productos de las mesas temáticas, 
integradas por subcomités de trabajo (todas las entidades del SNAIPD y las secretarías). Entrevista 
concedida en las instalaciones de las Asesoría de Paz 29 Marzo 2011. Escuchar Cd Anexo: entrevistas. 
    
136

  David Macías, Funcionario de la Asesoría de Paz, fue miembro de la Secretaría técnica del PIU. 
Entrevista concedida en las instalaciones de la Asesoría de Paz  el 16 de febrero  de 2011.Anexos. 
Escuchar Cd. 
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ante la inminente presión externa, el documento fue sancionado con vacíos 

fundamentales en su estructura, fue en últimas un acto de premura institucional para 

generar productos ante la Corte, con baches incluidos. 

 Pero miembros de las organizaciones y la academia supieron lo que estaba 

pasando, muchas de las secretarías no se comprometían con los presupuestos 

necesarios, algunas de las mesas temáticas (prevención y atención, asistencia 

humanitaria de emergencia, restablecimiento socioeconómico y la mesa de 

expresiones organizativas ) avanzaron considerablemente en sus líneas de acción con 

los subcomités conformados por las entidades. Especialmente la Secretaría de Salud 

que estableció  enlaces comprometidos en las reuniones y presupuestalmente mostró 

compromisos, aunque estos no fueron observados en el documento. La Secretaría de 

Deportes, según la Asesoría de Paz, se comprometió con los presupuestos y 

actividades para la población, pero de la misma manera no se observa nada en el 

documento y al ver la presentación de power point los métodos de planeación 

estratégica alrededor del presupuesto y actividades para con la población son exiguos. 

La Secretaría de Gobierno quien coordinó la mesa  de prevención y protección, diseñó 

estrategias de protección para los líderes  de victimas de desplazamiento forzado que 

habían sido  amenazados, entre otras actividades; la Mesa de Atención Humanitaria de 

Emergencia- AHE liderada por Acción Social tuvo varias reuniones en las que logró 

propuestas de reordenamiento operativo, en cuanto a la mesa de restablecimiento 

socioeconómico, la Secretaría de Vivienda formuló los planes de vivienda social al lado 

de un macro proyecto con la Asesoría de Paz conocido como barrio taller, una nueva 

etapa al lado del barrio potrero grande y Altos de Santa Helena en la Zona de Alto 

Meléndez, en la comuna 18. 

 Los compromisos presupuestales presentados ante la reunión del comité 

municipal de Atención Integral a la población desplazada (CMAIPD),  que era el marco 

de socialización de los acuerdos alcanzados por cada una de las mesas temáticas, en 

los cuales participaba el Alcalde y la Asesoría con su Comité Técnico, tales 

compromisos fueron presentaciones de power point que no se incluyeron en el 

documento que se aprobó y que no reflejaban contenidos serios de medición; por 
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ejemplo, no había enfoque diferencial es decir, planes o proyectos construidos de 

acuerdo a las necesidades raciales, étnicas, de procedencia, de sexo, edad, sector 

poblacional, entre otros, ni indicadores que midieran el impacto a mediano y largo 

plazo e incluso, no se establecían valores definidos a los beneficiarios (cuantos 

beneficiaros, rango etáreo, qué comunas, cuánto tiempo ),  características que podrían 

ser vitales a la hora de ejecutar el plan o proyecto propuesto y medir su impacto.  

Las divisiones alrededor  de la “Cuarta Mesa” 

 El grupo Sujetos y Acciones Colectivas de la Escuela de Trabajo Social y 

Desarrollo Humano de la Universidad del Valle, que hizo parte del proceso de 

acompañamiento a las organizaciones que no estaban formalmente establecidas 

dentro de la Mesa Municipal y departamental pero que había sido invitados, 

denominadas como la “Cuarta Mesa”, mesa que incluía las organizaciones que tenían 

representación dentro de la Mesa Municipal, Departamental y las que no.  

 En el proceso se manifestó una fractura alrededor de esta mesa, especialmente 

por intereses y posiciones de liderazgo que se superponían al ejercicio de construcción 

conjunta, sin embargo la propuesta con matriz de planificación y presupuesto, que 

construyeron con las organizaciones que eran deslegitimadas y a menudo, rechazadas 

por las otras organizaciones que se autoerigían representantes, fue  revisada pero no 

fue considerada por la asesoría, lo cual fue muy desalentador en el proceso, lo que 

terminó por desgastar y agotar a los participante; 

Durante el año 2009 yo participé activamente, digamos, con el grupo de Sujetos 

y Acciones Colectivas de la Escuela de Trabajo Social y Desarrollo Humano de 

la Universidad del Valle, participamos junto con la Consejería Municipal de Paz y 

algo que se llamó la Mesa de Expresiones Organizativas de Población 

Desplazada en la construcción de un plan de acción, precisamente para este 

espacio, para la mesa de expresiones. Este era un ejercicio que se desarrolló 

en el marco de lo que se llamó la cuarta mesa, integrada por población víctima 

del desplazamiento forzado que fue en realidad la única de las mesas en que 

nuestro grupo de investigación le interesó participar.  
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Nosotros estuvimos en este proceso junto con otras expresiones organizativas; 

es el caso del Colectivo de Mujeres Desplazadas de Cali, La Red, la 

Corporación, ASODESCA, entre otras organizaciones  y de manera esporádica 

y tangencial, la participación de la Mesa Municipal y de la Mesa Departamental; 

por algunos serios conflictos internos  que hay al interior de estas 

organizaciones y de estas expresiones organizativas, la Mesa Municipal decidió 

no participar más en ese espacio, siguió por su cuenta y nosotros, luego de  

aproximadamente seis y ocho reuniones y  llegamos de manera colectiva  a una 

construcción de plan de acción; este plan de acción se construyó, se le 

especificó un presupuesto y se le pasó a la Consejería Municipal de Paz para 

ver si la podía incluir precisamente en el marco del presupuesto formulado para 

el PIU.  

Lamentablemente ese ejercicio no…mas allá de los aprendizajes que pudo 

haber dejado, no se materializó como tal en algo tangible, en algo concreto; no 

se le asignó un presupuesto eh… Y las innumerables disputas internas que hay 

entre las organizaciones de la población víctima del desplazamiento forzado 

también, digamos que, atentó de alguna manera contra el  cabal desarrollo de 

este proceso eh… Esa fue en realidad la participación, porque nosotros  

decidimos no participar en las otras mesas como les comento y también, en el 

marco del trabajo de esta cuarta mesa se participó en algunos Comités 

Municipales de Atención Integral, de un par de reuniones con el Alcalde también, 

pero frente a un proceso tan desgastante, con tan pocos resultados, con tan 

poca actitud de parte de ciertas víctimas y con escaso compromiso de verdad y 

como, una verdadera intención de meterle la ficha, la energía a la construcción 

del PIU por parte de los funcionarios de la administración municipal, pues yo 

decidí no seguir participando mas en este espacio, eso fue a mediados del año 

2010 y desde entonces,  pues, he estado enterándome pero no he seguido 

participando activamente.137 

                                                           
137

 El entrevistado es el Profesor  Federico Guillermo Muñoz, investigador del grupo Sujetos y 
Acciones Colectivas de la Universidad del Valle, Coordinador de la Cátedra de Desplazamiento Forzado 
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 El escaso compromiso de parte de la administración frente a la respuesta 

planificada de las organizaciones concluyó en una propuesta presentada desde las 

dependencias de la alcaldía, secretarías y entidades municipales y del ámbito nacional 

con Acción Social y la red del SNAIPD donde no hubo cabida para los planes y 

proyectos presentados desde las organizaciones, excepto de las que firmaron el 

documento; este producto se concreta con la  escasa participación de las víctimas en 

los escenarios de planificación, con una propuesta irresponsablemente diseñada desde 

una administración, que no se constata en un documento PIU y con un coadyuvante 

aún mas agobiante para este tipo de procesos, la división de intereses al interior de la 

cuarta mesa, que se traducían más en  lógicas individuales y de la potencialidad de 

ganar prebendas burocráticas o de planes y proyectos, que en un ejercicio desde y 

para la población que se decía representar. El representante de la Mesa Municipal, 

Felipe Neri Asprilla dice: 

Bueno, yo pienso que existe una división en la población, entre algunos líderes, 

que algunos no entendieron la necesidad que había de hacer un PIU 

coordinado, donde hubiera participación de todos y que sirviera para todos y 

nosotros eso es lo que queremos; que haya un PIU que sea incluyente, donde 

existan temas, rubros específicos y que se cumpla con la ley, la ley dice que el 

PIU hay que hacerlo con la participación de la población y la verdad no fue total, 

fue muy parcial.138 

 

 

 

                                                                                                                                                                                           
en Colombia de la Universidad del Valle y quien acompañó en la fase inicial, la cuarta mesa en el 
proceso de formulación del PIU. Escuchar anexo. CD. 
138

  El entrevistado es el líder desplazado de la fundación FUNDACHOC (Fundación de 
Desplazados del Chocó) Felipe Neri Asprilla, quien desde enero del 2010 ha estado participando del 
Comité Municipal como parte de los líderes representantes de la población, pero solo hasta enero de 
2011 tuvo la oportunidad de encabezar la Mesa Municipal de Población Desplazada. 
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La caracterización, una necesidad no satisfecha.139 

 En el proceso de culminación del PIU las organizaciones decidieron retirarse 

alegando que “no se había realizado una caracterización a la población desplazada”140 

y que ello traería grandes vacíos en materia de ejecución y de impacto, pues la 

estructura de la política pública debía contener un ejercicio meditado de la 

problemática actual, no de censos desactualizados de las ESES y EL SIPOD de Acción 

Social, que confundían las necesidades de la población desplazada con la de 

población vulnerable, además que los datos del documento que son tomados como 

una caracterización (ver Anexo del PIU 2010) son datos generales del municipio, de los 

cuales algunos son viejos datos de la población desplazada, la mayoría son las 

respuestas en torno a salud, que representan sólo una arista de la problemática real de 

los contextos del desplazamiento forzado en cada una de sus vertientes.   

 Era inminente que en el momento de planificar una política para la población 

desplazada se conociese sus problemáticas particulares como salud, educación, 

vivienda, recursos públicos, alimentación, conformación del hogar para obtener 

medición de la jefatura (femenina o masculina), representaciones de la ciudad, la 

necesidad de establecerse, reubicarse o retornar, con categorías de las cuales se 

pudiese obtener información bajo un enfoque diferencial  como de género, edad, 

ubicación, raza, etnicidad, procedencia, limitaciones físicas o mentales, entre otros 

datos que hubiesen sido valiosos a la hora de construir la Política Pública. Así lo 

constata el hoy representante de la población desplazada en el Comité Municipal; 

Porque pienso que cuando se hace un proyecto, primero hay qué saber que 

tenemos, con qué contamos para poder darle viabilidad; con esto no estoy 

                                                           
139

  En el proceso concertación para la elaboración de la Política Pública para las Victimas de 
Desplazamiento Forzado, se planteo la necesidad de realizar la caracterización, económica, social, 
étnica, es decir una caracterización completa sirva de piedra fundacional de dicha política pública, es 
improcedente realizar un proceso de respuesta institucional a una población no identificada con 
precisión, seria destinar recursos sin la certeza de orientarlos en el mediano y largo plazo para obtener 
un valor agregado fruto de la articulación interinstitucional, esta situación se ve gravemente refleja 
cuando se “planean” reubicaciones sin tomar conciencia de las diferentes necesidades de las víctimas 
cayendo en el lugar común de dar respuestas erróneas. 
140

  Esta versión sobre los motivos de retirarse o abstenerse de participar en el proceso, o de no 
legitimar el PIU debido a la falta de caracterización, se hizo repetidamente por las víctimas de 
desplazamiento forzado que hicieron parte en algún momento del proceso. 
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diciendo que el PIU que hay no sirva, lo que se ha recopilado allí tampoco quiero 

decir que no sirva, sirve pero no está todo recogido e incluso en la parte 

diferencial. Por ejemplo el artículo… la ley el 005141 que es sobre los Afro, no se 

establece en el PIU y otra cosa, que los rubros como no se ha hecho una 

caracterización no están específicos. Entonces yo pienso que allí hay un vacío, 

para nosotros es importante, para la población desplazada y yo, como 

representante que cuando algunos desplazados no saben que es el PIU, 

algunos no saben que es política pública pero nosotros que sabemos, qué 

conocemos que es política pública, qué es el PIU y cómo debe estar el PIU. Es 

importante, lo más importante que necesitamos es la caracterización de la 

población desplazada, para saber cuántos somos, cuántos habemos, porque 

hasta el momento no tenemos claro eso y para poder haber un rubro claro en el 

PIU, tenemos que saber cuántos desplazados son.142 

 Ese fue el principal argumento por el cual se retira la Mesa Municipal al conocer 

el documento PIU que iba a ser presentado al señor Alcalde Jorge Iván Ospina en 

2010, principal motivo de confrontación entre organizaciones y la Asesoría de Paz, 

mostrando la inconformidad por parte de las organizaciones, de la comunidad 

académica que hasta su momento estuvo acompañando el proceso y especialmente 

de la población desplazada de quien no se tenía conocimiento real, pero se hablaba en 

escenarios que pretendían planificar su futuro en la ciudad.  En palabras de un líder del 

Comité Municipal; 

Ellos saben que no hay PIU, ellos lo que hicieron fue de llenar de argumentos 

cerca de 60 páginas, diciendo que era el PIU, para qué sirve el PIU y haciendo 

alguna caracterización vieja que tenían ahí, pero eso no es el PIU. Entonces 

nosotros dijimos, nosotros no firmamos porque eso no es PIU, nosotros no 

vemos reflejado lo que hemos construido desde nuestras lógicas allí en ese PIU, 

                                                           
141

  Para dar rigor, hemos transcrito literalmente el aporte del entrevistado, pero ser hace necesario 
aclarar que cuando el entrevistado habla de la ley 005, en realidad se trata del Auto 005 de 2009   
142

 Ibidem. Anexo. CD. 
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por eso nosotros no firmamos y dejamos esa constancia (...).143 

 Este ejercicio podría haber permitido un análisis juicioso de la población 

desplazada en Cali y sus necesidades reales y no hubiese arriesgado decisiones que 

arbitrariamente habían señalado lo que la población requería en planes y proyectos. 

Las organizaciones de población desplazada en medio del fragor de intereses 

superpuestos entre la Mesa Municipal de Desplazados y la Mesa de Expresiones 

Organizativas, se dividió, en búsqueda de personalismos y logros para sus propias 

organizaciones,  lo que concluyó en una afirmación pasiva  de parte de dos de las 

organizaciones ante el documento PIU, que había sido fuertemente criticado por la 

población desplazada y que requería de volver a retomar el escenario de discusión y 

respeto para con las organizaciones. 

 Es así como el 10 de diciembre del 2010, en la mañana dos organizaciones 

deciden firmar el PIU, aún cuando la mesa estuvo en total desacuerdo y su 

representante, en ese momento Ricaute Angulo, se retiró de la mesa y los líderes de 

las organizaciones quienes participaron de la cuarta mesa; 

Entonces mirá, como no le quisimos valer el PIU 2010, ellos se la jugaron e 

hicieron el PIU 2011144, entonces con ese antecedente nosotros hicimos cuentas 

y con la propuesta que les hacíamos de salir a los talleres, ellos nunca le 

quisieron jalar a eso, entonces ellos se jugaron esta, como cooptar algunos 

líderes con determinadas promesas, entonces cooptaban a la Mesa Municipal 

ofreciéndole la caracterización y que operaran los 100 millones de pesos. 

                                                           
143

  El entrevistado es el líder de población desplazada, Oscar Enríquez quien pertenece a la 
organización REDOVIC (Red de Víctimas del Conflicto) quien es un líder histórico en los procesos 
organizativos de las organizaciones de víctimas de Cali y el Valle, quién se retiró por falta de garantías 
en el PIU para con la población desplazada. Para ver el derecho de petición, ver anexos. 
144

 El entrevistado hace referencia a el documento modificado del PIU que sale en marzo del 2011, 
los investigadores de este trabajo de grado tuvieron la oportunidad de conocer el documento y, aunque 
no fue objeto de análisis por el tiempo de investigación (hasta la aprobación de PIU 2010), hizo lectura 
del documento y los cambios constituyeron la inserción de información de la población desplazada con 
base en datos de Acción Social, tales como: proveniencia, ubicación geográfica de la población en Cali. 
Esto sin ser una caracterización, sólo datos generales del perfil poblacional que se establece en Cali. De 
manera muy general. También se puede observar algunas matrices de planificación de acuerdo a los 
presupuestos que luego de la firma del PIU se modificaron, algunos subieron, otras secretarías bajaron 
su compromiso, pero aún así las matrices seguían mostrando serios vacíos de indicadores y factores de 
medición. Se recalca que la obtención del documento PIU modificado en marzo-abril de 2011, recayó en 
una espera de más de 5 meses, por fuera de la fuente oficial (asesoría de Paz). 
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Entrevistadores: Eso fue a finales del 2010, ya se había sancionado el PIU? 

No, no se había firmado el PIU y a Consuelo Cruz, por la mañana firmó el PIU y 

por la tarde le dieron un proyecto de 33 millones de pesos para ejecutar una 

supuesta feria artesanal de la población desplazada y, a Rosalba Riascos del 

colectivo de mujeres, que también lo firmaron, anteriormente les habían dado un 

proyecto de indicar la ruta de atención en salud, ellos eran los votos fijos que 

tenían145. 

Entrevistadores: ¿Con cuántos votos pasaba el PIU? 

Con dos firmas, lo que dice la ley. 

Entrevistadores: o sea que firman Rosalba Riascos y Consuelo Cruz. 

Y un señor Heber Erazo de ASODESCA, que no le valieron la firma porque llegó 

tarde, él no firmó la planilla de asistencia, por eso no le validaron la firma. 

Consideramos una constancia, nosotros como REDOVIC que eso no era PIU, 

dejamos una constancia de que eso no era PIU.146 

 Este tipo de comportamientos no le fueron ajenos a los académicos, quienes 

observaron la profunda fractura que había al interior del proyecto de movilización social 

de las víctimas de desplazamiento forzado, que en últimas se retroalimentaba de las 

lógicas clientelistas, que condenaba la fuerza de su empoderamiento político, hacia la 

cooptación de sus organizaciones, convirtiéndose, en aliadas de prácticas que 

conducen a la alienación de los agentes potencialmente ubicados por fuera de la 

estructura y que supone, deben ser, una fuerza cohesionadora que rinda frutos a las 

minorías de las cuales se dice representar.  

(…) Es un problema que hemos identificado en general a nivel de las 

organizaciones, en principio esa avidez de recursos que hay allí al participar en 

                                                           
145

  Esta es la versión que Oscar Enríquez brinda sobre la razón por la cual las personas que 
firmaron el PIU lo hicieron, debemos aclarar que no tenemos forma alguna de corroborar esta versión, 
intentamos durante tres meses y con múltiples citas incumplidas hablar con una de las personas que el 
entrevistado menciona, al no ser posible esta entrevista nos hemos visto imposibilitados de ofrecer la 
versión de quien sí considero prudente firmar el PIU. 
146

  Ibidem. Anexo CD. Escuchar entrevista. 
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estos procesos, pero también en otros procesos donde se concluye con la 

cooperación internacional y eso es un tema lamentable porque, pareciera que 

estos liderazgos no solamente están yendo allí por el dinero, porque vaya y 

venga si fueran por un dinero que va a beneficiar a las organizaciones, a las 

expresiones organizativas. Muchas oportunidades se están yendo es por un  

dinero y por unas conveniencias de lo que sea para ellos a nivel personal y me 

parece esa una actitud y un rasgo lamentable de este tipo de organizaciones 

que están luchando contra lo que les sucedió, tratando de que el estado les 

responda, reivindicando sus derechos; tienen un comportamiento que parece 

absolutamente contradictorio frente a sus luchas sociales y políticas.147 

 

La mirada de la Administración Municipal. 

 Pero distinto es lo que piensa el grupo de funcionarios que históricamente 

trabajó en este proceso, desde sus primeros albores en 2001 y que algunos de ellos 

hicieron acompañamiento en algún momento a esta retoma del proceso, en 2009, 

como aquellos que llegaron justo en ese año, quienes se notaban satisfechos con la 

sanción del PIU, más como un logro político que como el logro de una garantía real de 

facto, pues como refieren ellos, falta mucho en el PIU por modificar, por hacer, no todo 

está en el PIU, pero aún así, consideran que es un producto que existe y que por el 

hecho de existir, le permite a la población una exigibilidad a las futuras 

administraciones en términos de recursos y goce efectivo de derechos (GED)148 

Satisfecho no, porque soy consciente que faltan cosas, pero no porque no 

queramos sino porque no es posible, no se puede pedir lo que no hay, lo que se 

quiere es una cosa y lo que se puede es otra. Pero sí en la intención de mejorar, 

yo diría que me siento bien porque el proceso empieza a cuajar y lo que viene 

es la ejecución de lo que diseñamos en el plan; al final cuando hagamos un 

                                                           
147

 El entrevistado es el Profesor Guillermo Federico Muñoz, investigador del grupo Sujetos y 
Acciones colectivas de la Universidad del Valle, Coordinador de la Cátedra de Desplazamiento Forzado 
en Colombia de la Universidad del Valle y quien acompañó la cuarta mesa en el proceso de formulación 
del PIU. Escuchar anexo. CD. 
148

 Goce efectivo de derechos de la población desplazada, proferidos por la ley 387 de 97. 
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balance, qué nos faltó, en qué nos fue bien, en que nos fue regular, que se 

puede mejorar. Pero siempre que hablamos de procesos las cosas van a ser así, 

y uno cuando quiere las cosas perfectas siempre va a estar insatisfecho y esa 

es la ventaja porque siempre vamos a querer que las cosas mejoren. 

Yo siento que tenemos un plan importante, no es el mejor plan, pero es un punto 

de partida muy importante y un punto de quiebre para Santiago de Cali, es un 

hecho político, quizás no lo dimensionamos pero es un hecho político, porque la 

población desplazada estaba rezagada, desde el 97 que se reconoce el tema de 

desplazamiento como un problema nacional, son 13 años al 2010, la T-025 

ordena que se atienda a las víctimas de desplazamiento forzado, el gobierno en 

respuesta saca la ley 380, yo diría que esta es una invitación a seguir 

mejorando, estamos cumpliendo con la norma, estamos cumpliendo con una 

población que necesita ser atendida como población especial en su condición de 

vulnerabilidad  y que con ellos vamos a trabajar, ellos nos van a ayudar a 

reorganizar cosas, esperemos que algunas actitudes de los líderes se den de la 

mejor manera, las cosas no son perfectas pero siento que vamos por el camino 

que es. Llevamos una tendencia digamos una inercia, hay una voluntad política 

planteada en un documento y eso se transmite en recursos, ese es un avance y 

un rompimiento con un estado de cosas que lo que estaba haciendo era 

frustrando las intenciones.149 

 Respecto del logro de la materialización de un escenario de concertación y 

obligatoriedad para entidades nacionales y locales, la firma del PIU representaba la 

garantía de un escenario de movilización de planes y proyectos que tendrían que estar 

predestinados en cualquier base presupuestal de las secretarías, pues la política 

pública aunque incompleta y por armar había ganado un espacio de compromiso 

institucional, esta intención de concebir el PIU como punto de partida para la posterior 

adecuación, se hace evidente en el siguiente relato, realizado en la Asesoría de Paz: 

                                                           
149

 David Macías, Funcionario de la Asesoría de Paz, fue miembro de la Secretaría técnica del PIU, 
luego es movido de cargo, actualmente es el Coordinador del programa de madres cabezas de familia 
de la Red Juntos de Acción Social. Anexos. Escuchar Cd. 
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¡Yo me siento muy tranquila! En el sentido de que… es que yo pienso que es 

una herramienta que si no se aprobaba cómo se hacía para darle, asignarle 

presupuesto a la población desplazada, como voluntad que tenga el ente 

territorial si no hay un PIU, pues hombre, las entidades van a decir: -y por qué 

gracia les vamos a dar presupuesto-, ya habiendo esta herramienta se obliga a 

la entidad territorial de que se le asigne un BP no una actividad sino un BP. Un 

BP es que el proyecto esté afiliado al banco de proyectos en Planeación 

Municipal, entonces que trabaje por ejemplo con proyecto de 500 millones  con 

eso se va a trabajar y hayan unas actividades  integralmente a esos 500 

millones, no una actividad de un BP como supuestamente anteriormente se 

trabajaba, además por eso los obligan a ellos.150 

 Así pues, ante el ejercicio inconcluso firmado a finales de diciembre, la asesoría 

decide abrir un Comité de Seguimiento y Verificación del PIU, con el cual se pretendía 

construir las matrices y las propuestas que aún no estaban en el documento ni en la 

claridad institucional, para dejar construidos los planes y proyectos de la vigencia 

futura151; en ese comité según uno de los líderes de la mesa municipal, sólo 

participaron las organizaciones que firmaron el PIU, como “endose” de la 

administración a la firma del documento; 

Ellos se tiraron una jugada muy interesante y es crear un comité de seguimiento 

a la política pública y al PIU, que es el que planteamos ahora y ese comité de 

seguimiento supuestamente era quien impulsaba que modificaciones, que se 

trabajaba, que se concertaba y para eso, ellos dijeron que quienes iban allí eran, 

porque ya se lo habían ganado de manera natural, era quienes habían firmado 

el PIU, entonces son ellos quienes ahora representan a toda la población 

                                                           
150

  La entrevistada es Alba Marina Gómez funcionaria de la Asesoría de Paz de Cali, quien en la 
secretaría del PIU fue la encargada de ser el eje receptor de los productos de las mesas temáticas, 
integradas por subcomités de trabajo (todas las entidades del SNAIPD y las secretarías). Escuchar Cd 
Anexo: entrevistas. 
151

 En entrevista realizada a David Macías, él manifiesta la conformación del Comité de 
Seguimiento y Verificación del PIU, como espacio de mejoramiento del documento aprobado por la 
administración municipal. Anexo. CD. 
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desplazada de Cali.152 

 Este potencial153 acto de cooptación de las organizaciones de población 

desplazada y la fragmentación de las mismas con su proceso de empoderamiento, 

llevaría a una inminente ruptura de poder por parte de las organizaciones, que con sus 

prebendas no tendrían legitimidad para reclamar factores de inconstitucionalidad o falta 

de ética en los procesos de concertación de los presupuestos y las líneas de acción. 

Así pues irremediablemente no son los escenarios los que garantizan el compromiso 

institucional para con las víctimas, sino que son los procesos y las organizaciones, en 

este caso como defensoras y observadoras del PIU, quienes pueden realmente 

defender sus derechos para verlos materializados en una política pública y en su 

herramienta de ejecución, PIU, pero lamentablemente las prácticas de burocratización 

e individuación siguen latentes, lo que constituye un gran reto para aquellas 

organizaciones que se están pensando los repertorios de acción sin perder la mirada 

de quienes representan. 

 El proceso de materialización de la política pública para la población víctima de 

desplazamiento forzado, fue más un acto de premura política que de garantías reales 

con la población. Las organizaciones lo conocieron y se retiraron de la mesa, la 

alcaldía agotó las reuniones de concertación, algunas de las secretarías no cedían 

mayores presupuestos e incluso sus compromisos no parecían potencialmente reales; 

las entidades nacionales, como Acción Social y Bienestar Familiar, concertaron sus 

planes de acción por demanda, no por enfoque presupuestal, ya que la nación provee 

de los recursos con los que cuenta, lo que sigue siendo un reto.  

 Por otro lado, el documento se aprobó sin matrices de planificación ni ajustes 

presupuestales, la caracterización que fue lo que más reclamaron las organizaciones, 

no se realizó antes de la firma documento PIU154 para aproximarse a la problemática 

                                                           
152

 Esta es la versión del entrevistado, no podemos afirmar su veracidad ni su falsedad, sólo 
transcribimos lo dicho por el entrevistado. 
153

  Hablamos de potencial haciendo referencia a la posibilidad que se tiene de parte de quien 
ostenta el poder (administración Municipal), sobre quien está en la mesa y no tiene la posibilidad de 
direccionar el gasto, planteamos el escenario, pero no aseveramos que sea el caso concreto del proceso 
de formulación del PIU. 
154

  La caracterización fue socializada en diciembre de 2011, en esta reunión los investigadores de 
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de la población en Cali y con ello, poder  así diseñar planes y proyectos acordes a las 

necesidades de la población. El documento se centró en recoger datos del SIPOD y de 

las ESES como caracterización de la población desplazada cometiendo un grave error, 

no se sabía hasta dónde los ítems y las categoría manejadas por los centros de salud 

no discriminaban con exactitud a la población en situación de vulnerabilidad con las 

víctimas de desplazamiento forzado, lo que constituye un contenedor social de 

necesidades diferentes. Además, en total desconocimiento de la cifra real de la 

población desplazada en Cali y cuáles son sus problemáticas reales. 

 Sin embargo, el PIU con retos y grandes falencias hoy es un hecho, aunque sólo 

en la medida de su aprobación, pues los presupuestos con qué alguna vez se aprobó y 

que meses después fueron modificados, sólo como dato, a finales del 2011 no se 

habían ejecutado.  Así pues, constituye un gran reto para la población desplazada 

construir y solidificar sus lógicas de interlocución en la medida que se piensen como 

grupo, más aún cuando no es posible hacer una apuesta prospectiva sobre la actitud 

de las futuras administraciones. 

Análisis de presupuesto con el que fue validado el documento PIU 

 El documento de la política pública para población víctima de desplazamiento 

forzado en Santiago de Cali, fue validado por sanción de la administración municipal en 

cabeza del señor Alcalde Jorge Iván Ospina, el 10 de diciembre de 2010. Para su 

validación las secretarias de Desarrollo Territorial y Bienestar Social, Deporte y 

Recreación, Cultura y Turismo, Gobierno y Convivencia, Salud Pública municipal, 

Educación, Vivienda Social, hicieron sus respectivas presentaciones para dar informe 

del presupuesto de la vigencia 2011 para la población víctima de desplazamiento 

                                                                                                                                                                                           
este trabajo de grado pudieron conocer que el margen de error no estaba calculado y que la ficha 
técnica no fue presentada, además la rapidez de la presentación no permitió mayores intervenciones. El 
ejercicio de la caracterización arrojó algunos datos: como que la población tiende a bajar sobre manera 
su capital social, conduciendo inevitablemente a la pobreza extrema o a la miseria, la necesidad de 
quedarse en la ciudad por las garantías de seguridad, la problemática en salud en el tema de 
carnetización como un tema de corrupción con las operadoras de salud. Pero sí fue posible conocer por 
algunos enlaces de las secretarías (Salud y la misma Asesoría de Paz) que los presupuestos a esa 
fecha por parte de las entidades no habían sido ejecutados. Se posee copia del material que se dió y 
que es prácticamente ilegible. Caracterización hecha por, Carlos Andrés Ramírez, la Secretaría Técnica 
de la Asesoría de Paz y Corporación REDOVIC con Oscar Enríquez. 
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forzado, pero al revisar juiciosamente el documento PIU, no contiene las matrices que 

aparecen en las presentaciones de Power Point mencionadas155, motivo por el cual, el 

documento es reformado para mediados del 2011, año que no está dentro de nuestro 

periodo de análisis, pero que aún así pudimos conocer y en el cual, aparecen las 

matrices con especificaciones de presupuesto y de planes y proyectos de algunas 

entidades municipales, otras, sujetan los protocolos de atención de las políticas y 

presupuestos de las entidades nacionales, por lo que no es posible saber el 

compromiso presupuestal para con la política pública en Cali. También se pudo 

conocer que aparecen matrices de articulación específicas de los subcomités respecto 

de las propuestas e informes que se habrían de ejecutar en caso de una recepción 

masiva, como también aparecen las responsabilidades y roles de cada entidad para 

atender cada uno de los ciclos de la política pública (protección, atención humanitaria 

de emergencia y restablecimiento socioeconómico (retorno, reubicación en la ciudad o 

fuera de la misma156); pero debido al periodo establecido en que surgen estas 

modificaciones (mediados 2011) el análisis de los compromisos pactados en relación a 

ese documento PIU modificado extralimita en tiempo y recursos de nuestro proceso de 

investigación. 

 Por lo tanto, este análisis supone un acercamiento tangencial, a los 

compromisos presupuestales pactados por las secretarías mediante unas 

presentaciones ante el Comité Municipal de Atención Integral a la Población 

Desplazada en Noviembre de 2010, días antes de la aprobación de la política pública, 

pero no constituye una propuesta que se desarrolló de acuerdo a estos planes y 

presupuestos establecidos que pretendemos analizar, ya que fue reformada en el 

nuevo documento PIU 2011, que se tuvo la oportunidad de conocer sólo hasta finales 

de 2011. 

 El análisis que viene más adelante parte de unas presentaciones power point 

proporcionadas por la Asesoría de Paz de Cali,  a principios de 2011, debido al 

cuestionamiento  sobre el documento PIU aprobado; específicamente la falta de 

                                                           
155

 Ver Documento PIU primer ejemplar. Anexos CD. 
156

 Ver Documento PIU que fue actualizado, en la cual las matrices por secretaria permiten observar 
con mayor detalle lo aquí enunciado. Pág. 64-117. Anexos CD. 
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matrices de ejecución por parte de las entidades con sus respectivos presupuestos a lo 

que respondieron con que efectivamente hubo compromisos mediante las 

presentaciones de power point y que en un nuevo documento PIU, se editarían dichas 

presentaciones a modelo de marco lógico.  

 Esta información es necesario darla a conocer debido a que si bien nuestro 

análisis del PIU correspondía al proceso de formulación hasta el periodo de sanción 

administrativa, es decir, validación de la política pública, y en ello tenía que ver cuál 

había sido el compromiso presupuestal del municipio y la nación (entidades 

nacionales) en el  documento PIU para Santiago de Cali, la verdad, los insumos 

obtenidos en relación al presupuesto son exiguos para hacer un juicioso análisis 

presupuestal, debido a la escasa información que contienen sobre los proyectos 

desarrollados durante 2010, que tomamos en los gráficos como las actividades 

presupuestadas y la pobre información por parte de algunas secretarías en torno a las 

actividades; otras secretarías fueron más eficientes en el detalle de actividades para la 

vigencia futura y algunas de ellas, ni siquiera presentaron una aproximación al 

compromiso presupuestal y de ejecución para con las víctimas de desplazamiento 

forzado para 2011. 

Por lo anterior: 

 Se indicará lo presupuestado (ejecutado y en ejecución) en 2010, como 

producto paralelo al proceso de interlocución entre las mesas y de la 

formulación de la política pública- PIU para PVDF, indicando los presupuestos 

invertidos por las secretarías por fase de atención normativa de la política 

pública: prevención y protección, atención humanitaria de emergencia y 

estabilización socioeconómica. También los montos invertidos por entidad. 

 

 Se identificará cuáles son los presupuestos  proyectados con relación a las 

fases de atención de la política pública para la atención de víctimas de 

desplazamiento forzado para  el 2011, aclarando que estos presupuestos y 

actividades fueron ajustados, como lo dijimos en un inicio, en el documento que 
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se reformó del PIU 2011. 

 Que este análisis presupuestal constituye sólo un acercamiento tangencial al 

documento con el que fue aprobada la política pública para la atención de 

víctimas de desplazamiento forzado, abriendo una nueva brecha de 

investigación para los futuros analistas que estén interesados en los 

compromisos reales de esta administración de Jorge Iván Ospina para con el 

PIU después de su proceso de validación,  conociendo si aquellos presupuestos 

presentados en 2010 fueron ejecutados de la forma en que afirman las 

presentaciones, e incluso ir mas allá, si aquellos compromisos proyectados en el 

documento reformado del PIU en 2011 fueron realmente ejecutados. Aunque 

según lo revelado por el enlace de salud y la misma Asesoría de Paz en 

diciembre de 2011, en la socialización de la caracterización en el Hotel Torre de 

Cali, los compromisos pactados por las entidades para 2011 no habían sido 

ejecutados hasta esa fecha y la única que había llevado a cabal desarrollo los 

montos y actividades era la Secretaría de Salud Pública Municipal. Esta es sólo 

una de las experiencias que incita y provoca  a desarrollar un ejercicio de 

seguimiento conconmitante de la política pública,  que incluso pueda no sólo 

quedarse en el mero ejercicio presupuestal y eficientista del estado, sino 

también haga seguimiento a las mesas que han participado de este proceso y 

poder observar cómo son sus lógicas de interlocución, agenciamiento, presión  y 

cohesión en un nuevo escenario administrativo (nueva alcaldía de Rodrigo 

Guerrero). 

 

 Que en estos gráficos sólo se encontrará información de los compromisos 

iniciales en 2010, de acuerdo a la firma del PIU de seis secretarías: Desarrollo 

Territorial y Bienestar Social, Deporte y Recreación, Cultura y Turismo, Gobierno 

y Convivencia, Salud Pública Municipal, Educación, Vivienda Social. Esta es la 

única información con la que se contó y con la que se pudo hacer observación, 

pues no es posible hacer mayor análisis con los vacíos de información que 

presentan algunas de las presentaciones y que por respeto del lector 
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revelaremos en los cuadros, para mayor comprensión del reto que implica hacer 

un análisis sin mayores datos que no permiten construir variables para obtener 

conclusiones certeras del grado de compromiso 2010-2011 para con las 

víctimas de desplazamiento forzado. 

 

¿Por qué las fases de atención? 

 Debido a que no fue posible conectar las posibles variables que podrían medir el 

grado de compromiso de las entidades de las que se tenía información con las 

actividades desarrolladas en 2010 y a desarrollar en la vigencia 2011, como son; 

 Variables que se descartaron por falta de información: 

 La cobertura: cuánta población desplazada en 2010 y en 2011, qué 

territorio beneficiado en 2010 y en 2011. 

 La coherencia: relación entre objetivo del proyecto (s), actividad (es) vs 

los objetivos formulados en el Plan Integral Único, PIU. 

 La calidad: planes y proyectos de acuerdo a los principios orientadores157 

del PIU que son: 

 Los programas, proyectos y acciones contemplados en el PIU deben incluir las 

siguientes características, condiciones y criterios158:  

• Enfoque diferencial: Se reconocerán y promoverán ofertas institucionales de 

acuerdo con los intereses de desarrollo de los grupos e individuos afectados. Por ello 

se considerarán las características de la población sujeto de atención, en términos de 

género, edad y etnia, así como sus patrones socioculturales.  

• Enfoque territorial: Se atenderán las particularidades y la diversidad regional y local 

de manera que las entidades que conforman el SNAIPD brinden respuestas acordes 
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 Ver  Anexo Documento PIU 2010; pág 24. 
158

  Plan Nacional de Atención Integral a la Población Desplazada por la Violencia, decreto 250 de 
2005, principios rectores del plan nacional. 
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con la situación del territorio.  

• Enfoque humanitario: Se brindará atención de manera solidaria, respondiendo a las 

necesidades de riesgo o grado de vulnerabilidad de los afectados, con el fin de brindar 

soporte humanitario, trato respetuoso e imparcial, asegurando condiciones de dignad e 

integridad física, psicológica y moral de la familia.  

• Enfoque restitutivo: Se buscará que las personas y los hogares puedan volver a 

disfrutar de la situación en que se encontraban antes del desplazamiento forzado 

mediante la reposición equitativa de las pérdidas o daños materiales ocasionados por 

el mismo. Las medidas de restitución deben contribuir al proceso de reconstrucción y 

estabilización de los hogares afectados por el desplazamiento forzado.  

• Enfoque de derechos: Se concretará y asegurará el ejercicio y goce efectivo de los 

derechos humanos.  

 

 Estas variables no pudieron ser de utilidad pues las presentaciones power point 

de las secretarías159 no especificaban  ítems necesarios, como: género, rango de edad, 

etnicidad, número de personas beneficiadas, comunas o barrios donde se desarrolló el 

proyecto; sí aparecían algunos datos, otros igual de importantes no aparecían, lo que 

ponía en tela de juicio el uso de la herramienta metodológica por falta de información.  

 De igual manera constituyó un reto el tema de los montos presupuestales por 

cada proyecto que desarrollaba la entidad, pues algunas secretarías, como Cultura y 

Turismo  en lo presupuestado para 2010 en el tema de las víctimas del desplazamiento 

forzado, sólo da cuentas de los proyectos realizados ese año y algunos en ejecución 

en ese momento (finales de 2010) pero no da cuenta de cuánto costó cada proyecto, ni 

de la inversión general para 2010 para las víctimas del desplazamiento forzado. Otro 

caso que se encontró fue el de la Secretaría de Educación, quien revela que 10.174 

niños fueron beneficiados con la ampliación de cobertura educativa, pero no revela el 

costo total de la inversión para 2010, generando un vacío para con el costo real de la 

                                                           
159

 Ver Anexo; CD presentaciones PPT secretarías. 
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inversión para las víctimas del desplazamiento forzado en Cali para 2010 tanto en el 

monto total de inversiones como en el monto total de inversión por fase de atención. 

 Para las presentaciones con respecto a los compromisos proyectados en 2011, 

el panorama es aún más desalentador, algunas secretarías como Cultura, Educación, 

Gobierno no lo presentan. Otras dependencias como Desarrollo Territorial presenta un 

sinnúmero de actividades producto de unos objetivos específicos pero que no logran 

tener una relación lógica entre objetivo-actividad160.  

 Por otro lado, secretarías como Deportes presentan rubros desarrollados en 

2010 para población en general sin especificar los montos precisos para población 

desplazada, y aún más desalentador es el panorama cuando sin sustentación u 

objetivo alguno prevé que esas son las actividades que las víctimas del 

desplazamiento forzado requiere al igual que la población vulnerable. 

¿Por qué se optó por las fases de atención de la política pública? 

Estos inconvenientes, condujeron a utilizar las fases de atención para medir por lo 

menos, la carga presupuestal  y restitutiva en goce efectivo de derechos (GED) por 

secretarias y por fases de atención, invertida desde el municipio a las víctimas del 

desplazamiento forzado y también era útil hasta cierto punto, para las actividades 

proyectadas a 2011 por parte de las dependencias que hicieron la presentación para 

este año, pero todas fijaron montos generales, sin especificar cuántos rubros 

específicos iban a cada proyecto, por lo que se decidió que para el gráfico 2011 sólo se 

especificaría el monto proyectado por cada entidad. 

Prevención y Protección: Acciones para impedir el impacto de la violencia en 

poblaciones donde existe el riesgo de ocurrencia de eventos de desplazamiento 

forzado o para mitigar los efectos adversos en las personas afectadas por esta 

situación; así como a proteger sus bienes patrimoniales. 

                                                           
160

 Ver Anexo Cd, presentación Secretaría de Desarrollo Territorial y Bienestar Social, diapositiva 7 
proyecto  2 del objetivo: fortalecimiento interno de las organizaciones. Donde se superpone la capacidad 
productiva de las organizaciones sobre la capacidad de agenciamiento para procesos de justicia 
restitutiva, procesos organizativos de base, prácticas y acciones colectivas. 
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Atención humanitaria de emergencia: Acciones encaminadas a socorrer, asistir y 

proteger a la población desplazada en el momento inmediatamente posterior al evento 

de desplazamiento y a atender sus necesidades de manera que se le garanticen 

condiciones de vida digna. 

Estabilización socio-económica: Acciones y medidas de mediano y largo plazo con 

el propósito de generar condiciones de sostenibilidad económica y social para la 

población desplazada forzadamente en el marco del retorno al lugar de origen o la 

reubicación voluntaria en un lugar diferente a su lugar de origen, o en el sitio inicial de 

llegada.161 

 

GRÁFICO 8: 

DE PLANES Y PROYECTOS 2010162  

 Como se presenta en la siguiente página: 

 

 

 

 

 

 

 

 

                                                           
161

  Estos tres lineamientos estratégicos fueron obtenidos de la guía para la incorporación de la 
prevención y atención del desplazamiento forzado en los planes de desarrollo territorial, convenio 
ACNUR-ACCION SOCIAL, UTEC marzo de 2008. 
162

  Los cuadros, gráfico de planes y proyectos 2010 y gráfico proyección de presupuesto 2011 
fueron realizados con la información entregada por las secretarias en la presentación de power point que 
sirvió para la aprobación del PIU. 
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ACTIVIDADES PIU PSDF 2010 PRESUPUESTADAS 2010 SECRETARÍAS MUNICIPIO DE CALI 
 FASES DE ATENCIÓN DE LA POLÍTICA PÚBLICA 

DEPENDENCIA-
SECRETARÍA PREVENCIÓN Y PROTECCIÓN 

ATENCIÓN HUMANITARIA DE 
EMERGENCIA ESTABILIZACIÓN SOCIOECONÓMICA 

MONTO TOTAL 
ASIGNADO POR 
DEPENDENCIA 

DESARROLLO 
TERRITORIAL Y 

BIENESTAR SOCIAL 

 Compra de sillas de ruedas a 4 
personas desplazadas en 
situación de discapacidad. 
Costo: $5.000.000. 

Realización de dos jornadas lúdicas 
pedagógicas. Diseño y producción de piezas 
publicitarias para cuñas radiales y televisivas 
que difundan los derechos de niños (as) y 
adolescentes en SDF. Costo: $48.967.338. 
fortalecimiento en dos proyectos productivos. 
Capacitación en normatividad para PSDF. 
Costo $100.000.000. 

$ 153.967.338. 

GOBIERNO Y 
CONVIVENCIA 

Participación apoyo CRER de 
líderes desplazados del 
subcomité de PSDF. Costo: $ 
1.400.000. Taller de prevención y 
protección en medidas de 
seguridad dirigido a la PSDF. 
Programa de Transporte para la 
cedulación de la PSDF. Costo: 
$1.260.000. Programa de rondas 
de seguridad a la población 
desplazada, rubro de combustible 
a la Policia Metropolitana. Costo: 
$ 3.358.750. 

Ayuda humanitaria con compra 
de elementos de aseo para 22 
personas desplazadas. Costo: 
$180.000 

Programa de Caracterización para la PSDF. 
Proyecto " Ampliación del sistema de 
información del Observatorio Social de Cali"  
ficha BP 42713, Costo: $ 50.000.000 

$56.198.750 

EDUCACIÓN 

  10.174 niños (as) en situación de 
desplazamiento forzado vinculados al sistema 
educativo. En su mayoría de las comunas 1, 
13, 14,15,18,20,21. procesos de atención 
psicosocial en 8 instituciones educativas, 
dotación de paquete escolar y uniformes a 
PSDF. Costo: no especifica. 

no especifica 
montos 

SALUD PÚBLICA 

 Mejoramiento de los servicios 
de salud a la población 
vulnerable y desplazada sin 
seguridad social  (incluidos en 
el RUPD y aquellos 
declarantes que están en 
hogares de paso esperando 
por la respuesta de acción 
social). Contratación de las 5 
ESE de baja complejidad en 
santiago de Cali, prestación de 
servicios integrales a la PSDF. 
Costo: $1.000.000.000. 

 

$1.000.000.000 

CULTURA Y TURISMO 

  Taller de tutería (construcción de instrumentos 
folclóricos) y taller de música de la costa 
pacífica; Programa poblaciones. Costo: no 
dice.  Talleres de artes plasticas para niños y 
niñas; programa apreciarte. Costo: no dice.  
Taller de pintura mediativa para mujeres. 
Costo: no dice. taller de teatro para mujeres 
desplazadas. Costo no dice. 

no especifica 
montos 

VIVIENDA SOCIAL 
  Entrega de 170 cartas-cheques X Monto 

individual subsidio: $ 3.000.000.Costo total 
proyecto: $510.000.000 

$ 510.000.000 

DEPORTE Y 
RECREACIÓN 

  Juegos para desplazados. Costo: 
$50.500.000. viva el parque. Costo $ 
200.000.000. Vacaciones recreativas. Costo 
$300.000.000 

$550.500.000 

MONTO TOTAL POR 
FASES DE ATENCIÓN $ 6.018.750 $1.005.180.000 $1.259.467.338 $ 2.270.666.088 
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GRÁFICO 9:  

PROYECCIÓN DE PRESUPUESTO 2011 

 

ACTIVIDADES PIU PSDF 2011 PROYECTADAS POR LAS SECRETARÍAS MUNICIPIO DE CALI 

 FASES DE ATENCIÓN DE LA POLÍTICA PÚBLICA 

DEPENDENCIA-
SECRETARÍA 

PREVENCIÓN Y 
PROTECCIÓN 

ATENCIÓN HUMANITARIA DE 
EMERGENCIA ESTABILIZACIÓN SOCIOECONÓMICA 

MONTO TOTAL 
ASIGNADO POR 
DEPENDENCIA 

DESARROLLO 
TERRITORIAL Y 

BIENESTAR SOCIAL 

    

1. Fortalecimiento sociopolítico de la PSDF: talleres de 
generación de ingresos, un evento de ciudad para la 
conmemoración de las víctimas de desplazamiento 
forzado, capacitación a organizaciones de PSDF en 
mecanismos de participación política y comunitaria.  
2. Fortalecimiento de procesos internos de la PDSF: 
capacitación Org PSDF en administración organizativa, 
contabilidad para potenciar la generación de ingresos, 
capacitación a PSDF en resolución de conflictos, 
convivencia y paz.  
3. Acciones educativas de emprendimiento a PSDF: 
capacitaciones de emprendimiento, creación de 
negocio, economía sustentable, talleres de 
potenciamiento de una red social de diferentes sectores 
con las organizaciones.  
4. Acciones de inclusión para PSDF: suministro de 
alimentos para PSDF, atención domiciliaria al adulto 
mayor PSDF, brindar atención social integral a la 
población indígena desplazada en el marco de la 
jurisdicción indígena. actividad de formación con padres 
y cuidadores de niños desplazados en modelos de de 
crianza. 

$250.000.000 

GOBIERNO Y 
CONVIVENCIA 

no hay 
compromisos no hay compromisos no hay compromisos 

no hay compromisos 
presupuestales para 
2011 

EDUCACIÓN no hay 
compromisos no hay compromisos no hay compromisos 

no hay compromisos 
presupuestales para 
2011 

SALUD PÚBLICA 

  

Proyecto BP 41762 
"mejoramiento en las 
condiciones de salud de la 
PSDF": Contratación con las 5 
ESES de baja complejidad 
para atención en salud a la 
PSDF, apoyo logístico en el 
aseguramiento a la PSDF, 
contratación de equipos 
psicosociales en cada ESE 
para la atención a la PSDF, 
continuidad de los servicios 
ofrecidos por la secretaría de 
salud en la UAO.    

$ 2.044.000.000 

CULTURA Y 
TURISMO 

no hay 
compromisos no hay compromisos no hay compromisos 

no hay compromisos 
presupuestales para 
2011 

VIVIENDA SOCIAL 
    

2 proyectos de vivienda social para población 
vulnerable y PSDF; barrio taller (comuna 21), altos de 
santa helena (comuna 18). 

$ 1.500.000.000 

DEPORTE Y 
RECREACIÓN 

    

Juegos deportivos, recreativos para población 
desplazada; brindar participación a la PSDF en los 
programas viva el parque y vacaciones recreativas 

$ 50.000.000 

        

TOTAL MONTO PIU 
PROYECTADO 2011 

$3.844.000.000 
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 Es llamativo que el PIU aprobado en diciembre de 2010 por el Alcalde de la 

ciudad de Cali careciera del presupuesto a ejecutar, de las líneas de ejecución, de 

indicadores y de estrategia de atención a las víctimas de desplazamiento forzado. 

Teniendo en cuenta esta desarticulación observada en el documento además del 

derecho de petición163 de algunos representantes de las víctimas de desplazamiento 

forzado,  demandando del alcalde la nulidad de dicho PIU, es posible prever las 

dificultades futuras que en la ejecución se presentarán generando retrocesos grandes 

en el proceso de creación de una política pública integral, participativa y dinámica 

frente al conflicto armado, político y social,  que muta constantemente para obstaculizar 

el accionar del Estado. El PIU no presenta las matrices164 presupuestales por 

dependencia, quizás esto se debe también a la falta de la caracterización de las 

víctimas de desplazamiento forzado, es difícil de presupuestar para una dependencia 

cuando no se tiene clara la población objeto. 

 Al elaborarse el PIU165 se forja una estrategia166 que facilite a mediano y largo 

plazo garantizar el goce efectivo de los derechos, transformando, de esa manera el 

caos presente en la situación en una serie de actividades articuladas167, coherentes y 

diseñadas para superar el estado de cosas inconstitucional, siendo ésta la respuesta 

institucional desde la entidad administrativa local, encargada de recibir a las víctimas 

del desplazamiento forzado. 

                                                           
163

  Se anexa el derecho de petición presentado por algunos representantes de las víctimas de 
desplazamiento forzado que participaron en el proceso de elaboración del PIU, pero que tomaron 
distancia debido a lo que ellos consideran inconveniente para el proceso. 
164

  Se ha solicitado en múltiples ocasiones las matrices presupuestales de cada dependencia 
debido a que no están unificadas en una matriz única, pero al pasar 6 meses aún no han sido facilitadas. 
165

 “Conjunto de acciones dirigidas a facilitar de manera efectiva y eficaz la recepción de población 
en situación de desplazamiento, así como promover el retorno de la misma, asentada en la ciudad de 
Santiago de Cali; consolidando un proyecto democrático e incluyente. Lo anterior en el marco del goce 
efectivo de derechos de acuerdo con la competencia del ente territorial”. Política publica de atención 
para recepción y retorno de la población desplazada asentada en Santiago de Cali, plan integral único 
de atención para la población en situación de desplazamiento de Santiago de Cali pág. 19 
166

  Ídem. Pág. 21 
167

 “La atención efectiva a la población en situación de desplazamiento, la prevención y protección, 
atención humanitaria de emergencia, sus procesos de estabilización económica y social, así como en el 
registro y caracterización de los desplazados en el marco del territorio, como responsabilidades directas 
de la autoridad territorial, son necesidades urgentes en términos de avanzar hacia la superación del 
Estado inconstitucional de Cosas y garantizar el goce efectivo de derechos”. ídem, pág. 11 
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 Encontramos  que lo presentado por la Secretaria de Cultura es poco, una 

secretaría que podría desde lo programático pensarse el tema de enfoque diferencial, 

reforzar los procesos culturales168, con relatos que faciliten el duelo y su proceso de 

catarsis; sobre lo anterior la Secretaria de Cultura presenta un proyecto sin mencionar 

el impacto real que pudiese tener los participantes del mismo. No hay un desagregado 

del dinero invertido ni de cómo esa inversión podría llegar a garantizar el goce efectivo 

de derechos, esta problemática se repite en educación, donde se señala el número de 

estudiantes que hacen parte del registro de las víctimas de desplazamiento forzado,  

son 10.174 niños que son vinculados al sistema educativo con dotación de paquetes 

escolares y uniformes, pero no especifica el monto asignado. 

 En el caso de la Secretaria de Salud el panorama es más alentador, quizás por 

el hecho de tener la obligación de prestar la atención inmediatamente, los montos son 

más claros, su designación a cada una de las ESE que maneja además de los 

programas es específica facilitando la evaluación sobre la pertinencia y suficiencia de 

los recursos. En esta presentación vemos claramente cómo el presupuesto para 

atender a las víctimas de desplazamiento forzado, es de 1.000.000.000 millones de 

pesos distribuidos en las 5 ESE que maneja; además es llamativo que no es una 

distribución uniforme sino dependiendo de lo demandado por la población, lo cual 

podría decir que salud sí tiene algo parecido a una caracterización específica de sus 

usuarios; teniendo como ejemplo el año anterior, es decir 2010, hace la Secretaria de 

Salud un incremento del 100%, debido al déficit que presentó en ese año, que fue 

cercano al 60%.  

 

 

 

 

                                                           
168

  Se hace interesante observar como en los procesos el énfasis se realiza en lo relacionado con 
los referentes culturales del Pacifico, y no se observa el mismo énfasis en los referentes andinos por 
mencionar un ejemplo, y teniendo en cuenta que las víctimas que llegan a Cali, tienen procedencias muy 
diversas, podría aprovecharse de mejor manera ese aspecto para profundizar los enfoques diferenciales, 
brindando espacios mas familiares a las víctimas de desplazamiento forzado 
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CONCLUSIONES 

En Santiago de Cali después de aproximadamente nueve años de proceso de 

interlocución entre la Administración Municipal, y la Departamental, las entidades 

nacionales encargadas de dar tratamiento a las víctimas de desplazamiento forzado y 

algunas organizaciones de víctimas de población desplazada forzadamente; se 

aprueba la política pública de las víctimas del desplazamiento forzado, que provienen 

de todos los rincones del país pero principalmente de Departamentos como: Valle,  

Nariño y Cauca. es el diez (10) de Diciembre del 2010  cuando el Municipio culmina un 

largo proceso de intentos de visibilización de una problemática que recrudece el 

panorama del conflicto político, social  armado en Colombia, en toda la amalgama de  

intereses y actores que ello pueda significar y que en últimas, sus efectos  irreparables 

tienen un objetivo común: la población civil; que habita el campo colombiano, mestiza, 

indígena, afrodescendiente  y en menor grado, pero no menos grave, habitantes de 

poblados urbanos. Todos ellos; víctimas la barbarie que supone perderlo todo. 

Este trabajo de grado tuvo un tiempo de dos años de investigación (2009-2011) en el 

que entidades de la Alcaldía de Santiago de Cali, como la Asesoría de Paz,  la UAO 

(Unidad de Atención y Orientación al Desplazado), entidades de la nación como Acción 

Social; [quien fue absolutamente hermética en sus datos], algunas organizaciones de 

población desplazada como FUNDACHOC y REDOVIC, grupos de investigación como 

Sujetos y Acciones colectivas de la Universidad del Valle y la Corporación Nuevo Arco 

Iris, la Escuela de Trabajo Social de la Universidad del Valle, especialistas en el tema 

de retorno como el CIJUS de la Universidad de los Andes que hizo parte de nuestra 

revisión bibliográfica y encuentros como el de la REDIF, hicieron posible obtener 

insumos valiosos para el desarrollo de esta investigación. Además, surgió como 

producto del proceso metodológico, un largo recorrido documental, relatos, entrevistas 

semi-estructuradas, encuentro, observaciones pasivas de reuniones, e incluso, 

prácticas al interior de la UAO, que fueron insumo fundamental de esta experiencia 

académica y de proceso de vida, de la cual podemos concluir que: 

1. El conflicto político, social armado en Colombia produce uno de sus más 

agudos fenómenos, el desplazamiento forzado; es un estadio de violación de los 
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DDHH que atenta todos los hilos que fundamentan la estabilidad bio-psico-

social, esto significa una fractura en la historia de vida del sujeto, en cuanto 

fragmenta su identidad como ser social y cultural e incluso, como sujeto político, 

en la medida que los ciclos de violencia a los que fue sometido, constituyen una 

vulneración a la vida, la libertad y la integridad. Esto además supone, el proceso 

posterior al desplazamiento forzado, donde la víctima debe de acudir al Estado y 

enfrentar un proceso de apelación a la verdad de su declaración, la apelación a 

la memoria y la espera a la respuesta de una política de reconocimiento como 

víctima, paralelo al enfrentamiento de un nuevo proceso de vida, que muestra 

que el desplazamiento forzado es un camino sin retorno hacia la pobreza169. 

 

2. El escaso compromiso de un Estado, primero para buscar una salida 

negociada al conflicto político, social armado, y que presenta dilaciones frente a 

un posible escenario de paz en nombre de la sociedad colombiana y de las 

víctimas que ha dejado dicho conflicto y que ante el panorama desolador sigue 

dejando. 

 

Segundo, para garantizar el acceso a la verdad,  la justicia,  la reparación 

integral y  garantizar la no repetición de los hechos, es necesario conocer los 

reales motivos que propiciaron la vulneración de la integridad y la dignidad de 

las víctimas de desplazamiento forzado en Colombia, que hoy siguen ocultos 

                                                           
169

 La tercera encuesta de verificación revela la “precariedad de de la vinculación de las personas en 

desplazamiento  con el mercado laboral se pone de presente el alto porcentaje de ocupados  que 
desempeñan  como trabajadores independientes (45,8 %, en los hogares RUPD) , empleados 
domésticos (28,4 % de las mujeres ocupadas inscritas en el RUPD), y jornaleros o peones (15,6 de los 
hombres) . la proporción de empleados u obreros -de empresas o del gobierno- alcanza el 27,8% de los 
ocupados entre las personas desplazadas inscritas, el porcentaje es superior en casi 4 puntos 
porcentuales al encontrado en 2008 para este mismo grupo. En cuanto a los desplazados no inscritos, la 
proporción de empleados u obreros es más alta, del 31,7%.” III Informe de verificación de la Comisión de 
Seguimiento  a la Política Pública sobre Desplazamiento Forzado.  Diciembre 9 de 2010. pág. 166. 
Además, ver estudio de Ana María Ibáñez, El desplazamiento forzoso en Colombia: un camino sin 
retorno hacia la pobreza CIJUS. Ediciones Uniandes. Bogotá 2008. 
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tras la figura de los paramilitares generadores del terror, mercenarios del 

despojo y el acallamiento, que en muchos casos obedecía a lógicas de intereses 

de grupos económicos nacionales y multinacionales, familias terratenientes y 

poderosos del país, como demuestran las revelaciones de los mismos 

comandantes de las AUC en sus versiones ante la Fiscalía170 como la proferida 

por alias H.H.  

Esto demuestra, que la ley  975, de Justicia y Paz, que suponía garantizar un 

escenario de justicia transicional en Colombia, ha roto los compromisos, entre 

ellos, el más importante: cuando el gobierno decide iniciar un proceso de 

alternatividad penal con los paramilitares a cambio de la verdad y garantías de 

no repetición. Dos condiciones que han sido insuficientes ante los organismos 

internacionales y nacionales171 ya que estos denuncian el rearme de los mandos 

medios que es la reconfiguración del paramilitarismo en Colombia, el cual,   

señalan las organizaciones, es renombrado por el discurso oficial como Bandas 

Criminales, BACRIM.  Así mismo, las constantes extradiciones de los jefes de 

las Autodefensas ha provocado un  limitado acceso a la verdad para las víctimas 

y la sociedad en Colombia, que imposibilitando un verdadero proceso de justicia 

transicional.  

                                                           
170

Entrevista a Ever Veloza alias “H.H” realizada por Hollman Morris Capítulos 1 a 6. Entrevista publicada 
en el portal www.youtube.com el 2 de diciembre de 2008. Para complementar la información acerca de la 
ley 975 y la garantía de las víctima al acceso a la verdad y la justicia se recomienda ver Documental 
Impunity ; Hollman Morris y Juan José lozano producción; 2011. Para ver comentarios del Juez Baltazar 
Garzón: http://www.contravia.tv/article/documental-impunity-provoca 
 

171
 CODHES en su boletín número 77  es crítica frente a las zonas de consolidación de la seguridad 

democrática y que hoy trascienden su curso en el perioso del presidente Santos en la actualidad dichas 
zonas como lo explicamos en la introducción de este trabajo presentan una fuerte presencia de control 
de las fuerzas militares y pese a la misión de un estado en la seguridad de sus ciudadanos, es en los 
territorios en donde se presentan mayores casos de desaparición forzada, desplazamiento forzado, 
asesinato a líderes que reclaman sus tierras, entre otros, antiguas zonas de control paramilitar en las 
que aparecen las llamadas bandas criminales con el mismo modus operandi, lo cual no ha garantizado 
un proceso serio de justicia transcicional con los paramilitares, para ampliar esta información se cita un 
artículo publicado en el 2011 por parte de tres organizaciones internacionales para la no firma del 
acuerdo de la Unión Europea con Colombia, quien critica fuertemente las garantías de derechos 
humanos en Colombia y toca el tema de la desmovilización como un proceso fallido a las víctimas en el 
acceso a la verdad, justicia y garantías de no repetición de los hechos. Titulado; Colombia: ¿se puede 
hacer un escrutinio en los cambios en la política de los Derechos Humanos? Pág. 9.  

http://www.contravia.tv/article/documental-impunity-provoca
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3. La Ley de víctimas (artículos del 74 al 102 de la ley 1448) legisla sobre 

las garantías del acceso a la propiedad, contemplar esta realidad restitutiva en 

un panorama de conflicto que el gobierno escenifica como posconflicto, puede 

ser calamitoso para procesos de retorno y reubicación en zonas rurales del país, 

que podrían potencializar nuevos escenarios de violencia.  

En un escenario de justicia NO transicional, donde el país no ha negociado 

principalmente con FARC y ELN a los que no ha logrado derrotar militarmente, 

pese a una alta destinación presupuestal para la guerra,  significando esto la 

violación continua del Derecho Internacional Humanitario, representado en: 

muertes de civiles, y soldados, guerrilleros, secuestrados políticos y militares, 

presos políticos, la utilización de viviendas como trincheras de combate y por 

supuesto, el desplazamiento forzado de las víctimas civiles en medio del 

conflicto político, social armado. Esto ha  dilatado cualquier posibilidad o 

escenario de negociación. 

Este panorama hace que el denominado posconflicto sea un metarelato 

construido por el gobierno, que es refutado por varias organizaciones entre las 

que resalta CODHES, que en sus dos últimos boletines (números 77 y 78)172 

señala que las condiciones de restitución a las víctima debe ir paralela en los 

procesos de acceso a la verdad, justicia y a las garantía de no repetición de los 

hechos. 

4.  Los primeros vestigios en materia de institucionalizar la atención a  la 

problemática  de desplazamiento forzado surgen en 1998  en el Valle del Cauca 

y paralelamente en su capital, Santiago de Cali, con la conformación de los 

Comités de Atención Integral a la Población Desplazada, CAIPD; esto no 

significa la visibilización de la problemática ante la opinión pública e incluso en 

                                                           
 

172
 ¿consolidación de qué?; Boletín informativo número 77 de la Consultoría para los Derechos 

Humanos y el Desplazamiento Forzado CODHES. Bogotá 15 de Febrero de 2011.  
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las respuestas efectivas de los entes territoriales en sus planes de desarrollo, 

departamental y municipal.  Si bien el Valle del Cauca y su capital empezaron a 

conformar comités de atención integral antes de que se sancionara el decreto 

presidencial 2569 del 2000, ello significa la descentralización de la política 

pública nacional. La visibilización del problema y su interés por parte de las 

administraciones ocurre sólo hasta años más tarde, el Valle por ejemplo; tiene 

sus antecedentes de ejecución interinstitucional con Germán Villegas Villegas 

(2001-2003), con la Atención Humanitaria de Emergencia (AHE), lo que 

representa un avance en relación a las administraciones anteriores, aunque no 

se logra un PIU (Plan Integral único) hasta el 18 de septiembre de 2007 bajo la 

administración de Angelino Garzón.  

En Santiago de Cali, los primeros eventos que dan origen a pactos entre 

entidades del territorio, departamento, nación y organizaciones internacionales, 

sólo son visibles hasta 2001, en medio de la negación de una ciudad para los 

desplazados forzosamente. Es claro que el proceso de formulación del PIU 

comienza para esa época al interior de la institucionalidad, pero para la opinión 

pública, es visible a partir de los cordones de miseria y los constantes plantones 

de las víctimas ante Acción Social en el 2004, a pesar de las acciones sociales y 

la movilización por parte de las organizaciones y ONG de derechos humanos, la 

política pública para víctima de desplazamiento forzado PIU sólo se materializa 

hasta  2010, en medio de profundas discrepancias de la academia y de las 

organizaciones desplazadas por el manejo arbitrario por parte de la 

administración y la Secretaría Técnica en el proceso de construcción y la forma 

como fue validado.  

Estos eventos paralelos en las administraciones del departamento y el 

municipio, son claros ejemplos de que la real validación de una política pública 

para las víctimas sólo fue posible bajo  la presión de la Corte Constitucional y el 

Ministerio del Interior a los entes territoriales. Las prácticas de dilación sobre 

esta problemática social y humanitaria revela la falta de reconocimiento por 

parte de las administraciones municipales y departamentales, demostrando,  en 
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esta lectura histórica, la negación en los planes de desarrollo y en el discurso 

oficial, presenta cierta prevención desde la planeación territorial a ser una 

ciudad  para la recepción de desplazamiento masivo por el conflicto político, 

social armado , y concentrar paulatinamente mayor número de desplazados, 

quedando corta en la respuesta institucional. Eso es visible en los planes de 

desarrollo, cuando el tema de desplazamiento se queda en la mera definición o 

en la combinación de su significado con situación de vulnerabilidad o pobreza. 

 

5. Respecto de la necesidad del retorno se encuentra que más del 80% de 

la población desplazada en Cali opta por no retornar173 como una salida a su 

proyecto de vida después del proceso de desplazamiento forzado. Entre las 

razones para no querer retornar están las oportunidades que ofrece la ciudad, el 

miedo a volver a su lugar de origen, las amenazas por parte de los victimarios 

en caso de retornar174. Este trágico panorama se constata una vez más con las 

estadísticas nacionales, ya que la decisión de retornar implica la seguridad del 

lugar de origen, y si se ha vivido una experiencia traumática de victimización, 

ello genera que los hogares sean más renuentes a retornar175, incluso, inciden 

                                                           
173

“la intención de retorno por parte del 30% de la población víctima de desplazamiento forzado asentada 
en Cali es de 10,2%, mientras que el deseo de no retornar es de 89,8%”. Secretaría General-DESEPAZ; 
Caracterización de las víctimas de desplazamiento forzado en Cali. Santiago de Cali 2011. Es preciso 
aclarar que la encuesta no revela el margen de error. En esta caracterización fueron encuestados 5,798 
hogares con el objetivo de caracterizar al 30% de la población registrada en el SIPOD (Sistema de 
Información de población desplazada). 
Para observar la información ver Anexos. CD.  Respecto del promedio nacional esta cifra es  de un 
rango mayor en un 17% pues, en la encuesta de 2010, este porcentaje es del 72,4%, el 10,4% desearía 
reubicarse en otro municipio, el 9,4 aún no lo ha definido y el 2,1 preferiría reubicarse fuera del país. III 
encuesta de verificación de la Comisión de Seguimiento a la política sobre desplazamiento forzado. 
diciembre de 2010. 
 

174
Revelaciones de los desplazados y desplazadas que día a día llegaban a declarar, producto de las 

prácticas profesionales como caracterizadora en la Unidad de Atención y Orientación- UAO- a la 
población víctima de desplazamiento forzado. Prácticas realizadas por Jessica Andrea Villegas en su 
condición de practicante.  Enero-junio 2010. 
 

175
El desplazamiento forzoso en Colombia: un camino sin retorno hacia la pobreza; Ana maría Ibáñez 

Londoño; pág. 222. 2008. 
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variables cómo el grado de sensación de seguridad no sólo proveniente de las 

fuerzas del estado sino también de la cohesión de las redes sociales y de la 

comunidad. 

La falta de titulación de la propiedad rural en Colombia ha generado en la 

población  víctima de desplazamiento forzado, la decisión de no retornar debido 

a la falta de garantías sobre el bien, esto lo demuestran los estudios de 

econometría176. El desplazado demuestra una tendencia al retorno cuando 

posee el título de propiedad, lo que hace que la tenencia de la tierra sea uno de 

los incentivos más importantes para el retorno. Estas variables aducidas a la 

falta de protección por parte del Estado en el lugar del desplazamiento forzado. 

 

6. En el proceso de sanción del PIU se identificaron  grandes diferencias 

entre algunas organizaciones representativas de las víctimas de desplazamiento 

forzado, quienes hacían parte de la cuarta mesa en el proceso de la formulación 

del citado. Documento.  

En este contexto de división se aprovechó para que el documento fuera 

aprobado iniciando la tarea de obtener las dos firmas por parte de las víctimas 

de desplazamiento forzado requerida por la ley, estas firmas validaron el PIU 

con enormes fallas, cediendo a las presiones temporales de los autos 052 de 

2008 y 314 de 2009. 

 

7.  La caracterización de las víctimas de desplazamiento forzado ha sido un 

punto clave en la discusión sobre el PIU. Sus alcances y su aplicación efectiva, 

la suerte de la caracterización se aplazó en medio de un intento de acuerdo para 

aprobar el documento antes del 31 de diciembre de 2010 y evitarse así las 

complicaciones que le traería el no tener aprobado el documento antes de los 
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Ibíd.; citado por Ana María Ibáñez. Econometría 2008. 
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tiempos previstos por la Corte, pero las implicaciones que tiene aprobar un 

documento que es guía en la estrategia sobre una política pública en un tema 

tan complejo como el desplazamiento forzado es por demás una 

irresponsabilidad que de seguro traerá consigo fallas en la ejecución de la 

mencionada política pública. De ahí, la necesidad de conocer177 la  mirada de la 

población víctima de desplazamiento forzado, el estado actual de dicha 

población, el número de desplazados, sus lugares de expulsión, sus 

costumbres, su género, quien ejerce la jefatura del hogar, las limitaciones físicas 

y mentales, el estado de salud física y psicológica, sus edades, su origen étnico, 

su intención de retornar, sus bienes abandonados, entre otros tantos elementos 

que ayudan a construir una política integral, con un enfoque diferencial y con 

estrategias concebidas en esas especificidades que permitan articular los 

esfuerzos, potenciar los resultados y sobre todo fomentar los procesos sociales 

desde las organizaciones que hacen parte activa de la población víctima de 

desplazamiento forzado y de aquellos que por distintos motivos no participan de 

las organizaciones. 

La caracterización al momento de la firma no se había realizado. Sin 

caracterización no es fácil hablar de un verdadero PIU178. 

 

8.  Durante el proceso de formulación del PIU surgieron espacios 

organizativos donde los lideres de cada organización  agenciaban su lugar en la 

cuarta mesa, pensando ese lugar como un espacio del micro poder  que 

potencialmente  al que podían  acceder y que debían conservar y defender 

incluso si era necesario negociar algunos aspectos  del PIU. No se actuó de 

manera concertada, coordinada sin solidaridad organizativa , se incito siempre al 

posicionamiento personal y la mejor evidencia fue el ya citado caso de la firma 

                                                           
177

“No es posible trabajar la política pública sin tener en cuenta las  necesidades de nuestra región y las 
exigencias que los tiempos nos hacen para tratar el tema del desplazamiento en Cali” PIU pág. 11. 
178

PIU pág. 12. 
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del documento, no se puede afirmar  que fue un proceso incluyente desde el 

Comité de Atención Integral para con las organizaciones de población 

desplazada y desde la Mesa Municipal de las Organizaciones de Víctimas  de 

Desplazamiento Forzado, quienes incluso no veían como pares a la mesa de 

expresiones organizativas conformada por organizaciones que asistían a las 

reuniones pero que no tenían voto dentro del comité municipal.. 

Los liderazgos siempre son importantes en todos los espacios donde se 

formulan las políticas públicas, su poder de convocar, de conciliar y de visualizar 

mas allá de la problemática superficial, logrando penetrar en las causas 

planteando así soluciones a largo plazo y con elementos que articulen el deber 

ser con el puede ser, aterrizando y creando el hibrido entre la utopía y la 

realidad; algunos de estos liderazgos aparecieron desde la academia, otros 

desde la población y otros desde la institucionalidad, con funcionarios que se 

plantearon la necesidad de sacar avante un proceso, pese a los múltiples 

obstáculos presentados en el día a día, la voluntad política que emergía con el 

paso del tiempo y con los plazos cercanos a culminar, dificulto el trabajo de los 

funcionarios que en compañía de algunos líderes decididos lograron trabajar 

mancomunadamente pensándose una política pública integral.   

 

9. El PIU como trámite, antes que un logro político para la población. El documento 

que se conoció como el PIU de Santiago de Cali, es visto por la PSDF como un 

documento inconcluso, insuficiente e inconveniente; inconcluso por que no tiene 

una caracterización como base para la construcción del mismo, insuficiente porque 

no tiene en su estructura elementos básicos como, el tema del retorno, que es 

planteado como una línea estratégica en el documento pero sólo es mencionado en 

ese aparte179, e inconveniente porque al presentarse con los vacíos ya señalados 

no era positiva su aprobación, los defensores del PIU dicen que al ser un 

                                                           
179

PIU.  pág. 11 “…que dará pie a la constitución de la política pública en materia de atención (recepción 
y retorno) de la población en situación de desplazamiento asentada en la Ciudad de Santiago de Cali…” 
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documento en construcción permite ser modificado y mejorado constantemente 

para agregarle temas como la caracterización, entre otros, y que es un gran evento 

político para la ciudad que después de 11 años de lucha de las víctimas de 

desplazamiento forzado por hacerse visibles, por lograr un espacio y una política 

pública, hoy ya se tiene y existe al menos un documento con el cual pelear, que se 

puede modificar y aplicar. 

 

Esta forma de ver el proceso como un primer paso de un largo camino ha hecho 

que algunos académicos se retiren del proceso, abandonando su espacio en la 

discusión privándolo de su riqueza conceptual, teniendo en cuenta  que los 

espacios de deliberación y discusión son precisamente para buscar allí las líneas 

de trabajo y la elaboración mediante el consenso o en el peor de los casos 

mediante el uso de las mayorías. Es importante considerar que el apartarse del 

proceso no ha generó ningún tipo de aspecto positivo ni gestó un cambio 

trascendental, lo cual quizás hubiese sido posible si se mantenían en la mesa 

analizando mayor profundidad las condiciones y el contexto. Cabe anotar que el 

compromiso de quienes se mantuvieron en la mesa fue inquebrantable, y que 

quienes se alejaron del proceso lo hicieron por motivos personales, lo cual es 

totalmente respetable, las ideas y los métodos no fueron compartidos por los 

académicos y, en algunos casos particulares, optaron por retirarse, demostrando lo 

complicado que ha sido este proceso. 

 

10. Este proceso de investigación abre una puerta de análisis, invitando a los 

investigadores interesados en temas como administración pública, 

sistematización de políticas públicas, evaluación concomitante, a que realicen  

seguimiento del presupuesto proyectado en el PIU para 2011 (modificado ese 

mismo año) y que según enlaces de las dependencias de Salud y Asesoría de 

Paz, no se habían llevado a cabo los compromisos a finales de 2011, excepto 

por Salud Pública municipal. Esta evaluación ex-ante de la política no termina 
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con el proceso de firma del PIU, pues los escenarios institucionales cambian al 

compás de la voluntad administrativa de los nuevos rótulos gubernamentales, es 

por ello que éste sería un gran ejercicio de análisis de administración pública a 

respuestas en materia de desarrollo social con enfoque humanitario y restituido, 

donde realmente se constate si el PIU fue un logro y garantía real para la 

población en la práctica y la sinergia con la participación real y efectiva de las 

organizaciones, o sigue siendo un trámite que bajo el enfoque misional que 

devela la práctica institucional sigue corto en voluntades de crear nuevos planes 

de acuerdo a las necesidades de la población. 

11. Respecto de la coordinación interinstitucional se vio que existe una fuerte 

fractura entre los procesos humanitarios de atención a víctimas diseñados por la 

alcaldía y la gobernación, e incluso con los municipios expulsores,  lo que ha 

imposibilitado planes y proyectos en materia de retorno y reubicación a los 

municipios de origen de las familias desplazadas forzadamente; o a los planes 

de vivienda con un enfoque diferencial que propendan por el respeto a sus 

tradiciones  y arraigo cultural. Éste sin duda es un gran reto para las nuevas 

administraciones y para las organizaciones de víctimas de población desplazada 

en la búsqueda de planes de restablecimiento digno de sus derechos de 

reunificación familiar. 
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ANEXO 1 
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ANEXO 4 
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arcilla, caliza, carbón, roca fosfórica y otros, el recuadro verde manzana representa la caliza, materiales 
de construcción y otros, el color salmón representa caliza, metales preciosos, materiales de construcción 
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ANEXO 5 
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